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QUEJOSO:  

LM KRASOVSKY Y ASOCIADOS, S.C. 

 

AMPARO DIRECTO 624/2019 

 

 

H. NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO 

EN MATERIA CIVIL DEL 

PRIMER CIRCUITO 

P R E S E N T E.- 

 

 

LUIS MIGUEL KRASOVSKY PRIETO, con la personalidad que tengo 

debidamente acreditada en los autos del juicio de amparo citado al rubro, 

comparezco ante Ustedes CC. Magistrados para exponer: 

 

Que por medio del presente y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

81 fracción II de la Ley de Amparo, acudo a interponer RECURSO DE REVISIÓN 

en contra de la sentencia definitiva dictada en la sesión de 9 de enero de 2020 

notificada a mi representada el día 16 de enero de 2020, por causar a mi representada 

los agravios más adelante señalados. 

 

I. RECURSO DE REVISIÓN 

 

El Recurso de Revisión que nos ocupa es procedente, en virtud de que, en la 

demanda de amparo, mi representada planteó la inconstitucionalidad de los artículos 

594, 588 fracción V, 605, 608 y 617 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

(CFPC), en los conceptos de violación desarrollados en los Apartados Primero, 

Segundo, Tercero y Cuarto de la demanda de amparo, los cuales, omitió estudiar el 

Tribunal Colegiado arguyendo un tema de preclusión, por lo mismo, con el fin de 

dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 88 de la Ley de Amparo, se 

reproducen a continuación los conceptos de constitucionalidad, cuyo estudio se 

omitió: 

 

APARTADO PRIMERO. INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS 

ARTÍCULOS 594, 588 FRACCIÓN V, 605, 608, 614 Y 617 TODOS DEL 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

 

APARTADO PRIMERO. Inconstitucionalidad de lo previsto por el artículo 

594 y los artículos 588 fracción V, 605, 608, 614 y 617 con los que se relaciona, 

todos del Código Federal de Procedimientos Civiles (En adelante también 

identificado como “CFPC”), por contravenir lo dispuesto por los artículos 1, 

17 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

El artículo 17 Constitucional tercer párrafo contiene el deber del Congreso 

de la Unión de expedir las leyes que regulen las acciones colectivas, veamos lo 

que dicha disposición establece a la letra: 

 

“… El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las 

acciones colectivas. Tales leyes determinarán las materias de 

aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de 

reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma 

exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos…” 
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Por su parte, el artículo 28 Constitucional, en la parte final de su tercer 

párrafo establece que:  

 

“… La ley protegerá a los consumidores y propiciará su 

organización para el mejor cuidado de sus intereses…” 

 

 Una lectura sistemática de los artículos 17 y 28 Constitucionales, nos 

permite sostener que:  

 

Es deber del Congreso de la Unión expedir las leyes que regulen 

las acciones colectivas y, en tratándose de procedimientos 

judiciales colectivos que involucre el derecho de consumidores, 

las leyes los protegerán y propiciarán su organización para el 

mejor cuidado de sus intereses.   

 

Por lo tanto, podemos concluir que, si una norma general que regula los 

procedimientos judiciales en acciones colectivas de consumidores no los protege 

o no propicia su organización para el mejor cuidado de sus intereses, dicha norma 

no respeta el texto de los artículos 17 y 28 Constitucionales y tendriá que dejar de 

aplicarse por inconstitucional.  

  

A continuación, me permito hacer un breve estudio, de la 

inconstitucionalidad de la norma contenida en el artículo 594 del CFPC a efecto 

de solicitar su inaplicación por ser contraria a los intereses de la colectividad que 

represento, de acuerdo con lo siguiente: 

 

I. La norma general viola el derecho fundamental de acceso a la 

justicia y tutela judicial efectiva, dado que la técnica “Opt In” 

que escogió el legislador mexicano como forma de organizar al 

grupo, destruye la eficacia de la acción colectiva en acciones 

individuales homogéneas que buscan la tutela de derechos 

individuales de incidencia colectiva en reclamos de poco valor 

económico.  

 

El suscrito como representante de los miembros presentes y ausentes de 

una colectividad de consumidores en donde se involucran pretensiones 

individuales de poco valor económico, sostiene que la técnica adoptada por el 

legislador mexicano en el artículo 594 del Código de Procedimientos Civiles, 

conocida en la teoría como técnica  “Opt In” u “Optar por entrar”  y que 

organiza a los consumidores que conforman la colectividad en la búsqueda de la 

tutela de sus derechos individuales de incidencia colectiva, no sirve para proteger 

el derecho de todos los consumidores, ni propicia una adecuada organización 

para el mejor cuidado de sus intereses, debido a que destruye la eficiencia de la 

acción colectiva. 

 

Me explico, en los juicios colectivos la teoría reconoce tres técnicas a través 

de las cuales los miembros ausentes pueden ser considerados fictamente 

presentes en juicio en el proceso colectivo, las cuales son: 

 

1. la presencia obligatoria; 

2. la de Opt In y; 

3. la de Opt Out 
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En los Estados Unidos de Norteamérica estas tres técnicas se aplican según 

las circunstancias que involucran el caso concreto, previendo la ley hipótesis de 

cabimiento para el tratamiento colectivo de la disputa. 

 

A través de la técnica Opt In, será considerado presente en juicio solamente 

aquel miembro del grupo que solicite expresamente su inclusión en el proceso 

colectivo. 

 

Por el contrario, a través de la técnica Opt Out, se presume que los miembros 

del grupo desean formar parte del litigio y se condiciona su exclusión a una 

manifestación expresa en ese sentido.  

 

Nuestra legislación procesal adoptó la técnica Opt In para todo tipo de 

acción colectiva, confiriendo el mismo tratamiento colectivo a cualquier disputa, 

sin importar la circunstancia especial que se involucra en cada caso. 

 

Pues bien, el suscrito sostiene que la técnica Opt In que escogió el 

legislador mexicano, destruye la eficacia de la acción colectiva en acciones 

individuales homogéneas de consumidores que buscan la tutela de derechos 

individuales de incidencia colectiva en reclamos de poco valor económico. 

 

Por ello, solicito se deje de aplicar dicha técnica al caso concreto y se 

aplique la técnica Opt Out en virtud de que esta última, cuida mejor el interés de 

la colectividad de consumidores.  

 

Me explico; 

 

Para que los consumidores puedan organizarse para el mejor cuidado de sus 

intereses, las leyes generales que regulan los procesos colectivos deben de 

diseñarse de forma tal que pueda alcanzarse su finalidad de resolver efectivamente 

el conflicto, de modo que el daño causado sea totalmente reparado. 

 

Además, es indispensable que los consumidores cuenten con un instrumento 

que sea adecuado y eficaz para resolver todo tipo de conflicto, sobre todo aquellos 

que incluyan pretensiones individuales de poco valor. 

 

Uno de los objetivos fundamentales de las acciones colectivas -así lo 

establece el artículo 17 Constitucional y su exposición de motivos- es el promover 

el ahorro de tiempo y dinero principalmente para el grupo autor a través de 

procedimientos agiles, sencillos y flexibles, que permitan la reparación del daño 

sufrido por la colectividad, para así poder considerar que los consumidores 

detentan el derecho fundamental de acceso a la justicia del que habla el artículo 17 

Constitucional.  

 

En nuestro caso particular, el poco valor de la pretensión individual de todos 

los miembros de la colectividad ( salvo grandes corporaciones) constituye una de 

las piezas clave para determinar la ineficacia de la técnica Opt In. 

 

El conflicto que se presentó a discusión, es un conflicto en donde un grupo 

de consumidores del servicio que brinda Nextel hoy AT&T se quejaron del 

deficiente servicio de radio o trucking y telefonía celular, por lo mismo, 

demandaron una bonificación en términos de lo previsto por el artículo 92 y 93 
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Bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor, así como la reducción del 

precio, entre otras cosas.   

 

La sentencia resultó favorable para la colectividad por el tema del deficiente 

servicio de radio o trucking.  

 

Si atendemos al contenido de las facturas que fueron exhibidas por los 

miembros de la colectividad presentes, el consumo mensual por el servicio de 

radio de consumidores pequeños (aquellos que tienen un sólo equipo de 

comunicación) tiene un valor promedio de 500 pesos, si a este valor promedio le 

sacamos el 20% que es la bonificación mínima a la que puede acceder un 

consumidor, tenemos que en promedio cada consumidor puede reclamar a Nextel 

una cantidad de $ 100 pesos por consumo mensual o  bien una cantidad de 1200 

pesos por consumo anual.  

 

Teóricamente hablando, este tipo de reclamo derivado de la prestación de 

un servicio de telecomunicaciones puede ser demandado en un proceso individual, 

pero si atendemos al valor individual del daño, fácilmente nos podemos percatar 

que los gastos que implica seguir un proceso individual e inclusive un incidente 

de cuantificación resultan superiores a las ventajas que puede lograrse con la 

tramitación del juicio, por lo tanto, necesariamente tenemos que concluir que el 

proceso individualista no es el adecuado para resolver este tipo de conflictos.  

 

En nuestra opinión, la técnica “Opt Out” u “Optar por Salir” es una técnica 

superior para la solución de la presente controversia, ya que concede una mejor 

solución al grupo de consumidores o dicho en términos de lo que establece nuestra 

Carta Magna (artículo 28), propicia una mejor organización de los consumidores 

para el mejor cuidado de sus intereses. 

 

En las causas de pequeño valor económico, los titulares del derecho 

generalmente son personas de bajos recursos que, por ignorancia, timidez, 

acomodo, miedo, apatía o simple inercia, jamás tomaran posición activa para 

intervenir en el proceso. Por lo tanto, la impropiedad del sistema Opt In para 

proteger a este tipo de personas de bajos recursos es manifiesta.  

 

En cambio, las grandes empresas consumidoras de servicios de 

telecomunicaciones (es decir, consumidores del servicio de radio y telefonía como 

las empresas panificadoras o refresqueras, por ejemplo: Bimbo, Coca-Cola o 

Pepsi, empresas Aseguradoras como: Axa Seguros, Nacional Provincial o Seguros 

Monterrey, o  bancos como por ejemplo: Banamex, BBVA Bancomer, etc..), por 

el valor de sus consumos mensuales en telefonía y radio de montos 

importantemente altos, bajo el sistema Opt Out, siempre tendrán la opción de optar 

por salir y defender individualmente su derecho, si es que no desean que el 

representante de la colectividad represente sus intereses.   

 

Las grandes empresas, con montos importantes de consumo de servicios de 

telecomunicaciones, cuentan con abogados internos o despachos de abogados 

externos que las asesoran legalmente y cuidan de sus intereses, por lo mismo, a 

estas en su posición de consumidores, les resulta indiferente si el sistema que 

organiza al grupo es el Opt In o el Opt Out, pues finalmente saben que cuentan 

con los recursos materiales y humanos para defender en un juicio de naturaleza 

individual su derecho. Los consumidores de bajos recursos, por regla general son 

ignorantes de sus derechos y carecen de los medios para hacerlos valer. 
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En contrapartida, en los casos en los que dichas grandes empresas, se 

encuentran en el papel de proveedores o demandados, es obvio que el sistema Opt 

In  les es preferible, dadas las ventajas de facto y de jure. 

 

En nuestra opinión, los pequeños consumidores, como trabajadores de la 

construcción, de limpieza de oficinas o del hogar, plomeros, carpinteros, 

soldadores, mecánicos, meseros, taxistas, etc., la técnica que más favorece su 

interés es la  Opt Out, pues sin hacer casi nada tienen acceso a la jurisdicción, y 

si el grupo obtiene fallo favorable saldrán beneficiados, en cambio,  aun y cuando 

en el proceso colectivo se obtuviere fallo desfavorable, para este grupo de reclamo 

de poco valor económico, de todos modos el acceso a la justicia individualista 

simplemente no existía, dado el costo-beneficio de iniciar ese tipo de demandas en 

solitario.  

 

En conclusión, queda claro que las personas de bajos ingresos o aquellos 

con reclamos de bajo monto, no tienen de otra, más que permanecer unidas si 

quieren algún día ver materializada la tutela efectiva de sus intereses, por ello, la 

norma procesal debe de ir encaminada a proteger al más débil, atendiendo al 

principio pro debili.    

 

Ya se imaginará ese Honorable Órgano de Control Constitucional, quienes 

fueron los principales orquestadores de que el capítulo V del Código de Federal 

Procedimientos Civiles que contiene las acciones colectivas, este formulado en los 

términos en que se encuentra.  Fue el Establishment o como lo denomina ahora 

AMLO un pacto entre el interés económico y el político. 

 

De acuerdo con el Doctor Antonio Gidi existe información estadística de las 

Cortes Norteamericanas que ponen en evidencia que en el sistema Opt In, pocos 

miembros toman la iniciativa de intervenir en el grupo y en el sistema Opt Out 

pocos miembros se dan a la tarea de solicitar su exclusión, en consecuencia, el 

índice de exclusión del grupo es ínfimo, en general inferior al 1%. 

Desafortunadamente en nuestro país no existen estadísticas de ese tipo de modo 

que pudieran ser consideradas como evidencia del pobre desempeño del sistema, 

al parecer el Consejo de la Judicatura Federal no ha puesto atención a este tema. 

 

Si a lo anterior, le agregamos que existen diversos artículos en nuestra 

legislación procesal federal en materia de procesos colectivos que constituyen 

verdaderas cargas o impedimentos jurídicos que desfavorecen el acceso a la tutela 

judicial efectiva a través de las acciones colectivas, de modo tal que, desalientan 

o de plano obstaculizan la adhesión de más miembros al grupo, no podemos más 

que concluir que el sistema Opt In escogido por el legislador mexicano, es 

totalmente ineficaz para el tipo de acción que nos ocupa y en consecuencia 

violatorio de los preceptos constitucionales citados al inicio de este apartado. 

  

En el tema del derecho fundamental de acceso a la jurisdicción la Suprema 

Corte de Justicia ha sostenido en las siguientes ejecutorias que, para garantizar 

acceso a la justicia es necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos 

jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 

resulten discriminatorios: 

 
DERECHO AL ACCESO A LA JUSTICIA. SU RELEVANCIA 

TRATÁNDOSE DE CONSUMIDORES. 
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El derecho al acceso a la justicia comprende el derecho de acción 

que permite al gobernado acudir a tribunales independientes e 

imparciales a plantear una pretensión o defenderse de ella, con el fin 

de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas 

formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa, y, en su caso, 

se ejecute esa decisión. Ahora bien, este derecho tiene una especial 

relevancia tratándose de los consumidores, por las dificultades que 

su ejercicio representa para este colectivo como consecuencia de la 

posición de vulnerabilidad en la que se ubica. En efecto, los 

consumidores son un grupo vulnerable, en el sentido de que carecen 

de suficiente organización, información y capacidad de negociación 

frente a los proveedores de bienes y servicios. Como consecuencia, 

es fundamental que las normas que rigen los procedimientos para la 

defensa de los consumidores sean comprendidas y aplicadas a la luz 

del derecho al acceso a la justicia, con el propósito de lograr una 

tutela efectiva de sus intereses y derechos. En ese contexto, hay que 

destacar que el derecho al acceso a la justicia de los consumidores 

puede verse afectado por normas que impongan requisitos 

impeditivos u obstaculizadores del acceso a la justicia, si tales trabas 

resultan innecesarias, excesivas o carentes de razonabilidad o 

proporcionalidad, respecto de otros fines que lícitamente puede 

perseguir el legislador. Por lo tanto, para poder concluir que existe 

un verdadero acceso a la justicia por parte de los consumidores, es 

necesario que previamente se advierta que no existen impedimentos 

jurídicos o fácticos que sean carentes de racionalidad, 

proporcionalidad o que resulten discriminatorios. 

 

Amparo directo en revisión 6221/2015. Procuraduría Federal del 
Consumidor. 22 de febrero de 2017. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío 
Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Guerrero 
Zazueta. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A 

LA JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO 

COMO PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA 

JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU 

COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA DE 

REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN. 

 

De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 42/2007, (1) de rubro: 

"GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 

PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. SUS ALCANCES.", deriva que el acceso a la 

tutela jurisdiccional comprende tres etapas, a las que 

corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa al 

juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 

2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido 

proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la 

eficacia de las resoluciones emitidas con motivo de aquél. En 

estos términos, el derecho fundamental de acceso a 

la jurisdicción debe entenderse como una especie del diverso 

de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a las 

https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=172759&Clase=DetalleTesisBL
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=172759&Clase=DetalleTesisBL
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=172759&Clase=DetalleTesisBL
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=172759&Clase=DetalleTesisBL
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autoridades jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. 

Su fundamento se encuentra en el artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

conforme al cual corresponde al Estado mexicano impartir 

justicia a través de las instituciones y procedimientos 

previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible 

con el artículo constitucional referido, que el órgano 

legislativo establezca condiciones para el acceso a los 

tribunales y regule distintas vías y procedimientos, cada uno 

de los cuales tendrá diferentes requisitos de procedencia que 

deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato 

jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por 

ejemplo, aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un 

escrito; ii) la legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la 

representación; iv) la oportunidad en la interposición de la 

acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la 

competencia del órgano ante el cual se promueve; vi) la 

exhibición de ciertos documentos de los cuales depende la 

existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía. En 

resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se 

actualiza la improcedencia de una acción, varían dependiendo 

de la vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los 

elementos mínimos necesarios previstos en las leyes adjetivas 

que deben satisfacerse para la realización de la jurisdicción, 

es decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de 

conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido a 

su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de 

dicha resolución. Lo importante en cada caso será que para 

poder concluir que existe un verdadero acceso a 

la jurisdicción o a los tribunales, es necesario que se 

verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o fácticos 

que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 

resulten discriminatorios. 

 

Amparo directo en revisión 993/2015. HSBC México, S.A., 

Institución de Banca Múltiple, División Fiduciaria en su 

calidad de fiduciario en el fideicomiso F/251704. 17 de 

febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero 

Zazueta. 

Recurso de reclamación 557/2016. Eric y/o Erick David 

Flores Altamirano y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos 

de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 

Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 

Carreón. 

Recurso de reclamación 1090/2016. Gabriela Domínguez. 30 

de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
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Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 

Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 

Recurso de reclamación 1207/2016. José Luis García Valdez. 

11 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 

Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 

Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 

Recurso de reclamación 1492/2016. Leonel Bruce Bragdon 

Jolly. 25 de enero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 

Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea; hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Fernando Cruz Ventura. 

Tesis de jurisprudencia 90/2017 (10a.). Aprobada por la 

Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de quince de 

noviembre de dos mil diecisiete. 

 

GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 

PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES. 

 

La garantía a la tutela jurisdiccional puede definirse como el 

derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de 

los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de 

manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a 

plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de 

que a través de un proceso en el que se respeten ciertas 

formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en 

su caso, se ejecute esa decisión. Ahora bien, si se atiende a 

que la prevención de que los órganos jurisdiccionales estén 

expeditos -desembarazados, libres de todo estorbo- para 

impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, 

significa que el poder público -en cualquiera de sus 

manifestaciones: Ejecutivo, Legislativo o Judicial- no puede 

supeditar el acceso a los tribunales a condición alguna, pues 

de establecer cualquiera, ésta constituiría un obstáculo entre 

los gobernados y los tribunales, por lo que es indudable que 

el derecho a la tutela judicial puede conculcarse por normas 

que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores del 

acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan innecesarias, 

excesivas y carentes de razonabilidad o proporcionalidad 

respecto de los fines que lícitamente puede perseguir el 

legislador. Sin embargo, no todos los requisitos para el acceso 

al proceso pueden considerarse inconstitucionales, como 

ocurre con aquellos que, respetando el contenido de ese 

derecho fundamental, están enderezados a preservar otros 

derechos, bienes o intereses constitucionalmente protegidos y 

guardan la adecuada proporcionalidad con la finalidad 

perseguida, como es el caso del cumplimiento de los plazos 

javascript:AbrirModal(1)
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legales, el de agotar los recursos ordinarios previos antes de 

ejercer cierto tipo de acciones o el de la previa consignación 

de fianzas o depósitos. 

 

Amparo directo en revisión 1670/2003. Fianzas México Bital, 

S.A., Grupo Financiero Bital. 10 de marzo de 2004. Cinco 

votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 

Miguel Bonilla López. 

Amparo directo en revisión 806/2004. Rosa López Zúñiga y 

otros. 11 de agosto de 2004. Unanimidad de cuatro votos. 

Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

Secretaria: Leticia Flores Díaz. 

Amparo directo en revisión 1158/2005. Nicolás Alberto 

Ferrer Casellas. 24 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: 

Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González Díaz. 

Amparo directo en revisión 1394/2005. Antonino Martínez 

Santamaría y otros. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. 

Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam 

Flores Aguilar. 

Amparo directo en revisión 631/2006. Almacenadora 

Regional del Golfo, S.A. de C.V. 4 de agosto de 2006. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls 

Hernández. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes. 

Tesis de jurisprudencia 42/2007. Aprobada por la Primera 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de catorce de marzo de 

dos mil siete. 

 

Así tenemos que con la técnica Opt In contenida en el art 594 referido, se dan 

impedimentos fácticos y jurídicos que perjudican la acción colectiva de modo que 

contribuyen a generar colectividades pequeñas, las cargas procesales impuestas 

por el legislador mexicano a la colectividad resultan carentes de racionalidad, 

proporcionalidad y destruyen la eficacia de la acción colectiva. Dichas cargas las 

encontramos en los artículos siguientes: 

 

a. La primera carga para la colectividad es la responsabilidad de enterarse de 

que existe la acción colectiva. El artículo 591 del CFPC regula la manera en 

que la colectividad será notificada del inicio del ejercicio de la acción 

colectiva. 

 

Es obvio decir que, si esta carga procesal no se realiza de manera adecuada y 

apegada a la letra de la ley, el riesgo de que la mayoría no se enteren del juicio, 

es evidente.  

 

En el juicio que nos ocupa, la notificación ordenada por el Juez fue tan pobre 

(un edicto publicado en un periódico con poco tiraje), que nadie se enteró, y 

menos compareció.   

 

El suscrito realizo un esfuerzo material y juridico enorme para procurar obligar 

al juez cumplir con la carga que se les impuso de notificar a la colectividad del 

inicio de la accion colectiva, lo que implico inclusive llevar el asunto a la 

Primer Sala de la SCJN los cuales a la postre resultaron infructuosos. 

Adicionalmente se han realizado diversos esfuerzos de tipo económico con 
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recursos propios, para convocar a consumidores a que se unan al grupo, pero 

de la misma forma han sido infructuosos y el resultado es que actualmente 

menos de 200 personas se beneficiarian de la sentencia que ordena el 

reembolso del 20% de lo pagado a Nextel/AT&T.  

 

b. La segunda y más devastadora carga que se impone a la colectividad y sus 

miembros, es la obligación de adherirse al grupo mediante una comunicación 

simple y expresa dirigida al representante legal de la colectividad.  

 

Esta carga procesal, simplemente no existe en el sistema Opt Out pues todos 

los miembros por una presunción legal, forman parte de la colectividad desde 

un inicio, y solamente si Optan por Salir, se les tendrá por no integrados.  

 

Esta carga procesal de la técnica Opt In es sin duda, la más difícil de vencer.  

 

Convencer a una persona de que se adhiera al grupo es una labor titánica, la 

desconfianza, la apatía, la ignorancia, el miedo, entre otros factores, 

prevalecen en nuestra sociedad, devastando por completo la acción.  

 

c. Si por fin se convence al miembro de integrarse al grupo, entonces 

enfrentamos la siguiente dificultad:  El criterio individualista del Juez. 

 

Y se dice que el Juez es una dificultad en el proceso colectivo, no por que se 

quiera hablar mal de nuestros órganos jurisdiccionales, sino porque la tradición 

individualista con la que fueron educados en las universidades nuestros 

Juzgadores, constituye un verdadero reto para el éxito de la acción colectiva.  

 

Nuestros Jueces Federales, educados en el sistema individualista, olvidan  la 

misión encomendada a los juzgadores, en la exposición de motivos del articulo 

17 Constitucional en relación a velar por la compatibilidad de los principios 

de interpretación que utilicen, con el espíritu de las acciones colectivas.  

 

Con frecuencia ignoran la advertencia del peligro de guiarse por los 

paradigmas procesales actuales que muchas veces son insuficientes o 

inclusive contrarios al espíritu de las acciones colectivas. 

 

Basta con observar nuestra experiencia en este proceso colectivo. Les cuento: 

 

El Juez Cuarto de Distrito en Materia Civil del Primer Circuito en la Ciudad 

de México que conoce del presente juicio colectivo bajo expediente número 

287/2012, ha desechado en tres ocasiones, la adhesión de miembros 

adherentes, acumulando hasta ahora, más de 400 (cuatrocientos) miembros 

que no han podido acceder a la justicia, por una equivocada decisión 

jurisdiccional. 

 

No obstante que el suscrito interpuso recurso de revocación para combatir la 

mala decisión del Juez Cuarto de Distrito en Materia Civil del Primer Circuito 

en la Ciudad de México, éste último, confirmó su equivocado criterio 

individualista de que los miembros que se quieren adherir a la colectividad lo 

tienen que hacer mediante un escrito firmado con firma autógrafa dirigida al 

representante de la colectividad.  
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Es claro que, el artículo 594 del CFPC no pide tal formalidad, lo que dice la 

citada norma es que “…la adhesión a su ejercicio podrá realizarse por cada 

individuo que tenga una afectación a través de comunicación expresa por 

cualquier medio dirigida al representante…” 

 

En contra de dicha determinación, el suscrito promovió demanda de amparo 

indirecto ante el C. Juez Primero de Distrito en Materia Civil del Primer 

Circuito en la Ciudad de México tramitada bajo el expediente número 

121/2019, quien dé inicio, desecho de plano la demanda de amparo, pues según 

dijo era notoriamente improcedente su planteamiento. 

 

Afortunadamente el H. Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito con residencia en Ciudad de México, tuvo a bien revocar la 

determinación que desecha la demanda de amparo, al resolver procedente el 

recurso de Queja número 67/2019 presentado por el suscrito en representación 

de la colectividad, el cual ordenó admitir a trámite la demanda de amparo 

indirecto. Aun no se resuelve dicha cuestión, pero recemos por el bien de la 

colectividad que sea en forma favorable.   

 

Lo anterior, es sólo una muestra, de lo complicado que es el acceso a la justicia 

colectiva en nuestro país con el sistema Opt-in. 

 

d.  El artículo 588 fracción V del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

establece como requisito de procedencia de la legitimación, que la materia de 

la litis no haya sido objeto de cosa juzgada en procesos previos con motivo del 

ejercicio de acciones tuteladas, lo cual sería razonable bajo la técnica del Opt 

Out, pero absolutamente incongruente en el sistema Opt- In ya que las 

sentencias colectivas que se dicten estaría afectando a toda la colectividad 

independientemente de que el juez haya cumplido con su misión de hacerla de 

su conocimiento y se establecieron las bases razonables para poder adherirse 

a la misma . La cosa juzgada es otro de los obstáculos que enfrenta la 

colectividad de consumidores dada su deficiente regulación de los alcances y 

límites de la cosa juzgada.  

 

A este respecto, recogemos como nuestras las consideraciones formuladas por 

el ILUSTRE Y NACIONAL COLEGIO DE ABOGADOS DE MÉXICO, 

ASOCIACIÓN CIVIL, en su escrito por el que compareció al presente juicio 

colectivo en su calidad de Amicus Curiae en términos de lo previsto por 

artículo 598 párrafos segundo y tercero del Código Federal de Procedimientos 

Civiles,  que por cierto, la autoridad responsable no tuvo la sensibilidad de 

tomar en cuenta en su fallo, no se diga cumplir con la obligación que le  deriva 

de dicho numeral y que establece que:   

 

“… El juez en su sentencia deberá, sin excepción, hacer una 

relación sucinta de los terceros que ejerzan el derecho de 

comparecer ante el tribunal conforme a lo establecido en el 

párrafo anterior y de los argumentos o manifestaciones por 

ellos vertidos…” 

 

En efecto, la autoridad responsable de plano ignoró a la Asociación Civil de 

Abogados antes mencionada, quien expuso relevantes argumentos en favor de 

la colectividad de consumidores, mismos que esta colectividad retoma como 
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propios, integrándolos a la presente demanda de amparo y, que a la letra 

establecen: 

 

“…. La iniciativa original del entonces senador Murillo 

Karam de la adición del Libro Quinto del CFPC contemplaba 

el sistema Opt-Out, el cual es totalmente compatible con los 

efectos erga omnes que impera respecto de las sentencias 

colectivas conforme a nuestro sistema. Sin embargo, sin 

mayor análisis por los legisladores, cediendo a la influencia 

de las grandes empresas, en el proceso legislativo lo 

cambiaron por el sistema Opt-In, conservando el efecto erga 

omnes de las sentencias, lo que constituye una franca 

violación de los derechos humanos de las colectividades, ya 

que ante la imposibilidad de hecho y de derecho de hacer del 

conocimiento del 100% de la colectividad del proceso 

colectivo y de la misma sentencia, la misma sería un 

obstáculo insuperable para que colectivamente la 

colectividad que no tuvo el conocimiento del juicio colectivo, 

pudiera tener éxito para hacer valer el mismo reclamo a la 

empresa de que se trate en el futuro.  

 

Para poder dimensionar los alcances tan lesivos que 

representa dicha incongruencia, para los procesos colectivos 

la elección del Sistema Opt In, debe analizarse la experiencia 

similar que se vivió en los Estados Unidos de América, 

respecto de lo cual nos da cuenta el Dr. Antonio Gidi: 

 

“Como principio general, la sentencia que se dicta en los 

procesos colectivos tiene efectos erga omnes.1 Sin embargo, 

(nos comenta Antonio Gidi) los principios tradicionales de la 

cosa juzgada en el litigio individual constituyen un serio 

obstáculo para el trasplante de las acciones colectivas en los 

sistemas de derecho civil. La cosa juzgada obliga solamente 

a las partes en el procedimiento y no perjudica ni beneficia a 

terceros. Este principio procesal establecido en las 

jurisdicciones de derecho civil se refleja en la vieja fórmula 

del derecho romano res inter alios acta vel iudicata aliis non 

nocet nec prodest. 

 

Sin embargo, este principio general no es únicamente 

peculiar de los sistemas legales del derecho civil. Ésa es la 

regla en los Estados Unidos en el litigio individual y hubo una 

duda histórica sobre la posibilidad de dar efectos erga omnes 

a las sentencias colectivas norteamericanas, obligando a 

                                                 
1 Gozaíni, Osvaldo Alfredo. “Código Modelo de Procesos Colectivos Un diálogo Iberoamericano-Comentarios artículo 
por artículo”. Editorial Porrúa México, 2008. p. 350. 
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todos, especialmente en el caso de una sentencia desfavorable 

a los intereses del grupo. La inseguridad dominaba el 

derecho de la cosa juzgada en las acciones colectivas antes 

de la promulgación de las Reglas Federales del 

Procedimiento Civil en 1938. 

 

La primera regla escrita sobre las acciones colectivas en los 

Estados Unidos establecía que “…la sentencia será sin 

perjuicio de los derechos y pretensiones de todas las partes 

ausentes” (Sistema Opt In).  Sin embargo, no fue raro que los 

tribunales abiertamente no aplicaran esta última frase de la 

Regla (es decir, no aplicaban el Sistema Opt In). La enmienda 

de 1966 a la regla 23 buscó remediar esta contradicción no 

satisfactoria. El legislador norteamericano de 1966 usó la 

expresión “ya sea o no sea favorable al grupo” tres veces en 

la regla 23, al codificar los efectos de la cosa juzgada en la 

sentencia colectiva (modificación que, según el diagnóstico 

de Antonio Gidi, “ha probado ser revolucionaria, tanto desde 

el punto de vista teórico, como desde el punto de vista 

práctico”). 

 

De hecho, la existencia del sistema Opt-In en los Estados 

Unidos, trajo como consecuencia una incipiente práctica de 

juicios colectivos desde el año 1938 y no fue sino hasta 

después de 1966, con la modificación e implementación del 

sistema Opt-Out, cuando evolucionaron y se desarrollaron 

importantemente las class actions en aquel País. 

 

Continúa explicando Gidi, que una acción es una acción 

colectiva si resuelve los intereses de los miembros ausentes 

de un grupo. La sentencia debe tener efectos obligatorios 

ultra partes, más allá de las partes. El carácter erga omnes 

(contra todos) de la cosa juzgada, es un elemento esencial del 

procedimiento de la acción colectiva. Una sentencia limitada 

a las partes presentes en el tribunal (incluyendo terceros 

intervinientes) destruye la esencia fundamental del proceso 

colectivo. Así, la doctrina de la cosa juzgada es 

probablemente el elemento más importante de cualquier 

legislación sobre acción colectiva. Sin embargo, también 

debe reconocerse que los intereses de los miembros ausentes 

están en juego en una acción colectiva y éstos deben ser 

protegidos de representantes deshonestos o incompetentes.  

 

Es por ello que la solicitud que hace el representante común 

de la colectividad, consistente en que en ejercicio del control 

de la convencionalidad se deje de aplicar el sistema Opt-In 
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por ser contrario al tercer párrafo del artículo 17 

Constitucional es totalmente acertada, ya que de otra forma 

se estaría truncando el derecho de millones de personas de 

hacer el mismo reclamo como lo establece el art. 588 fracción 

V2 del CFPC. Por otro lado, como lo establece la Ejecutoria 

28/2013 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN), es obligación del juzgador voltear a ver 

lo que ocurre en otras jurisdicciones donde encontrará que 

todos los países que integran el continente americano y que 

tienen desarrollada una legislación en materia de procesos 

colectivos, contemplan el Sistema Opt Out como medio de 

integración de la colectividad en los procesos colectivos.  

 

Como se desprende del presente expediente, no obstante el 

juicio colectivo tiene más de 7 años, unas cuantas personas 

serían beneficiadas con la sentencia que se dicte y se estaría 

dejando a millones de personas sin la oportunidad de 

emprender un juicio colectivo para ser compensados por el 

servicio ineficiente que sufrieron por el servicio de radio o 

truncking, lo que implicaría una violación masiva de sus 

derechos, por lo que lo procedente es dejar de aplicar el 

artículo referido que refiere al sistema Opt In. 

 

Mientras no diseñemos una acción que permita reparar los 

daños causados a la totalidad del grupo, los responsables de 

esos daños continuarán burlando los derechos de los 

ciudadanos y obteniendo seguramente grandes beneficios a 

su costa. 

 

La visión de los derechos individuales homogéneos puede ser 

abordada de una manera distinta, dependiendo de cómo 

definamos el conflicto. Lo que originalmente existe, es un 

conflicto entre el causante del daño y todo el grupo de 

víctimas que lo reciben; lo que hace que el conflicto se 

pulverice y se transforme en pequeños conflictos individuales, 

es precisamente la falta de un instrumento idóneo para 

plantearlo y resolverlo. 

 

En este mismo sentido se expresa el Magistrado Barajas al 

señalar que “en México se eligió la técnica del Opt In, lo cual 

representa una debilidad para que se cumpla con la finalidad 

que persigue, esto es, tutelar eficazmente el derecho a la 

acción colectiva, pues provoca que el grupo permanezca 

                                                 
2 ARTÍCULO 588.- Son requisitos de procedencia de la legitimación en la causa los siguientes:  
V. Que la materia de la litis no haya sido objeto de cosa juzgada en procesos previos con motivo del ejercicio de las 

acciones tuteladas en este Título; 
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pequeño y la condena no se corresponda con la extensión de 

los efectos del hecho ilícito.3 

 

Es algo del conocimiento general de los que nos encontramos 

inmersos en la materia de las acciones colectivas, que la 

elección del Sistema Opt In en México, se hizo por la fuerte 

influencia que tuvieron las grandes corporaciones en el 

proceso legislativo que incorporó las acciones colectivas en 

México, inclusive el mismo Antonio Gidi lo manifiesta 

abiertamente quien fue contratado por el Senado Mexicano 

para la elaboración de la ley. 

 

Dejando de aplicar el sistema Opt-In podrá culminarse con 

un proceso que cumpla con el propósito de resolver 

definitivamente el conflicto y, en el cual, todos los miembros 

del grupo tengan idénticas oportunidades y derechos y un 

verdadero acceso a la justicia. 

 

No podemos hablar de proceso colectivo si no estamos ante 

un medio o método en el cual toda la colectividad pueda 

concurrir en igualdad de condiciones y con igualdad de 

oportunidades, con la finalidad esencial y única de resolver 

definitivamente el conflicto. 

 

Por el contrario, si en la estructura del proceso colectivo se 

establece la cosa juzgada sin restricciones y se regula el 

derecho de exclusión, no será necesario que la modalidad de 

tutela judicial contemple una etapa en la cual el interesado 

tenga la oportunidad de manifestar si se acoge a la sentencia, 

pues el simple hecho de no haber expresado su voluntad de 

ser excluido hace presumir que se acoge a ella.4 

 

Lo que se requiere es adoptar el mecanismo adecuado que a 

nuestro modo de ver no es otro que el de Opt Out. Esto es, lo 

que permitirá adquirir la confianza que hace falta tenerle al 

sistema para aplicarlo adecuadamente.5 

 

De todo lo anterior, se debe de concluir que el artículo 594 

del CFPC es contrario al derecho fundamental de acceso a la 

justicia consagrado en nuestra Constitución y Tratados 

Internacionales suscritos por México, por lo que se sugiere 

no sea aplicado por este Tribunal, ya que impone requisitos 

o presupuestos adicionales para beneficiarse de la sentencia, 

                                                 
3 Magistrado Mauricio Barajas Villa. “Acciones Colectivas- Reflexiones desde la judicatura.” Consejo de la Judicatura 
Federal, México, 2013. p.  122 
4 Bermúdez Muñoz, Martín. Op. cit., p. 257-260 
5 Ibid., p. 261-263. 
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como lo es que exista una extraordinaria publicidad del juicio 

colectivo para que el miembro de la colectividad se entere de 

su existencia y pueda manifestar su voluntad de adherirse, 

publicidad que no ha existido y en consecuencia, dicho 

requisito o presupuesto haría nugatorio el derecho de acceso 

a la justicia a millones de personas. De hecho, dicho requisito 

es hasta ridículo, ya que, ¿quién en su sano juicio no va a 

querer beneficiarse de una sentencia en el que se condene a 

reembolsar el 20% de lo pagado a su compañía telefónica? 

 

Finalmente, es menester que en los juicios colectivos como lo 

señaló desde 1974 Mauro Cappelletti, quien inspiró e influyó 

a la mayoría de los tratadistas brasileños y, en general, 

latinoamericanos, el juez deba de tener un rol mucho más 

activo, máxime que está obligado a velar por la colectividad, 

por lo que en la decisión de dejar de aplicar el sistema Opt-

In que se solicita haciendo un debido control de la 

convencionalidad, considere que lo antes manifestado no es 

solamente una cuestión teórica sino que la violación de los 

derechos humanos a la colectividad se está dando en México, 

ya que hace poco más de un año el Juzgado Segundo de 

Distrito del Primer Circuito dictó sentencia colectiva en el 

expediente 482/2013 contra Nextel por cargos indebidos en 

beneficio de más de 3 millones y medio de personas y no 

obstante ello y a consecuencia del sistema Opt-In, menos de 

mil personas se han beneficiado, lo cual se le solicita 

confirmarlo con el propio Juzgado Segundo…” 

 

Haciendo una comparación de ambas técnicas, el Dr. Antonio Gidi comenta 

- en el libro Procesos Colectivos la tutela de los derechos difusos, colectivos 

e individuales en una perspectiva comparada, Editorial Porrúa-  que si es 

cierto que el sistema Opt Out opera en la práctica para aumentar el tamaño 

del grupo, se puede decir que este método es siempre ventajoso para la parte 

que tiene la razón, sea ella el grupo o la parte contraria. Si el grupo o 

colectividad fue efectivamente perjudicado por el demandado, es de su 

interés que todos los miembros sean beneficiados. En cambio, si es el 

demandado quien tiene la razón, estará interesado en que la sentencia de 

improcedencia de la acción colectiva vincule el mayor número posible de 

personas, cerrando definitivamente la controversia, concluyendo que, si eso 

es cierto, el sistema Opt In se muestra no sólo ineficiente, como moralmente 

discutible. 

 

El suscrito agregaría que, en el sistema Opt In propuesto por el legislador 

mexicano, por donde se le vea, es siempre desventajoso para la colectividad 

y en consecuencia violatorio del art 17 de nuestra Carta Magna. 

 

Si el grupo fue efectivamente perjudicado (como ocurre en el caso) sólo los 

miembros que se adhieran a la sentencia gozarán del beneficio del fallo, la 

ventaja es para el demandado ya que mientras menos sean los que se adhieran 
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mejor para Nextel/AT&T.  Los que no se adhieran por el motivo que sea, 

tendrán que buscar conseguir la reparación de su daño en acción individual, 

que como ya se explicó, es un camino que no sirve para los consumidores que 

integran la colectividad con reclamos de poca cuantía  por un tema de costo-

beneficio.  

 

El demandado se beneficia independientemente de la técnica que se aplique, 

en cualquiera de las dos, se acoge al beneficio de la cosa juzgada, contenido 

en el artículo 588 fracción V Código Federal de Procedimientos Civiles,  que 

establece que ya no podrá ser demandado en vía colectiva.  

 

El riesgo que lo demanden en vía individual los miembros no adheridos con 

reclamos pequeños o de baja cuantía, es prácticamente cero.   

 

Lo anterior pone de manifiesto que con la tecnica del Opt In nuestra 

legislación en procesos colectivos no sirve para proteger el interés de los 

consumidores con reclamos de poco valor económico y más bien tiende a 

proteger el interés de las grandes empresas, que buscan eludir su 

responsabilidad, lo que a mi parecer resulta discriminatorio. 

 

Además, el artículo 588 fracción V del CFPC, constituye un incentivo 

perverso para la proliferación de procedimientos fraudulentos, de manera que 

se permite a los demandados o proveedores escapar de su responsabilidad que 

tienen frente a la colectividad, al presentarse el caso de que un proveedor 

simule un juicio colectivo en colusión con una colectividad de 30 miembros, 

en el que el representante de la colectividad no presente una defensa 

adecuada, de modo tal que pierda el asunto, con el consecuente beneficio de 

la cosa juzgada de ya no poder ser demandados en vía colectiva. 

 

e. Es evidente, la deficiente regulación en relación a los alcances y los límites 

de la cosa juzgada, pues para empezar los miembros del grupo que hubieren 

estado ausentes hasta antes de la sentencia, primero tienen la carga de 

enterarse de que se llevó a cabo un proceso colectivo en donde se dictó 

sentencia condenatoria, y segundo, promover en vía incidental el cobro del 

daño, en donde tendrá la carga de acreditar que sufrió un daño y el importe 

del mismo en un proceso esencialmente individual.  

 

f. Otra carga procesal excesiva, la encontramos en el contenido del artículo 608 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual en nuestra 

interpretación, arroja toda la carga procesal de notificar a la colectividad el 

contenido de la sentencia definitiva al representante de la colectividad, a 

efecto de que los miembros ausentes antes del dictado de la sentencia, tengan 

oportunidad de adherirse a la sentencia definitiva favorable, lo cual a nuestro 

modo de ver podría resultar inconstitucional si de la interpretación que haga 

ese Órgano de Control Constitucional de dicho numeral a la luz del artículo 

17 Constitucional, se llega a la conclusión de que: 1. no es necesario hacer 

del conocimiento de los miembros ausentes el contenido de la sentencia ó 2. 

es carga procesal del representante de la colectividad llevar a cabo dicha 

notificación, sin ayuda del Poder Judicial. 

 

El tema de constitucionalidad del artículo 608 del CFPC lo abordaremos con 

mayor detalle en el siguiente punto (apartado segundo) de los temas de 

constitucionalidad planteados.  
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g. Una carga procesal más, es la necesidad de promover el incidente en 

ejecución de sentencia, a que se refiere el artículo 605 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles. 

 

En el apartado tres de la presente demanda de amparo se desarrolla la 

interpretación del artículo 605 del CFPC a la luz de los artículos 17 y 28 

Constitucionales, por lo que me remito a lo contenido en dicho apartado por 

economía procesal.   

 

II. La norma general viola el derecho humano a una reparación integral o 

justa indemnización del grupo colectivo, dado que la técnica “Opt In” 

no busca reparar los daños causados al mayor número miembros del 

grupo con reclamos de poco valor económico. En cambio, la técnica 

“Opt Out” cumple mejor ese propósito.  

  

La norma en estudio, no contiene el mejor mecanismo de reparación del 

daño para los consumidores que conforman la colectividad en una acción 

individual homogénea que busca la tutela de derechos individuales de incidencia 

colectiva que incluye reclamos de poco valor económico. 

 

Nuestra constitución en su artículo 17 establece que las leyes que regulan 

los procesos colectivos “… determinarán las materias de aplicación, los 

procedimientos judiciales y los mecanismos de reparación del daño...”  

 

Si una ley procesal no contiene los mecanismos de reparación del daño de 

todos los miembros de la colectividad, dicha ley a nuestro juicio, es 

inconstitucional.  

 

Asimismo, la técnica que hemos venido comentando, como ya se expuesto, 

no protege el derecho humano a una reparación integral o justa indemnización del 

grupo colectivo más vulnerable, además, es contraria al principio Pro Homine, ya 

que el texto de los artículos 1, 17 y 28  Constitucionales no buscan reducir o limitar 

los derechos de los miembros de la  colectividad y del grupo, sino lo que buscan 

es expandirlos de modo tal que todos los miembros de la colectividad, puedan 

acceder al respeto de sus derechos e intereses individuales de incidencia colectiva. 

 

III. La norma general que regula el procedimiento colectivo, al no fomentar 

que todos los miembros de la colectividad encuentren una justa 

reparación de su interés, contraviene disposiciones de orden público e 

interés social como las contenidas en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor que regulan el derecho de los consumidores a una efectiva 

prevención y reparación de los daños patrimoniales colectivos sufridos. 

 

Esto es, de conformidad con lo previsto por el artículo 1 de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, los derechos de los consumidores son de orden 

público e interés social y de observancia en toda la República y, el objeto de la ley 

es promover y proteger los derechos y cultura del consumidor, estableciendo 

principios básicos en las relaciones de consumo, encontrándose dentro de dichos 

principios básicos en su fracción IV, el derecho de los consumidores a una efectiva 

prevención y reparación de los daños patrimoniales colectivos sufridos.  

 

Veamos pues lo que establece dicho dispositivo legal a la letra: 
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“… Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés social 

y de observancia en toda la República. Sus disposiciones son 

irrenunciables y contra su observancia no podrán alegarse 

costumbres, usos, prácticas, convenios o estipulaciones en 

contrario. El objeto de esta ley es promover y proteger los derechos 

y cultura del consumidor y procurar la equidad, certeza y seguridad 

jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. Son 

principios básicos en las relaciones de consumo: 

 

I.- La protección de la vida … 

 

… IV. La efectiva prevención y reparación de daños 

patrimoniales y morales, individuales o colectivos; 

 

 Para que el anterior principio básico de las relaciones de consumo pueda 

materializarse en la realidad cotidiana, los consumidores deben de contar con un 

instrumento procesal adecuado y eficaz para resolver todo tipo de conflicto 

colectivo, ya que los tres objetivos fundamentales de las acciones colectivas de 

acuerdo con el jurista Dr. Antonio Gidi son:  

 

1. Promover el ahorro de tiempo y dinero en los procesos. 

2. Acceso a la justicia a pretensiones que de otra forma, difícilmente podrían 

ser tuteladas por la rama judicial. 

3. La tutela colectiva de los derechos en tornar efectivo el derecho material y 

promover las políticas públicas del Estado. 

 

Para lograr la efectiva prevención y reparación de daños patrimoniales 

colectivos, por poco valor que tengan, el mecanismo procesal que se confiere al 

grupo de consumidores debe de ser el óptimo, existiendo suficientes evidencias de 

que el sistema “Opt In”  escogido por el legislador, simplemente no funciona. 

 

Como ya vimos la empresa Nextel hoy A&TT ya ha sido condenada en 

procedimientos colectivos patrocinados por la Procuraduría Federal de Protección 

al Consumidor en beneficio de más de 3 millones y medio de personas, no 

obstante, a consecuencia del sistema Opt-In, menos de mil personas se han 

beneficiado de ese fallo.  

 

Aparentemente, la Procuraduría Federal de Protección al Consumidor no 

cuestionó la constitucionalidad de la técnica Opt-In, por lo que se encuentra 

convocando a través de su página de internet a los consumidores que se encuentran 

en el supuesto que establece la sentencia para que se adhieran a la sentencia 

definitiva obtenida por dicha autoridad, lo cual ha tenido resultandos muy pobres. 

 

A nuestro parecer, si un órgano del estado encargado de la protección de los 

derechos del consumidor, con la fuerza económica, política y de difusión con la 

que cuenta dicha Procuraduría Federal de Protección al Consumidor, no ha tenido 

en el caso Nextel/A&TT,  el poder suficiente para materializar uno de los 

principios básicos en las relaciones de consumo, como lo es la efectiva prevención 

y reparación de daños patrimoniales y morales colectivos, ello tiene una simple y 

sencilla explicación, y se resume a que la técnica Opt-In como forma de organizar 

la colectividad destruye la eficiencia de la acción colectiva. 
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Así las cosas, al tratarse este asunto de derechos del consumidor los cuales 

son de orden público e interés social, se solicita a ese H. Organo de Control 

Constitucional, realice un estudio serio y exhaustivo de la constitucionalidad de 

las normas a que me he venido refiriendo, llevando a cabo una interpretación 

conforme del texto constitucional.  

 

IV. En la exposición de motivos que adiciona al artículo 17 Constitucional 

la materia de acciones colectivas, se encomienda a los juzgadores la 

misión de cuidar que los principios de interpretación para las acciones y 

procedimientos colectivos sean compatibles con el espíritu de estos, e 

incluso autoriza a los jueces revisen el espíritu de los procedimientos 

colectivos de acuerdo con las interpretaciones que se han llevado a cabo 

en otras jurisdicciones.  

 

Atendiendo a lo anterior, resulta muy relevante que este H Tribunal acuda 

al derecho comparado donde se cerciorara como se desprende del siguiente cuadro 

que la totalidad de los Países del Continente Americano que tienen una práctica 

importante en acciones colectivas tiene el sistema Opt out lo que de la misma 

forma les ha permitido ubicarse en mucho mejores lugares que México en el 

ranking mundial de justicia: 

 
PAÍS ENTRADA EN 

VIGOR DE 

ACCIONES 

COLECTIVAS 

POSICIÓN EN EL RANKING 

MUNDIAL EN JUSTICIA 

(https://worldjusticeproject.org/) 

SISTEMA 

OPT 

IN/OUT 

AÑO 

2015 

AÑO 

2016 

AÑO 

2017 

AÑO 

2018 

ARGENTINA 22/SEPTIEMBRE/1993 #54  #51 #46 #46 OPT OUT 

BRASIL 11/SEPTIEMBRE/1990 #46 #52 #52 #58 OPT OUT 

CHILE 07/MARZO/1997 #26 #26 #27 #25 OPT OUT 

MEXICO 29/JULIO/2010 #79 #88 #92 #99 OPT IN 

PANAMÁ 07/NOVIEMBRE/2007 #49 #62 #61 #64 OPT OUT 

URUGUAY 18/OCTUBRE/1998 #22 #20 #22 #23 OPT OUT 

COLOMBIA 04/JULIO/1991 #62 #71 #72 #80 OPT OUT 

       

 

En el caso de los Estados Unidos iniciaron su práctica de acciones colectivas 

en el año 1938 con el sistema Opt in lo que trajo como consecuencia una incipiente 

practica hasta que en el ano de 1966 se cambió la ley al sistema Opt out lo que 

produjo una amplia y vigorosa practica que se ha vuelto la más importante del 

mundo. El sistema Opt in sigue existiendo en los Estados Unidos pero solo 

excepcionalmente por ejemplo en acciones colectivas en materia de trabajadores. 

 

Como se puede apreciar este Tribunal tiene la histórica oportunidad de 

cambiar el rumbo de las Acciones Colectivas en México al dictar una norma 

que establezca que en los juicios colectivos de consumo de reclamaciones 

menores no será aplicable el sistema Opt in contenido en el art 594 y en 

consecuencia toda la colectividad se considerara incluida en los juicios 

colectivos. 

 

 

 

APARTADO SEGUNDO. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 

608 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

 

https://worldjusticeproject.org/
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APARTADO SEGUNDO. Inconstitucionalidad de lo previsto por el artículo 

608 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por contravenir lo 

dispuesto por los artículos 1, 17 y 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

El artículo 608 del Código Federal de Procedimientos Civiles (el adelante 

“CFPC”) establece que la sentencia definitiva será notificada a la colectividad o 

grupo en términos de lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 591 el cual 

a su vez dispone que debe ser notificada por conducto del representante legal de 

la colectividad.  

 

Si el artículo 608 del Código Federal de Procedimientos Civiles a la luz del 

artículo 17 Constitucional, se interpreta que la notificación de la sentencia 

definitiva al representante de la colectividad  colma el requisito de hacer saber a 

los miembros ausentes, que existe una sentencia a la que se pueden adherirse 

presentando su solicitud simple y expresa al representante de la colectividad o 

compareciendo directamente ante el Juzgado de Distrito a hacer valer su derecho 

y formular su incidente, a nuestro parecer dicha interpretación acarrearía la 

inconstitucionalidad de la norma. 

 

La anterior interpretación afecta el derecho de los miembros ausentes 

contenido en el artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que a 

la letra establece: 

 

 “…Los afectados podrán adherirse voluntariamente a la 

colectividad durante la substanciación del proceso y hasta 

dieciocho meses posteriores a que la sentencia haya causado 

estado o en su caso, el convenio judicial adquiera la calidad de 

cosa juzgada”.  

 

En efecto, la interpretación anterior, de ser correcta resultaría contraria a las 

garantías de audiencia y acceso a la jurisdicción de los miembros ausentes, ya que 

esa forma de notificar la sentencia a los miembros ausentes para que acudan a 

beneficiarse de su contenido, anula la posibilidad de que un grupo numeroso de 

miembros se enteren de este beneficio y por lo mismo, limita la posibilidad de que 

crezca la colectividad. 

 

De por si la técnica Opt In, tiene por inercia natural la formación de grupos 

reducidos, si no se hace un esfuerzo real y cuidadoso de notificar la sentencia a los 

miembros ausentes para otorgarles una oportunidad real de conocer el derecho que 

tienen de beneficiarse de su contenido, la impropiedad del sistema Opt In en la 

búsqueda de proteger los derechos del consumidor se hace aún más manifiesta.   

 

Ahora bien, si interpretamos que el artículo 608 del CFPC no tiene por 

satisfecha la notificación a los miembros ausentes con la sola notificación al 

representante legal, sino que en realidad, arroja la carga procesal de notificar a los 

miembros ausentes al representante legal de colectividad, luego entonces, 

tendríamos que concluir que los tribunales federales que conocen del proceso 

colectivo tienen la ineludible obligación de auxiliar a dicho representante de la 

colectividad en realizar la notificación personal a los miembros ausentes, pues si 

no es así, es decir si los tribunales no tuvieran el deber de auxiliar en la notificación 

de la sentencia a los miembros ausentes, entonces se asoma nuevamente el 
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fantasma de la inconstitucionalidad de la norma en comento, dada la 

desproporcional carga procesal que se arroja al representante de la colectividad.  

 

En el caso concreto, dado que los miembros ausentes de la colectividad son 

personas fácilmente localizables, ya que Nextel cuenta con sus domicilios, al ser 

o haber sido sus clientes, a quienes mensualmente se les envía los estados de 

cuenta de sus consumos, luego entonces los tribunales federales habrían de auxiliar 

al representante de la colectividad en su misión procesal, requiriendo a 

Nextel/AT&T para que proporcione los nombres y domicilios de sus clientes, a 

efecto de poder realizar una notificación más cuidadosa, de modo tal que les 

permita tener conocimiento del fallo que favorece sus intereses.  

 

Desde otra perspectiva, si el legislador estableció en el artículo 608 del 

CFPC que la notificación de la sentencia se hiciera al representante de la 

colectividad, con el objetivo de que el procedimiento fuera más ágil y sencillo, 

entonces el deber del representante de la colectividad de hacer del conocimiento 

de los miembros ausentes el contenido de la sentencia, resultaría en una carga 

procesal excesiva e imposible de realizar sin la ayuda del órgano jurisdiccional. 

 

Por ello, hacen sentido las diversas solicitudes que realice a la autoridad 

responsable, para que me auxilie en la carga procesal de notificar a los miembros 

ausentes, mediante la inclusión en la sentencia de una serie de medidas que le 

fueron solicitadas y que  me facilitaran la misión de hacer del conocimiento de 

todos los miembros ausentes la existencia de la sentencia, lo cual debió haber sido 

incluido en el fallo, sin embargo, la autoridad responsable se abstuvo de dictar  las 

directrices solicitadas, como por ejemplo: la de requerir a Nextel/AT&T la lista de 

nombres y domicilio de sus clientes, así como el consumo mensual que estos han 

tenido, a efecto de poder estar en la aptitud de notificarles y en su caso calcular su 

bonificación y plantear un solo incidente colectivo de liquidación de sentencia, ya 

que se trata de miembros fácilmente localizables que pueden ser notificados a 

través de correo certificado o mediante nota insertada en el recibo de consumo que 

se envía a su domicilio, buscando cuidar en todo momento que la notificación sea 

lo más eficiente posible.  

 

Así las cosas, si la interpretación constitucional que haga esa Suprema Corte 

de Justicia del contenido del artículo 608 del CFPC la lleva a la conclusión de que 

sólo es necesario hacer del conocimiento del representante de la colectividad el 

contenido de la sentencia definitiva como ya lo hizo en una ocasión o, que el 

tribunal no tiene por qué auxiliar al representante de la colectividad en la carga 

procesal de hacer del conocimiento de los miembros ausentes el contenido de la 

sentencia, entonces será procedente decretar la inconstitucionalidad de dicha 

norma, lo que abre la puerta para que la notificación de la sentencia definitiva se 

realice en forma eficaz, económica y amplía a todos los miembros ausentes de la 

clase, no sólo al pequeño grupo que ya tuvo conocimiento del juicio y decidieron 

adherirse, estableciendo lineamientos claros y específicos para ellos, ya que como 

se desprende de autos, no obstante la bondad de la redacción del tercer párrafo del 

art 591 del código adjetivo, la misma no fue suficiente para hacer del conocimiento 

de la colectividad la presente demanda colectiva.  

 

Esto es, para que pueda existir una posibilidad real de que los 4 millones de 

clientes Nextel/AT&T o la mayoría de ellos puedan optar por adherirse a la 

colectividad, primero deben de tener el conocimiento de la existencia de la 

sentencia. 
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La propia ley reconoce este derecho de los miembros ausentes a que les sea 

notificada personalmente la sentencia al ser miembros fácilmente identificables, 

concediéndoles un plazo de hasta dieciocho meses para adherirse voluntariamente 

a la colectividad, una vez que la sentencia definitiva ha causado estado.  

 

Insisto, la notificación de la sentencia es trascendental para los fines que 

busca el ejercicio de las acciones colectivas que, entre otros, es que se vea 

favorecido el derecho del mayor número de personas afectadas y de ser posible de 

todas declarando las inconstitucionalidad del sistema Opt In para acciones 

colectivas de consumo con reclamos de bajo valor económico; evitando los abusos 

de los proveedores y cumpliendo con el orden público y el interés social de 

nuestras leyes de protección al consumidor las cuales buscan una efectiva 

prevención y reparación de daños patrimoniales y morales, individuales o 

colectivos. 

 

Por lo tanto, dependiendo de la forma en que se ordene notificar la sentencia 

definitiva a la clase o en su caso, para el caso de ser constitucional la norma,  serán 

de vital importancia las medidas que adopte el tribunal para que el contenido de la 

sentencia sea del conocimiento de los miembros ausentes de la clase, pues de esa 

forma, se dejará de tener una repercusión limitada la condena que hoy existe en 

perjuicio del demandado Nextel hoy A&TT, para dar una verdadera oportunidad 

de que un gran número de personas se puedan adherir, lo que sin lugar a dudas, 

aumentará considerablemente el valor de la causa, encaminado a que dicha 

empresa responda por la totalidad de las consecuencias de su conducta, buscando 

la efectiva punición de sus ilegales actos.  

 

En consecuencia ante la evidencia de que los juzgadores inferiores aplican 

muy limitadamente el artículo 17 Constitucional tercer párrafo y el art 583 del 

CFPC se solicita atentamente se den lineamientos que permitan una amplia 

difusión de la sentencia instruyendo se obligue  a AT&T a poner una leyenda de 

la sentencia y del beneficio a los consumidores de la misma en las facturas 

electrónicas que se envíen dentro de los 18 meses siguientes a que la sentencia 

cause estado así como en su página de internet. 

 

 

APARTADO TERCERO. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 

605 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

 

APARTADO TERCERO. Inconstitucionalidad de lo previsto por el 

artículo 605 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por 

contravenir lo dispuesto por los artículos 1, 17 y 28 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

El artículo 605 del Código Federal de Procedimientos Civiles establece a la letra 

que: 

 

ARTICULO 605.- En el caso de acciones colectivas en 

sentido estricto e individuales homogéneas, el juez podrá 

condenar al demandado a la reparación del daño, consistente 

en la realización de una o más acciones o abstenerse de 

realizarlas, así como a cubrir los daños en forma individual a 
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los miembros del grupo conforme a lo establecido en este 

artículo.  

 

Cada miembro de la colectividad podrá promover el incidente 

de liquidación, en el que deberá probar el daño sufrido.  

 

El juez establecerá en la sentencia, los requisitos y plazos que 

deberán cumplir los miembros del grupo para promover dicho 

incidente.  

 

El incidente de liquidación podrá promoverse por cada uno de 

los miembros de la colectividad en ejecución de sentencia 

dentro del año calendario siguiente al que la sentencia cause 

ejecutoria. 

 

 A partir de que el juez determine el importe a liquidar, el 

miembro de la colectividad titular del derecho al cobro tendrá 

un año para ejercer el mismo.  

 

El pago que resulte del incidente de liquidación será hecho a 

los miembros de la colectividad en los términos que ordene la 

sentencia; en ningún caso a través del representante común. 

 

El artículo antes transcrito, regula la forma de reparar los daños y perjuicios, 

de miembros ausentes que se adhieran después del dictado de la sentencia, 

estableciendo la tramitación de un incidente que deberá promover cada miembro 

de la colectividad quien deberá probar el daño sufrido en forma individual a fin 

de que pueda cubrírsele el daño de la misma forma, para ello, el juez previamente 

debe establecer en la sentencia, los requisitos y plazos que deberán cumplir los 

miembros del grupo para promoverlo. 

 

De dicha desafortunada redacción del precepto en comento pareciera que la 

sentencia dictada en una acción colectiva individual homogénea, se limita a 

declarar la responsabilidad genérica del demandado sin la posibilidad de 

cuantificar el daño causado.  

 

Si interpretamos de manera restrictiva el artículo 605, en el sentido de que 

cada miembro de la colectividad tiene el deber de promover su incidente de 

liquidación de sentencia, en el que deberá probar el daño sufrido, esto llevaría 

destruir los beneficios de la acción colectiva.  

 

Con esta interpretación se tendría que llegar a la conclusión de que la norma 

en mención, es contraria al espíritu de las acciones colectivas, pues en lugar de 

buscar unir a la clase para la etapa de ejecución de sentencia, la atomiza en cientos 

o cientos de miles o millones de incidentes a fin de probar el daño individual 

sufrido, dejando de observar los principios de concentración procesal, pro 

personae, pro debili y eficacia en la administración de justicia al impedir ejecutar 

el fallo, a través de un sólo proceso de cuantificación, embargo y venta judicial de 

bienes.  

 

La solución que propusieron los juristas en la iniciativa de Reforma al 

Código Federal de Procedimientos Civiles preparada por Dr. Antonio Gidi, Dr. 

Eduardo Ferrer Mc-Gregor y el Maestro Alberto Benítez Tiburcio quienes fueron 
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contratados por el Senado (ver Libro Código Modelo de Procesos Colectivos 

publicado por el Dr Gidi y Ferrer Mc Gregor paginas 447-453 Editorial Porrúa), 

se torna acertada al señalar que: 

 

“… En el caso de acciones colectivas provenientes de 

derechos o intereses individuales de incidencia colectiva 

el juez condenará al demandado al pago de los daños y 

perjuicios causados a los miembros del grupo de que se 

trate. 

 

Cuanto el valor de los daños individuales sufridos por los 

miembros del grupo sea de fácil determinación o pueda 

ser reducido a una fórmula matemática, la sentencia 

colectiva indicará el valor o la fórmula para calcular la 

indemnización individual y la sentencia se ejecutará de 

forma colectiva. En su sentencia el juez establecerá los 

requisitos que deberán cumplir los miembros del grupo 

para recibir la indemnización que les correspondan y los 

plazos correspondientes…” 

 

Sin embargo, el legislador mexicano omitió incluir lo anterior en la reforma 

al Código Federal de Procedimientos Civiles, lo cual es una laguna legislativa, que 

resulta necesaria para la ejecución colectiva de la sentencia y que requiere de una 

interpretación conforme con la naturaleza de los juicios colectivos. Igualmente, la 

reforma nada dice del proceso de embargo y remate de bienes propiedad del 

demandado.  

 

En el caso que nos ocupa tenemos una situación en la que el demandado 

tiene la información para que en forma simple y sencilla se pueda determinar la 

cantidad liquida a favor de los miembros de la colectividad ya que en los registros 

contables de AT&T están los pagos realizados por los 4 millones de miembros y 

su determinación se limitaría a la simple operación matemática de aplicarle un 

20% lo que demuestra que el art 605 referido es inconstitucional, en virtud de que 

dicha norma debió de haber incluido cargas para el demandado para contribuir a 

una fácil, sencilla y flexible ejecución de las sentencia como lo proponía el 

proyecto ya que ese es el espíritu de las acciones colectivas. 

 

De aquí la oportunidad de este Tribunal de cumplir el mandato 

legislativo y crear una norma procesal en la que se establezca la obligación de 

los demandados en los juicios colectivos de aportar todos los elementos a su 

alcance y la obligación del propio juzgador de obtenerlas para una fácil y 

sencilla liquidación de las prestaciones a favor de la colectividad. Con esta 

norma, en el presente caso la efectividad de la sentencia podría ser tan grande que 

la misma podría contener el nombre de las 4 millones de personas así como la 

cantidad liquida a que tiene derecho cada una de ellas correspondiente al 

reembolso del 20% a que fue condenado el demandado. Este resultado al que se 

llegaría mediante el simple ejercicio por parte del juez de la facultad que le 

confiere el art 599 del CFPC de pedirle la información a AT&T respecto de los 

pagos recibidos por cada miembro de la colectividad durante el periodo de la 

demanda, es el que se espera y debe buscarse en los juicios colectivos.  

 

Esta enorme facultad otorgada al juez por el art 599 debe ser ejercida tanto 

antes de la emisión de la sentencia como posteriormente a la misma buscando se 
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determine el monto global del daño causado tanto de miembros presentes como 

de miembros ausentes, para que una vez cuantificado, se proceda a requerir su 

pago a  Nextel a fin de que exhiba el monto global del daño causado ante el 

Juzgado, y para el caso de que el mismo no sea exhibido,  se emita auto de 

exequendo con efectos de mandamiento en forma que ordene el embargo de bienes 

propiedad de Nextel hoy A&TT, suficientes para garantizar el monto global.   

 

Esta interpretación privilegia el espíritu del procedimiento colectivo, los 

principios pro personae y pro debili, al buscar la mejor manera de organizar a los 

individuos en la etapa de ejecución de sentencia, privilegiando un proceso más 

agil, sencillo, flexible y económico, todo ello en protección de los derechos 

individuales de incidencia colectiva de los consumidores, lo cual se logra con la 

concentración de la ejecución.  

 

Imaginemos por un momento la dificultad que enfrentaría un consumidor 

para ejecutar en solitario una determinación que le concede una bonificación de 

mil quinientos pesos -entre honorarios de abogado, honorarios de perito valuador 

de los bienes embargados, certificados de gravámenes, derechos de inscripción, 

publicaciones en periódico para anunciar el remate etc. -, se vería opacado el 

beneficio del fallo, por lo tanto la ejecución individual, no es compatible con los 

principios de economía procesal, acceso a la justicia y tutela colectiva que 

caracteriza los procesos colectivos.  

 

La ejecución colectiva permite que una vez embargados bienes suficientes 

que sirvan para cubrir el monto global del daño causado a la colectividad, se inicie 

el procedimiento de venta judicial de los bienes embargados, mediante el 

procedimiento judicial de remate previsto por nuestra legislación procesal civil y 

el producto de la venta, pueda ser repartido a todos los miembros de la 

colectividad. El sistema Opt Out, permite todo esto.  

 

Si llegase a sobrar algo de dinero del monto global, es decir, lo que no sea 

reclamado por los miembros de la colectividad en el plazo que otorgue el Juez, lo 

correcto sería que pasara a formar parte del Fondo que administra el Consejo de la 

Judicatura Federal proveniente de sentencias a que se refiere el artículo 624 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual si bien es cierto, habla de que 

los fondos son aquellos que deriven de las acciones colectivas difusas, eso no 

impide que también administre los fondos provenientes de las acciones 

individuales homogéneas, que no sean reclamados por los miembros de la 

colectividad dentro del plazo estipulado.  

 

En efecto, el dinero que en su caso, llegase a sobrar del monto global del 

daño causado, una vez concluido el periodo que se concede a los miembros de la 

colectividad para que acudan a recoger su dinero, de ningún modo debe de ser 

devuelto al demandado, ya que, el mismo, es producto de un ilícito civil, siendo lo 

moral y legalmente correcto que se destine al beneficio del Fondo para el fomento 

de las acciones colectivas de modo tal que sirva para financiar esa clase de juicios 

y como ejemplo para persuadir conductas indeseables que dañen los derechos de 

la colectividad de consumidores. No hacerlo así, sería contrario al orden público e 

interés social, pues se quitaría a la acción colectiva uno de sus principales 

objetivos:  La supresión de ilegalidades.   
 

Por supuesto abra casos, en donde sea necesario que cada miembro presente 

su incidente individual, cuando el daño sufrido sea diferente entre los miembros 
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del grupo, como sucedió en el cao de la constructora de chihuahua que conocimos 

gracias a una de las primeras ejecutorias de la Primera Sala en materia de Acciones 

Colectivas. Sin embargo, en el caso concreto, dada la identidad del daño sufrido, 

es posible determinar previamente al dictado de la sentencia la información para 

una fácil cuantificación de las prestaciones a favor de la colectividad o formular 

un incidente global del daño causado, dentro del cual se puede determinar el valor 

individual del daño sufrido por los miembros del grupo, al ser de fácil 

determinación pues puede ser reducido a una fórmula matemática, en donde se 

obtenga el monto de la bonificación equivalente al 20%  del consumo mensual , 

correspondiente a cada uno de los miembros, tomando en cuenta los periodos en 

los que se verifico un deficiente servicio, ya que dicha información al formar parte 

de la contabilidad del Nextel, es de fácil acceso para la determinación del cuánto.  

 

Insisto, interpretar el artículo 605 del CFPC en el sentido de que la ejecución 

de sentencia y cobro de la condena necesariamente se tiene que realizar en forma 

individualizada, sin que exista la posibilidad de que se promueva incidente de 

cuantificación global del daño causado e inicie el proceso de ejecución, 

requerimiento, embargo y remate para lograr el pago del daño causado, resulta 

inconstitucional por ser contrario al espíritu de todo el sistema de acciones 

colectivas  los objetivos de economía procesal, concentración, acceso a la justicia, 

pro debili y aplicación voluntaria y autoritativa del derecho material, por ello, se 

solicita esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleve a cabo la interpretación 

conforme del texto constitucional, de modo tal que  se declare la 

inconstitucionalidad de la norma en estudio. 

  

Lo correcto a la luz del tercer párrafo del art 17 Constitucional, lo legal, ética y 

humanamente es que tanto el poder judicial, como a el demando se les impongan 

cargas y deberes para una fácil, flexible y sencilla determinación y obtención de 

las cantidades liquidas a favor de todos los miembros de la colectividad y las 

cantidades que no puedan ser entregadas a algunos de ellos dentro de los 18 meses 

siguientes se utilicen para nutrir el fondo referido, por lo que se insiste se solicita 

a este Tribunal crear una norma o guía en ese sentido. 

 

 

APARTADO CUARTO. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 

617 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

 

APARTADO CUARTO. Inconstitucionalidad de lo previsto por el artículo 

617 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por contravenir lo 

dispuesto por los artículos 1, 17 y 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

En la sentencia que se reclama, la autoridad responsable determinó modificar 

la sentencia apelada misma que originalmente era adversa a los intereses de la 

colectividad para condenar parcialmente a la demandada; sin embargo, dejó 

intocado el Resolutivo CUARTO de la sentencia apelada, de la siguiente forma: 

 

“CUARTO.- No se hace especial condena en costas”. 

 

En el considerando correspondiente, la autoridad responsable indica que en 

la especie resulta aplicable el artículo 617 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles en el cual se establece que: … cada parte asumirá sus gastos y costas 
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derivados de la acción colectiva y los respectivos honorarios de sus 

representantes…, por lo que en la especie dicha sentencia constituye el primer acto 

de aplicación para la colectividad actora  siendo el momento procesal oportuno 

para impugnar de inconstitucionalidad dicho precepto en virtud de que el mismo 

es contrario a las disposiciones constitucionales mencionadas al inicio de este 

apartado como se pasa a demostrar. 

 

El artículo 617 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en su primer 

párrafo, establece: 

 

“ARTICULO 617.- Cada parte asumirá sus gastos y costas 

derivados de la acción colectiva, así como los respectivos honorarios 

de sus representantes. 

…” 

 

Cabe señalar que dicha norma no tiene ningún sentido ni justificación de 

liberar a los demandados de pagar los gastos y costas y de hecho fue modificada 

por los legisladores de la iniciativa original que presento el entonces Diputado 

Murillo Karam que contenía la regla de que el único que no estaba obligado a 

pagar gastos y costas es la colectividad. Igualmente, el Código Modelo de 

Procesos Colectivos preparado por el Instituto Iberoamericano de derecho procesal 

contempla la misma regla. 

 

Dicha norma resulta contraria al derecho humano a la reparación integral 

del daño cometido en perjuicio de la colectividad y de igualdad. 

 

De acuerdo con la interpretación de la autoridad responsable, dicha norma 

establece, por un lado, que será la colectividad quien deberá absorber sus propios 

gastos y costas, así como los honorarios de sus representantes legales, para el 

efecto de que le sean reconocidos, tutelados y protegidos sus derechos como 

consumidores por una autoridad jurisdiccional, lo que implica que la colectividad 

debe absorber sus gastos, como son el pago de peritos, viáticos, papelería, etc., así 

como los honorarios de los abogados necesarios para la defensa y tutela de sus 

intereses. 

 

Por el otro, al establecer dicha norma que cada parte deberá absorber sus 

propios gastos y costas, así como los honorarios de sus representantes, se infiere 

que la parte vencida, en este caso el proveedor, no estará obligada a resarcir a la 

clase consumidora por los gastos ocasionados por la tramitación del juicio 

colectivo, en el cual se reconoció su derecho y que, además, tuvo que vencer la 

resistencia u oposición del proveedor para ello. 

 

El hecho de que el referido 617 del CFPC no establezca una condena en 

gastos y costas a cargo del proveedor cuando éste es vencido, se traduce en un 

incentivo para éste de seguir actuando fuera de la ley, pues podrá continuar en la 

práctica e imposición de cláusulas y conductas abusivas en perjuicio de la clase 

consumidora, sin que exista la posibilidad de que el consumidor pueda contratar 

abogados que le representen para obtener un resarcimiento del daño sufrido y 

eventualmente recuperar los gastos y costas erogados en el juicio para la 

protección y tutela de sus intereses. 

De la misma forma dicho artículo 617 interpretado de la forma que lo hace 

la autoridad responsable, constituye un verdadero obstáculo para el debido 

desarrollo de las Acciones Colectivas y en consecuencia es contrario al tercer 



 29 

párrafo del art 17 Constitucional ya que como los hechos lo han demostrado 

inhiben la promoción de acciones colectivas en virtud de que no ofrece garantías 

al  representante común de una colectividad que su trabajo será debidamente 

compensado en caso de tener éxito, lo que es catastrófico para las Acciones 

Colectivas ya que es contrario a la fórmula que escogió el legislador para la 

creación del marco legal de las acciones colectivas que nos referimos en el capítulo 

inicial en el sentido de crear una serie de reglas procesales para permitir a las 

colectividades presentar planteamientos concreto de la tutela de sus derecho para 

que los jueces los analicen y vayan creando las normas sustantivas y procesales de 

tutela de los derechos de tercera generación. 

 

Lo estatuido en el artículo 617 del CFPC es a su vez contrario al derecho 

fundamental a una reparación integral o justa indemnización, pues impide que la 

clase consumidora afectada reciba una compensación por parte del proveedor por 

la tramitación y gastos del juicio colectivo, cuando el proveedor es quien obligó al 

consumidor a acudir a juicio para que éste obtuviera la protección y tutela de sus 

intereses. 

 

Dicha norma restringe de manera directa el núcleo del derecho humano a la 

reparación integral o justa indemnización, pues la clase consumidora que demandó 

a un proveedor para la protección y tutela de los derechos e intereses colectivos no 

es resarcida económicamente por los gastos ocasionados por la tramitación del 

juicio colectivo, ni tampoco por los honorarios del representante común, lo que 

evidencia un empobrecimiento de la clase consumidora. 

 
El derecho a una reparación integral como sinónimo del derecho a una justa 

indemnización, tiene como finalidad el anular todas las consecuencias del acto ilícito y 

restablecer la situación que debió haber existido si no se hubiera cometido. Lo anterior, implica 

que se deba atender a la naturaleza de cada caso, a fin de obtener indemnizaciones, justas o 

integrales. 

 

Además, la interpretación propuesta por la autoridad responsable, viola el derecho 

humano a la igualdad, pues la ley no le otorga el mismo trato al proveedor que al consumidor. 

Me explico, el proveedor en los juicios individualistas que en un momento dado llegue a iniciar 

en contra cualquiera de sus consumidores en relación al contrato que los une, para el caso de 

obtener fallo favorable en dicho juicio, cuenta con el derecho de que se le cubran los gastos y 

costas del juicio, en cambio a la colectividad de consumidores, con reclamos de bajo valor 

económico cuya única vía efectiva para lograr la materialización de su reclamo es la colectiva, 

la ley no les confiere el derecho de recuperar sus gastos y costas, no obstante que como se 

observa del contenido de las adhesiones que obran agregadas en autos, los miembros de la 

colectividad que se han adherido tienen la obligación de pagar al representante de la colectividad 

un porcentaje del 20% de lo que efectivamente recuperen en el juicio colectivo. 

 

En ese tenor, cuando el artículo 617 del Código Federal de Procedimientos Civiles indica 

que cada parte asumirá sus gastos y costas derivados de la acción colectiva y los 

respectivos honorarios de sus representantes exonera al proveedor respecto de los gastos 

que la comunidad afectada cubrió con la tramitación del procedimiento, con lo que la norma 

viola en perjuicio de la colectividad los derechos a una reparación integral e igualdad, pues no 

establece mecanismo alguno para que la comunidad afectada sea reembolsada por los gastos del 

procedimiento.  

 

Apoyan lo anterior, las siguientes tesis de jurisprudencia: 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2014098  

Instancia: Primera Sala  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 41, Abril de 2017, Tomo I  

Materia(s): Constitucional, Penal  

Tesis: 1a./J. 31/2017 (10a.)  

Página: 752  

 

DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN 

INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y 

ALCANCE. 

 

El derecho citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe 

tutelarse en favor de los gobernados, por lo que no debe restringirse 

innecesariamente. Ahora bien, atento a los criterios emitidos por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la 

reparación integral permite, en la medida de lo posible, anular todas 

las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió 

haber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera 

cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de una 

indemnización justa como medida resarcitoria por los daños 

ocasionados, lo cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino 

que se le otorgue un resarcimiento adecuado. En ese sentido, el 

derecho moderno de daños mira a la naturaleza y extensión del daño 

a las víctimas y no a los victimarios. Así, el daño causado es el que 

determina la naturaleza y el monto de la indemnización, de forma que 

las reparaciones no pueden implicar enriquecimiento ni 

empobrecimiento para la víctima o sus sucesores; además, no se 

pretende que la responsabilidad sea excesiva, ya que debe 

subordinarse a requisitos cualitativos. Por otro lado, una 

indemnización será excesiva cuando exceda del monto suficiente para 

compensar a la víctima, sin embargo, limitar la responsabilidad 

fijando un techo cuantitativo implica marginar las circunstancias 

concretas del caso, el valor real de la reparación o de la salud 

deteriorada; esto es, una indemnización es injusta cuando se le limita 

con topes o tarifas, y en lugar de ser el Juez quien la cuantifique justa 

y equitativamente con base en criterios de razonabilidad, al ser quien 

conoce las particularidades del caso, es el legislador quien, 

arbitrariamente, fija montos indemnizatorios, al margen del caso y de 

su realidad. 

 

Amparo directo en revisión 1068/2011. Gastón Ramiro Ortiz 

Martínez. 19 de octubre de 2011. Cinco votos de los Ministros Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz 

Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

 

Amparo directo en revisión 2131/2013. Ernestina Francisca Martínez 

Alejandres. 22 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 

Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretaria: Alejandra Daniela Spitalier Peña. 
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Recurso de reclamación 1232/2015. Francisco Reyes Gómez. 11 de 

mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía 

Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 

Arturo Guerrero Zazueta. 

 

Amparo en revisión 706/2015. Laura Cristina Portillo Larrieu y otra. 

1 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 

formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 

Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 

voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Arturo Guerrero Zazueta. 

 

Amparo directo en revisión 5826/2015. Taxibuses Metropolitanos de 

Querétaro, S.A. de C.V. 8 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente. Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 

 

Tesis de jurisprudencia 31/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala 

de este Alto Tribunal, en sesión de cinco de abril de dos mil diecisiete.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas 

en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 

de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2017, para 

los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 19/2013. 

 

 

Época: Novena Época  

Registro: 185210  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XVII, Enero de 2003  

Materia(s): Constitucional, Civil  

Tesis: II.2o.C. J/16  

Página: 1638  

 

COSTAS PROCESALES. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS 

PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 241, FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO 

DE MÉXICO, VIGENTE HASTA EL QUINCE DE JULIO DEL 

DOS MIL DOS. 

 

El artículo 17 de la Constitución Federal, en su segundo párrafo, 

estatuye: "Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
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términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 

consecuencia, prohibidas las costas judiciales.". En este sentido, la 

condena al pago de costas establecida en el artículo 241, fracción III, 

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de México, no 

contraviene el espíritu del legislador constitucional, conforme a lo 

ordenado por el referido artículo 17 de la Norma Fundamental, ya que 

tal condena en realidad tiene como finalidad resarcir a la parte tercera 

perjudicada por los gastos que se le originaron con la tramitación del 

juicio natural, y lo que realmente prohíbe el precepto constitucional 

citado es la retribución al órgano jurisdiccional por la prestación de 

sus servicios en la impartición de justicia, pues dicha condena en 

costas tiene como finalidad resarcir los gastos efectuados por quien 

obtuvo una sentencia definitiva favorable en la que se le reconoció su 

derecho y que además tuvo que vencer la resistencia del obligado a 

cumplirle. Por ello, las costas o gastos procesales deben imponerse en 

la sentencia, pues las partes tuvieron la misma oportunidad procesal 

y el acceso a la impartición de justicia en forma gratuita. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 

SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 275/2000. Manuel Gómez Oscoy. 9 de enero de 

2001. Unanimidad de votos. Ponente: Noé Adonai Martínez Berman. 

Secretaria: Martha Patricia Solano Hernández. 

 

Amparo directo 794/2000. Pedro Hurtado Vilchis. 9 de enero de 

2001. Unanimidad de votos. Ponente: Javier Cardoso Chávez. 

Secretario: José Isabel González Nava.  

 

Amparo directo 1016/2000. Mercedes Venegas viuda de Neri, 

albacea de la sucesión intestamentaria a bienes de Antonio Neri 

Ramírez. 27 de marzo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Javier 

Cardoso Chávez. Secretario: José Isabel González Nava. 

 

Amparo directo 774/2001. Fraccionadora Residencial Turística Pez 

Vela, S.A. de C.V., a través de su apoderada María de Lourdes Zúñiga 

Apolonio. 9 de abril de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Noé 

Adonai Martínez Berman. Secretario: Everardo Mercado Salceda. 

 

Amparo directo 454/2002. Francisca Vallejo Lara. 13 de agosto de 

2002. Unanimidad de votos. Ponente: Javier Cardoso Chávez. 

Secretario: Everardo Mercado Salceda. 

 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XI, 

abril de 1993, página 235, tesis II.3o.203 C, de rubro: "COSTAS 

JUDICIALES PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 17 

CONSTITUCIONAL.". 

 

 

Época: Novena Época  

Registro: 189143  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XIV, Agosto de 2001  

Materia(s): Civil  

Tesis: II.2o.C.247 C  

Página: 1312  

 

COSTAS. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS QUE 

REGLAMENTA EL CÓDIGO DE COMERCIO. 

 

El artículo 17 de la Constitución Federal, en su segundo párrafo, 

estatuye: "Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 

consecuencia, prohibidas las costas judiciales.", de donde se 

desprende que la condenación en costas prevista por los artículos 

1082 y 1084 del Código de Comercio no contraviene el espíritu del 

legislador constitucional, porque se refiere al derecho que tiene la 

parte que obtuvo sentencia o resolución favorable de ser indemnizada 

por los gastos que se le originaron con la tramitación del juicio 

mercantil respectivo, al que se le obligó a acudir; en cambio, el 

artículo 17 constitucional prohíbe las costas judiciales, entendidas 

éstas no como los gastos de las partes en la contienda judicial, sino 

como el cobro por el servicio de administrar justicia que podrían 

exigir los tribunales; es decir, se refiere a que los órganos encargados 

de la función jurisdiccional no podrán cobrar algo por su impartición, 

lo cual está prohibido terminantemente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 

SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 119/2000. Silverio Sánchez Zacarías. 15 de agosto de 

2000. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. 

Secretario: José Rigoberto Dueñas Calderón. 

 

De conformidad con lo expuesto, se solicita a este Tribunal Colegiado 

declare la inconstitucionalidad del artículo 617 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles en cuanto a que exonera al proveedor del pago de los 

gastos y costas, así como de los honorarios de los representantes legales de la 

colectividad actora. 

 

El artículo 17, en su tercer párrafo, establece que “El Congreso de la Unión 

expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales leyes determinarán 

las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de 

reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma exclusiva sobre 

estos procedimientos y mecanismos.” La reforma al artículo 17 de nuestra 

Constitución Política y la inclusión de las acciones colectivas al derecho mexicano 

tuvieron por objeto fortalecer el acceso a la justicia de los ciudadanos, mediante el 

establecimiento de instituciones procesales que permitan la defensa, protección y 

representación jurídica colectivas de derechos e intereses de los miembros de una 

colectividad o grupo dentro de la sociedad. Debido a la novedad de las acciones y 

procedimientos colectivos en nuestro ordenamiento jurídico y a las 
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particularidades que los diferencian de los procesos ordinarios civiles, los 

juzgadores tienen la obligación de procurar que los principios de interpretación 

para estos procedimientos sean compatibles con su espíritu y con la protección de 

los derechos e intereses de los individuos, grupos o colectividades. Los paradigmas 

procesales actuales son insuficientes e incluso contrarios al espíritu de las acciones 

colectivas. En consecuencia, los juzgadores deben interpretar las normas que rigen 

dichos procedimientos tomando en consideración que su objetivo último es la 

protección de los derechos colectivos. Su labor consiste en la elaboración de 

estándares y guías de interpretación que conlleven el perfeccionamiento de los 

procedimientos colectivos para que sean cada vez más ágiles, sencillos y flexibles 

en aras de que las pretensiones de la colectividad gocen de un efectivo acceso a la 

justicia. 

 

De la interpretación directa del tercer párrafo del artículo 17 Constitucional, 

se obtiene que “los mecanismos de reparación del daño” deben incluir las costas 

judiciales a favor de la clase consumidora, cuando ésta vence al proveedor en un 

juicio de acción colectiva, pues de otra forma la colectividad no obtendrá 

reembolso por los gastos incurridos en la tramitación del juicio colectivo. Lo que 

ocasiona la inconstitucionalidad e inaplicación del artículo 617 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles en cuanto a que exonera al proveedor del reembolso de 

las costas judiciales a pesar de que la sentencia le haya sido condenatoria o 

adversa. 

 

Por su parte, el 28 Constitucional establece que “La ley protegerá a los 

consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus 

intereses”. La Constitución establece un mandato al legislador para que establezca 

reglas de protección al consumidor y reconoce el derecho de organización de los 

consumidores para la mejor defensa de sus intereses, lo cual evidentemente 

responde a la situación de desventaja en que se encuentran como individuos 

aislados frente a los actores con los que interactúan en la dinámica del mercado, y 

al hecho de que existen derechos de los consumidores que, cuando son objeto de 

violación en masa o en grupo, adquieren mayor relevancia que lo que puedan 

representar las repetidas instancias de violación individual. La organización se ve, 

además, como mecanismo claramente idóneo para tratar de salvaguardar de mejor 

manera los intereses de los consumidores. los derechos de los consumidores y su 

defensa fueron elevados a rango constitucional por adición al artículo 28 

constitucional, publicada el 3 de febrero de 1983; después fue promulgada la Ley 

Federal de Protección al Consumidor el 24 de diciembre de 1992, en la cual se 

declara como su objeto promover y proteger los derechos del consumidor, a la vez 

que se prevén como principios básicos: la efectiva prevención y reparación de 

daños patrimoniales y morales, individuales y colectivos. 
 

Lo anterior se traduce en que el tercer párrafo del artículo 28 Constitucional 

contiene una protección especial a favor de los consumidores a fin de que tengan 

una tutela efectiva de sus derechos como clase socialmente vulnerada, con lo que 

se persigue los consumidores puedan ser debidamente resarcidos por los posibles 

daños a su patrimonio derivada de una desventaja en la relación de consumo 

establecida entre el proveedor y el consumidor. 

 

De una interpretación amplia del citado 28 Constitucional se desprende que 

la ley debe proteger a cualquier persona que haya sufrido daños o menoscabo en 

sus derechos como consecuencia de la prestación de servicios defectuosos por 

parte de un proveedor, lo que debe incluir el reembolso de los gastos y costas 
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incurridos por la clase consumidora demandante en el procedimiento judicial 

respectivo 

 

Daños que también son ocasionados a la clase consumidora, pues los gastos 

que ésta debe desembolsó para la tramitación del juicio colectivo son en 

detrimento de su patrimonio, sin que la ley establezca un mecanismo para su 

reembolso. 

 

Por tanto, se solicita se declare la inconstitucionalidad del artículo 617 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, y en su lugar se aplique la regla general 

establecida en el artículo 7 del mismo ordenamiento, en cuanto a la condena en 

gastos y costas y honorarios del representante común a cargo de la parte vencida, 

en este caso, del proveedor demandado. 
 

En efecto, se consideran ilegales e inconstitucionales los argumentos 

empleados por la autoridad responsable, pues sustancialmente no condena a costas 

derivado del contenido del artículo 617 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles; y realiza una ilegal interpretación del artículo 8 del referido Código y deja 

de aplicar el contenido del numeral 7 del mismo ordenamiento en perjuicio de la 

colectividad consumidora, aquí quejosa. 

 

 Por su parte, los artículos 7 y 8 del citado Código establecen lo siguiente: 

 

ARTICULO 7º.- La parte que pierde debe reembolsar a su 

contraria las costas del proceso. 

Se considera que pierde una parte cuando el tribunal acoge, 

total o parcialmente, las pretensiones de la parte contraria.  

Si dos partes pierden recíprocamente, el tribunal puede 

exonerarlas de la obligación que impone el párrafo primero, en todo 

o en parte; pudiendo imponer un reembolso parcial contra una de 

ellas, según las proporciones recíprocas de las pérdidas.  

Las costas del proceso consisten en la suma que, según la 

apreciación del tribunal y de acuerdo con las disposiciones 

arancelarias, debió o habría debido desembolsar la parte triunfadora, 

excluido el gasto de todo acto y forma de defensa considerados 

superfluos.  

Todo gasto inútil es a cargo de la parte que lo haya ocasionado, 

sea que gane o pierda el juicio. 

 

ARTICULO 8º.- No será condenada en costas la parte que 

pierde, si no le es imputable la falta de composición voluntaria de la 

controversia, y, además, limitó su actuación, en el desarrollo del 

proceso, a lo estrictamente indispensable para hacer posible la 

definitiva resolución del negocio. 

 Se entiende que no es imputable a la parte la falta de 

composición voluntaria de la controversia.  

I.- Cuando la ley ordena que sea decidida necesariamente por 

autoridad judicial;  

II.- Cuando consista en una mera cuestión de derecho dudoso, 

o en substituir el arbitrio judicial a las voluntades de las partes, y  

III.- Tratándose de la demandada, cuando haya sido llamada a 

juicio sin necesidad. 
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De los artículos transcritos anteriormente, tenemos lo siguiente: 

 

 El artículo 617 del CFPC señala que, en tratándose de acciones colectivas, 

cada parte asumirá sus gastos y costas. 

 En contraposición con lo anterior, el artículo 7 del CFPC establece que la 

parte que pierda deberá reembolsar a su contraria las costas del proceso; que 

se considera que una parte pierde cuando el Tribunal acoge, parcial o 

totalmente, las pretensiones de la contraria. 

 Por su parte, el artículo 8 del CFPC establece que no será condenada en 

costas la parte que pierde si no le es imputable la falta de composición 

voluntaria de la controversia y limitó su actuación a lo estrictamente 

indispensable para la resolución del negocio, explicando los supuestos en 

que se entenderá que no le es imputable la falta de composición voluntaria 

de la controversia. 

 
De dicha norma se advierte que, como regla general, la parte que pierde debe reembolsar 

a su contraria las costas del proceso y que se entiende que una parte pierde cuando el tribunal 

acoge, total o parcialmente, las pretensiones de la parte contraria. 

 

En el caso que nos ocupa, dada la inconstitucionalidad del artículo 617 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, y al regular el artículo 7 del mismo ordenamiento los gastos 

y costas judiciales, se debió aplicar por la autoridad responsable el contenido de la norma 

general, debiendo condenar a “Nextel” al reembolso de los gastos y costas, pues en la sentencia 

reclamada el Tribunal Unitario acogió parcialmente las pretensiones de la colectividad actora. 

 

Asimismo, dada la contradicción entre el artículo 617 y el 7 del citado ordenamiento, se 

debe acudir a la norma que más favorezca y tutele en mayor medida los derechos e intereses de 

la colectividad, a pesar de que el artículo 617 sea especial para acciones colectivas. Ello en razón 

de lo siguiente. 

 

El artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos establece que todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en la propia Ley Fundamental y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse salvo en los 

casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece. 

 

De la interpretación directa del referido artículo, tenemos que ante la regulación 

de las costas judiciales por dos normas, se debe acudir a la norma que más 

favorezca a la colectividad, siendo aplicable la establecida en el artículo 7 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles en cuanto a que establece que el actor 

obtendrá un reembolso por las costas del procedimiento cuando venció a su 

contraria. 

 

Sin embargo, el H. Noveno Tribunal Colegiado en materia Civil del Primer 

Circuito, al resolver lo planteado en dichos Apartados, determinó declarar como 

INOPERANTES los conceptos de violación esgrimidos en relación al 

planteamiento de inconstitucionalidad de los artículos 594, 605, 608 y 617 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de conformidad con las consideraciones 

que se transcriben a continuación: 

 

EN RELACIÓN A CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELACIONADOS 

CON INCONSTITUCIONALIDAD DE ARTÍCULO 594 DEL CÓDIGO 

FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
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“La quejosa aduce que es inconstitucional el artículo 594 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, al contravenir lo dispuesto en los artículos 1, 17 y 28 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos… 

 

… Esos asertos son inoperantes, porque la aplicación del artículo tildado de 

inconstitucional no cumple los presupuestos necesarios para su análisis en la vía directa. 

En efecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 

contradicción de tesis 55/2011 de la que derivó la jurisprudencia P./J.2/2013 (10ª.) de 

rubro: “AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 

VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY 

QUE PUDO IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR, 

PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA 
SECUELA PROCESAL.”1, determinó que para que en el juicio de amparo en la vía 

directa se pueda analizar la constitucionalidad de una norma general, con necesarios los 

siguientes presupuestos: 

1. Que se haya aplicado en el acto reclamado, ya sea en la sentencia definitiva o durante 

la secuela del procedimiento respectivo, en un acto procesal que no haya revestido 

una ejecución irreparable o, en la resolución o acto de origen. 

2. Que esa aplicación se haya actualizado en perjuicio del solicitante de la protección 

constitucional y trascendido al resultado del fallo, pues de no ser así, no sería bastante 

para conceder el amparo, ya que no habría afectación o ésta no habría determinado el 

sentido del fallo reclamado, y, 

3. Que sobre el particular se esgriman conceptos de violación o se surta alguna de las 

hipótesis del artículo 76 bis de la Ley de Amparo para suplir la queja deficiente. 

En el caso, el artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles no fue aplicado 

en perjuicio de la quejosa en la sentencia reclamada pero sí en el procedimiento de acción 

colectiva, como fue considerando al resolver el recurso de revisión R.C.283/2019, del 

índice de este tribunal, específicamente en las interlocutorias emitidas el dieciocho de 

enero de dos mil diecinueve, que confirmaron los proveídos de dieciocho de septiembre 

y de veintinueve de octubre, ambos de dos mil dieciocho, las cuales fueron controvertidas 

a través del juicio de amparo indirecto 121/2019-I, del que conoció la Jueza Primera de 

Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, quien mediante sentencia de veinte de 

mayo de dos mil diecinueve, negó el amparo. 

Inconforme con esa sentencia, la quejosa interpuso recurso de revisión, del que 

correspondió conocer a este tribunal, en donde se registró con el número R.C.283/2019, 

y en sesión de veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve, se confirmó la sentencia 

recurrida (datos obtenidos del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes). 

De modo que no se cumple el primer presupuesto necesario para estudiar la 

inconstitucionalidad del artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles en la 

presente vía constitucional, pues fue aplicado en un acto procesal que revestía una 

ejecución irreparable; tanto fue así, que la quejosa promovió juicio de amparo indirecto 

en su contra, de modo que era en aquella vía donde debió plantear dicha 

inconstitucionalidad. 

Luego, al no cumplirse los presupuestos necesarios para el análisis de la 

inconstitucionalidad de un precepto en la vía directa, los asertos relativos se tornan 

inoperantes. 

Incluso, la inconstitucionalidad que reclama la peticionaria del artículo 594 del Código 

Federal adjetivo, fue planteada en distintos términos en el recurso de revisión 283/2019, 

del índice de este tribunal, lo cual fue resuelto en los siguientes términos: 

“(…) En principio, se analizará lo expuesto en el último motivo de inconformidad, en el 

que la asociación recurrente solicita se declare la inconstitucionalidad de los párrafos 

segundo y cuarto del artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por 

contravenir lo dispuesto por los artículos 1, 17 y 28 tercer párrafo in fine de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.---  

Así, la inconforme después de transcribir tanto el apartado de la sentencia recurrida en 

la que la juez Federal expuso la razones por las cuales no se infringe en contra de la 
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asociación quejosa el principio pro homine y el derecho efectivo a la tutela judicial así 

como lo dispuesto por los artículos constitucionales antes referidos, dice, que si 

una norma general que regula los procedimientos judiciales en acciones colectivas no 

protege los derechos de los consumidores, ésta tiene que dejar de aplicarse por 

inconstitucional e inconvencional, pues de acuerdo a la exposición de motivos del 

artículo 17 constitucional, uno de los objetivos fundamentales de las acciones colectivas 

es el promover el ahorro de tiempo y dinero para el grupo actor a través de 

procedimientos ágiles, sencillos y flexibles, que les permita la reparación del daño 

sufrido para así poder considerar que los consumidores detentan el derecho 

fundamental de acceso a la justicia que incluye el buscar el mejor cuidado de los 

intereses de los consumidores que desean adherirse a la colectividad en defensa de sus 

intereses en respeto del artículo 28 constitucional.--- 

Que en el caso, el poco valor de la pretensión individual de cada uno de los miembros 

de la colectividad constituye un obstáculo para tener acceso a la justicia integral, toda 

vez que el costo beneficio de llevar sus pretensiones ante la instancia judicial se ve 

mermado y en muchas ocasiones “los números no costean” pues serán más los gastos 

erogados por cada miembro de la colectividad que la cantidad que están reclamando 

cada uno en sus prestaciones, explicó:---  

‘Si atendemos al contenido de las facturas que fueron exhibidas por los miembros de 

la colectividad presentes, el consumo mensual por el servicio de radio de los 

consumidores pequeños (aquellos que tienen un solo equipo de comunicación) tiene 

un valor promedio de $500.00 pesos, si a este valor promedio le sacamos el 20% que 

es la bonificación mínima a la que puede acceder un consumidor tenemos que en 

promedio cada consumidor puede reclamar de la demandada una cantidad de $100.00 

pesos por consumo mensual o bien una cantidad de $1,200.00 pesos por consumo 

anual. --- Teóricamente hablando, este tipo de reclamo derivado de la prestación de 

un servicio de telecomunicaciones puede ser demandado en un proceso individual, 

pero si atendemos al valor individual del daño, fácilmente nos podemos percatar que 

los gastos que implica seguir un proceso individual e inclusive un incidente de 

cuantificación resultan superiores a las ventajas que puede lograrse con la tramitación 

del juicio, por lo tanto, necesariamente tenemos que concluir que el proceso 

individualista no es el adecuado para resolver este tipo de conflictos colectivos, al 

menos no para aquellos de cuantías menores.--- 

En las causas de pequeño valor económico como lo es el caso concreto, los titulares 

del derecho generalmente son personas de bajos recursos que, por ignorancia, timidez, 

acomodo, miedo, apatía o simple inercia, jamás tomarán posición activa para 

intervenir en el proceso colectivo y mucho menos si tienen que erogar gastos tales 

como el enviar al Representante Común de la colectividad que vive en la  su 

consentimiento escrito y con firma autógrafa en original estampada en papel para que 

después el mismo sea enviado a la Ciudad de México para su presentación. Ello, pues 

como se ha dicho, sólo mermaría el beneficio que obtendrían de la sentencia colectiva 

dictada en favor de la colectividad actora.’--- 

Señala, que el requisito de la firma autógrafa en el documento de adhesión es “ridículo 

y poco práctico” al ser contrario a los principios de economía, flexibilidad y sencillez 

que rigen los procedimientos colectivos, pues de aceptarse la interpretación que la juez 

Federal llevó a cabo del artículo tildado de inconstitucional, el solo proceso de recabar 

todas las adhesiones con firma autógrafa sería muy costoso en tiempo y dinero, al 

tenerse que implementar una logística en recursos humanos y materiales para recabar 

a lo largo de todas ciudades y pueblos del territorio Nacional en donde haya clientes 

****** su solicitud de adhesión a la colectividad.--- Dice, que en el caso de que la 

codemandada ****** planteara un incidente de objeción de firma de todas y cada una 

de las adhesiones que fueron exhibidas en original, el costo de peritos y demás gastos 

relacionados con el desahogo de dicho incidente “acabaría por descarrilar” la acción 

colectiva que prohíbe el desahogo de pruebas individualizadas por cada miembro de la 

colectividad, aunado a que existen diversos artículos en la legislación procesal federal 

en materia de procesos colectivos que constituyen cargas o impedimentos jurídicos que 

desfavorecen el acceso a la tutela judicial efectiva a través de las acciones colectivas, 
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de modo tal que desalientan y obstaculizan la adhesión de los miembros al grupo, como 

en el caso del artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles que requiere 

al representante común de la colectividad actora la exhibición del consentimiento 

expreso con firma autógrafa en original estampada en papel de los interesados 

adherentes para efectos de poder tenerlos por adheridos a la demanda colectiva.--- En 

apoyo a lo anterior citó los criterios de rubros: 

‘DERECHO AL ACCESO A LA JUSTICIA. SU RELEVANCIA TRATÁNDOSE DE 

CONSUMIDORES.”; “DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA 

JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO 

A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA 

EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN’; y, 

‘GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 

DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

SUS ALCANCES’.---  

Es inoperante lo anteriormente resumido.--- Ello, porque el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia al resolver la contradicción de tesis 17/2008, sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito, en sesión 

celebrada el veintisiete de mayo de dos mil ocho, sostuvo que conforme a los artículos 

107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83 

(actualmente 81) y 91 (ahora 93) de la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo 

indirecto se limita a revisar el óptimo ejercicio de la función jurisdiccional del Juez de 

Distrito, como órgano de control de la constitucionalidad, lo cual impide analizar en el 

recurso de revisión en amparo indirecto, el planteamiento de inconstitucionalidad de 

una norma del orden común u ordinaria que rige el acto reclamado y cuya inobservancia 

por parte de la autoridad responsable haya sido el argumento en que se sostiene el 

amparo solicitado.--- Lo anterior, consideró el Pleno del Alto Tribunal, porque el 

recurso de revisión no es un control de constitucionalidad sobre decisiones de otro 

órgano que realiza una función de tal naturaleza, además, de que la actividad del Juez 

de Distrito no es la materia de impugnación constitucional sino los actos de la autoridad 

señalada como responsable, de ahí que la invocación de leyes ordinarias (federales o 

locales) en el fallo de amparo no genera un acto de aplicación de éstas en la esfera de 

los particulares que son parte en el juicio de amparo, ya que atendiendo a la premisa de 

que el órgano de control constitucional no es una extensión del poder ordinario, cuya 

actuación es precisamente la que da origen al juicio de amparo, la referencia de normas 

del orden común en el fallo constitucional solamente se traduce en el argumento que 

puede dar soporte a la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto de autoridad 

reclamado por cuestiones de legalidad, esto es, por no haberse ajustado el ejercicio del 

poder público a los cánones normativos que le dan sustancia y legitimidad, en 

cumplimiento a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, lo que no implica la 

sustitución del órgano de control constitucional a la actividad propia de las autoridades 

responsables para incidir en la esfera de los particulares, con la aplicación de las 

disposiciones que rigen el ejercicio de su poder público.--- Tal criterio se encuentra 

contenido en la jurisprudencia por contradicción de tesis número P./J. 48/2009’, (Se 

citaron datos de publicación), ‘que a la letra dice:--- 

‘INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. EN UN RECURSO DE REVISIÓN EN 

AMPARO INDIRECTO SON AGRAVIOS INOPERANTES AQUELLOS QUE 

PRETENDAN INTRODUCIR UN PLANTEAMIENTO DE ESA NATURALEZA 

RESPECTO DE UNA NORMA QUE INVOCÓ EL JUEZ DE DISTRITO.’ (Se 

reprodujo).--- ‘Luego, si el recurso de revisión no es un control de constitucionalidad 

sobre decisiones de otro órgano que realiza una función de tal naturaleza, dado que la 

actividad del juez de Distrito no puede ser la materia de impugnación constitucional, 

sino los actos de la autoridad señalada como responsable; es inconcuso de lo alegado 

por la asociación inconforme con relación a la inconstitucionalidad de los párrafos 

segundo y cuarto del artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

aplicado por el juez Federal, es inatendible.’--- De ahí que se estime inoperante el 

referido motivo de inconformidad y, por ende, innecesario su análisis, al existir criterio 

sobre el tema por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuya 
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observancia es de carácter obligatorio para este Tribunal Colegiado en términos del 

artículo 217 de la Ley de Amparo.--- Es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 14/97, de la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en’ (Citó datos de 

localización) ‘que a la letra dice:--- ‘AGRAVIOS INOPERANTES. INNECESARIO 

SU ANÁLISIS CUANDO EXISTE JURISPRUDENCIA.’ (Se transcribió).--- ‘Habida 

cuenta que el artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles, tildado de 

inconstitucional, fue aplicado por el juez responsable desde las interlocutorias emitidas 

el dieciocho de enero de dos mil diecinueve, en los autos de la acción colectiva ******** 

, que confirmaron los proveídos de dieciocho de septiembre y veintinueve de octubre, 

ambos de dos mil dieciocho, y consecuentemente, desde entonces su aplicación causó 

una afectación a la revisionista, sin que ésta en términos del artículo 107 fracción I de 

la Ley de Amparo, al promover la demanda de amparo haya reclamado como acto 

destacado la inconstitucionalidad del referido precepto legal y tampoco fue planteada 

ante la juez Federal en los conceptos de violación que fueron sometidos a su 

consideración, lo que se traduce, que no se trata de un precepto que hubiera aplicado 

por primera ocasión la juez de amparo, por tal razón, este órgano colegiado como 

revisor, no puede llevar a cabo su estudio al tratarse de una cuestión novedosa 

introducida al presente recurso.---  

En apoyo a lo anterior se cita la jurisprudencia 1a./J. 150/2005, emitida por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en’ (Citó datos de 

localización), ‘que dice:--- ‘AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE 

SE REFIEREN A CUESTIONES NO INVOCADAS EN LA DEMANDA Y QUE, 

POR ENDE, CONSTITUYEN ASPECTOS NOVEDOSOS EN LA REVISIÓN.’ (Se 

transcribió).”  

 

 

EN RELACIÓN A CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELACIONADOS 

CON INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 608 Y 617 DEL 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
… Por otro lado, la peticionaria dice que los artículos 608 y 617 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles son inconstitucionales, porque contravienen lo dispuesto en los 

artículos 1, 17 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Estos asertos son inoperantes, porque la peticionaria debió plantearlos en el juicio de 

amparo anterior, y al no haberlo hecho precluyó su derecho para impugnarlos en este 

juicio de amparo. 

Lo anterior es así, porque en la sentencia reclamada en el juicio de amparo directo 

D.C.193/2016, promovido por la quejosa, se analizó la legalidad de la forma en que se 

debía notificar la sentencia, así como de la improcedencia de la condena al pago de gastos 

y costas, pues fueron aspectos planteados en los conceptos de violación al ser temas 

abordados por la autoridad responsable, por lo que ése era el momento procesal donde 

debió impugnar la constitucionalidad de los preceptos 608 y 617 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, pues fue desde aquel acto reclamado que existió su aplicación, 

de modo que al no haberlo impugnado, precluyó su derecho para hacerlo con 

posterioridad. 

Luego, no es jurídicamente correcto examinar en este juicio de amparo la 

inconstitucionalidad de los artículos 608 y 617 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, dado que la quejosa no los planteó en el juicio de amparo anterior. De ahí lo 

inoperante de los asertos. 

Ilustra lo anterior, en lo conducente y por identidad jurídica, la jurisprudencia P./J. 

2/2013 (10a.)2, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

que prevé: 

“AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 

QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE PUDO 

IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PROMOVIDO POR EL 

MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA SECUELA PROCESAL. La 

circunstancia de que la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XII, 
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de la Ley de Amparo, se edifique en aspectos que rigen sólo para el juicio de amparo 

indirecto y que son incompatibles con el directo –por lo que cuando en esta vía se 

controvierta la regularidad constitucional de una disposición legal, al no reclamarse 

como acto destacado, no puede determinarse que debe constreñirse al primer acto de 

aplicación en perjuicio del gobernado, sino que puede tratarse de ulteriores actos de 

aplicación-, no implica que los quejosos no deban atender a las reglas de la litis y a los 

principios procesales que rigen en el juicio de amparo directo, como es la institución 

jurídica de la preclusión, que implica la pérdida de un derecho procesal por no haberse 

ejercitado oportunamente. Por consiguiente, cuando la norma que se pretende impugnar 

en una demanda de amparo directo se aplicó en diversos actos que tienen una misma 

secuela procesal, es decir, que derivan de un procedimiento común, y el quejoso 

promovió con anterioridad un juicio de amparo sin cuestionar la regularidad 

constitucional de la norma aplicada desde el primer acto reclamado, es evidente que ya 

no está facultado para hacer valer dicha cuestión en el juicio de amparo que promueva 

con posterioridad, y no porque haya consentido la disposición legal relativa, al no tener 

aplicación ese criterio en el amparo uniinstancial, sino porque en virtud de la figura 

jurídica de la preclusión perdió el derecho de impugnar la constitucionalidad de la 

norma al no haberlo deducido en el momento procesal oportuno, habida cuenta que la 

cuestión de constitucionalidad no formó parte de la litis del amparo anterior, por lo que 

no puede examinarse por el tribunal de amparo, toda vez que precluyó su derecho para 

introducir argumentos novedosos por más que versen sobre cuestiones de 

constitucionalidad.” 

 

EN RELACIÓN A CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELACIONADOS 

CON INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 605 DEL CÓDIGO 

FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
Por otro lado, la peticionaria aduce que es inconstitucional el artículo 605 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, porque contraviene lo dispuesto en los artículos 1, 17 

y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos… 

 

… Esos asertos son inoperantes, porque no satisfacen los requisitos mínimos para la 

impugnación de constitucionalidad de disposiciones legales en amparo directo. 

En efecto, el tribunal responsable determinó que era procedente condenar a la demandada 

al pago de daños y perjuicios, los cuales debían probarse en el incidente respectivo, en 

términos del artículo 605 del Código Federal de Procedimientos Civiles; con lo que 

queda de manifiesto la aplicación del precepto que se tilda de inconstitucional. 

Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado 

que la impugnación de constitucionalidad de disposiciones legales en amparo directo, 

precisa de requisitos mínimos a satisfacer, en la demanda de amparo, tales como: 

a) El señalamiento de la norma constitucional. 

b) Citar la disposición secundaria que se designe como reclamada. 

c) Formular conceptos de violación en los que se trate de demostrar, jurídicamente, que 

la ley impugnada, resulta contraria a la hipótesis normativa de la norma constitucional, 

en cuanto al marco de su contenido y alcance. 

De igual forma, estableció que si no se satisfacen esos requisitos, el señalamiento de la 

ley reclamada y el concepto de violación que no indique el marco y la interpretación de 

una disposición constitucional que pueda transgredir aquella, resultan motivos de 

insuficiencia, que desestiman la actualización de un verdadero problema de 

constitucionalidad de ley. 

Finalmente, consideró que por tanto, dentro de la distribución procesal de la carga 

probatoria, correspondía a la quejosa demostrar la inconstitucionalidad de la ley o de un 

acto de autoridad, excepción hecha de los casos en que se trate de leyes declaradas 

inconstitucionales, en las que existe jurisprudencia obligatoria sustentada por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o cuando se esté en presencia de actos que 

sean inconstitucionales por sí mismos. 
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Así lo determinó, en la jurisprudencia 1a./J. 58/993, cuyo rubro y texto: “CONCEPTOS 

DE VIOLACIÓN EN DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. LA IMPUGNACIÓN 

DE CONSTITUCIONALIDAD DE DISPOSICIONES LEGALES PRECISA DE 
REQUISITOS MÍNIMOS A SATISFACER. La impugnación suficiente de una norma 

jurídica, en función del aspecto de su constitucionalidad, requiere que se base en 

premisas esenciales mínimas a satisfacer en la demanda de amparo directo. Esto es, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 166, fracciones IV y VII de la Ley de Amparo, 

se advierte la necesidad de que la norma jurídica señalada como reclamada, deba ser 

impugnada en confrontación expresa con una disposición específica de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante concepto de violación suficiente. 

La causa requerida en tal situación se apoya en los siguientes elementos 

imprescindibles: a) señalamiento de la norma de la Carta Magna; b) invocación de la 

disposición secundaria que se designe como reclamada y, c) conceptos de violación en 

los que se trate de demostrar, jurídicamente, que la ley impugnada resulta contraria a 

la hipótesis normativa de la norma constitucional, en cuanto al marco de su contenido 

y alcance. A partir del cumplimiento de precisión de esos requisitos esenciales, surgirá 

la actualización del problema constitucional, así como la procedencia de la declaración 

respectiva en torno a la ley secundaria. Si no se satisfacen los requisitos medulares que 

se han indicado, el señalamiento de la ley reclamada y el concepto de violación que no 

indique el marco y la interpretación de una disposición constitucional que pueda 

transgredir aquélla, resultan motivos de insuficiencia, que desestiman la actualización 

de un verdadero problema de constitucionalidad de ley. En este orden, a la parte 

quejosa, dentro de la distribución procesal de la carga probatoria, incumbe la de 

demostrar la inconstitucionalidad de la ley o de un acto de autoridad, excepción hecha 

de los casos en que se trate de leyes que hayan sido declaradas inconstitucionales en las 

que exista jurisprudencia obligatoria sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, o cuando se esté en presencia de actos que sean inconstitucionales 

por sí mismos. Así la situación, deberá considerarse carente de la conformación de un 

verdadero concepto de violación, la simple enunciación como disposiciones 

constitucionales dejadas de aplicar, pues de ello no puede derivarse la eficiente 

impugnación de la constitucionalidad de leyes secundarias, en tanto que no existe la 

confrontación entre éstas y un específico derecho tutelado por la norma constitucional 

en su texto y alcance correspondientes.” 

En el caso, la quejosa no satisfizo, en términos generales, los requisitos precisados en los 

incisos a) y b), ya que precisó los artículos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos que considera transgredidos, pero no señaló los derechos 

fundamentales que establecen, ni precisó alguna de las diversas hipótesis normativas que 

prevén. 

Asimismo, en cuanto al requisito precisado con el inciso c), si bien expone argumentos, 

no demuestran jurídicamente por qué lo que establece el artículo 605 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, es contrario a alguna de las hipótesis normativas previstas en 

los artículos 1, 17 y 28 de la Constitución Federal, en cuanto al marco de su contenido y 

alcance. 

Lo anterior es así, pues, incluso, en el concepto de violación, se limita a afirmar la manera 

en que a su juicio debería interpretarse el precepto tildado de inconstitucionalidad, sin 

que dicha interpretación encuadre en alguna hipótesis normativa, ya sea nacional o 

internacional. 

Se afirma esto último, ya que sólo menciona la forma en que a su juicio deberían 

cuantificarse y liquidarse los daños y perjuicios en el incidente de ejecución por parte de 

la colectividad, pero no confronta lo que está contemplado en el artículo 506 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles; tampoco precisa la o las hipótesis de los artículos 1, 

17 y 28 de la Constitución Federal que fueron transgredidas por aquel precepto; razón 

por la cual, tampoco precisa su contenido y alcance, ni por qué era contrario a ellos. 

De ahí lo inoperante del concepto de violación, pues no satisface los requisitos mínimos 

para la impugnación de inconstitucionalidad de disposiciones legales en amparo directo. 
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Por lo que, al haberse declarado como INOPERANTES los conceptos de 

violación en los cuales se planteó la inconstitucionalidad de leyes, se surte el 

supuesto previsto en las jurisprudencias que a continuación se invocan y transcriben: 

 

Época: Novena Época  

Registro: 167180  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXIX, Mayo de 2009  

Materia(s): Común  

Tesis: P./J. 26/2009  

Página: 6  

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO 

EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL 

ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD 

PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE 

INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO. 

 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX 

constitucional, 83, fracción V, 91, fracción I y 93 de la Ley de 

Amparo, y 10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 

órgano terminal en materia de constitucionalidad de leyes, está 

facultada para conocer del recurso de revisión contra sentencias que 

en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, 

cuando en la demanda de amparo se haya planteado la 

inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un 

precepto de la Constitución, que pudiera derivar en un criterio de 

importancia y trascendencia, y en la resolución se haya omitido su 

estudio. Esta última hipótesis incluye el supuesto en el que el motivo 

de la falta de estudio del concepto de violación, en el que se efectuó 

un planteamiento de constitucionalidad derivó de la calificativa de 

inoperancia, insuficiencia o ineficacia efectuada por el órgano 

colegiado, porque aun cuando previo al estudio del planteamiento de 

constitucionalidad se tuviera que analizar una cuestión de legalidad -

como es lo fundado o infundado de la apreciación del órgano 

colegiado-, lo cierto es que ello conlleva a un estudio que puede 

trascender directa o indirectamente a la materia de constitucionalidad 

introducida en los conceptos de violación. Así, una cuestión técnica 

no podría limitar la potestad otorgada a este Alto Tribunal por el 

artículo 107, fracción IX, de la Carta Magna para analizar las 

cuestiones de constitucionalidad que pudieran derivar en un criterio 

de importancia y trascendencia. 

 

Contradicción de tesis 17/2007-PL. Entre las sustentadas por la 

Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 20 de noviembre de 2008. Mayoría de seis votos. Disidentes: 

Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, 

Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González 
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Salas y Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Sergio A. Valls 

Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado.  

 

El Tribunal Pleno, el veintiséis de marzo en curso, aprobó, con el 

número 26/2009, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 

Distrito Federal, a veintiséis de marzo de dos mil nueve. 

 

Nota: Por instrucciones del Tribunal Pleno, la tesis que aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, página 10, se publica 

nuevamente con el precedente correcto. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2006594  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 7, Junio de 2014, Tomo I  

Materia(s): Común  

Tesis: 1a./J. 48/2014 (10a.)  

Página: 287  
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU PROCEDENCIA 

(INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 

26/2009). 

 

De la interpretación de dicha jurisprudencia sostenida por el Tribunal 

en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXIX, mayo de 2009, página 6, de rubro: "REVISIÓN EN 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL 

COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA 

CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA 

DEMANDA POR CALIFICAR DE INOPERANTE, 

INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE 

VIOLACIÓN RELATIVO.", deriva que para determinar si procede 

el recurso de revisión en amparo directo es necesario analizar si la 

inoperancia declarada por el tribunal colegiado de circuito fue 

correcta, para lo cual el agravio expresado debe estar encaminado a 

desvirtuar tal situación. Por tanto, no basta que en la sentencia 

impugnada se haya declarado inoperante, insuficiente o inatendible 

determinado concepto de violación para que proceda el citado 

recurso, sino que es menester esgrimir argumentos tendentes a 

desvirtuar dicha declaratoria, pues en caso contrario dicho agravio es 

inoperante y, por ende, debe desecharse el recurso intentado. 

 

Amparo directo en revisión 2776/2011. Monex Divisas, S.A. de 

C.V., Casa de Cambio Monex Grupo Financiero (Ahora Monex Casa 

de Bolsa, S.A. de C.V.). 8 de febrero de 2012. Cinco votos de los 

Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, 

Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
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Amparo directo en revisión 625/2013. Eligio Rosas Velásquez. 3 de 

julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 

Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 

David García Sarubbi. 

 

Amparo directo en revisión 1595/2013. J. Refugio Hernández Robles 

o Refugio Hernández Robles. 10 de julio de 2013. Cinco votos de los 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 

 

Amparo directo en revisión 3138/2013. Promoción y Distribución 

del Sureste, S.A. de C.V. 30 de octubre de 2013. Cinco votos de los 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 

 

Amparo directo en revisión 2835/2013. Esther Contreras Orozco. 13 

de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 

Cecilia Armengol Alonso. 

 

Tesis de jurisprudencia 48/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala 

de este Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de mayo de dos mil 

catorce. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas 

en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 

de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de junio de 2014, para 

los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 19/2013. 

 

II. IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA DEL ASUNTO. 
 

Las cuestiones constitucionales previamente identificadas entrañan temas 

cuyo estudio se estima de importancia y trascendencia, toda vez que permitirá a esta 

H. Suprema Corte de Justicia de la Nación el desarrollo de su doctrina en torno a la 

validez o invalidez de los diversos preceptos legales señalados aquí como 

inconstitucionales, mismos que además, han sido duramente criticados por la 

doctrina nacional e internacional e, inclusive, el mismo Consejo de la Judicatura 

Federal ha sido punta de lanza en el tema con la publicación en el año 2013 de su 

libro titulado “ACCIONES COLECTIVAS-Reflexiones desde la judicatura” en la 

que, a través de sus páginas, Magistrados de diversos Tribunales Colegiados y 

Académicos estudiosos de la materia de acciones colectivas han puesto en tela de 

juicio la congruencia de los artículos aquí tildados de inconstitucionales (así como 
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diversos más del Libro Quinto del CFPC), con la exposición de motivos que dio 

origen al actual párrafo tercero del artículo 17 Constitucional, así como con el 

contenido del párrafo tercero in fine del artículo 28 Constitucional, al plantear 

importantes interrogantes como las que en este Amparo Directo en Revisión, esta H. 

Suprema Corte tendrá la oportunidad de dar respuesta y de ésta manera establecer 

esas directrices que son tan necesarias para enriquecer ese marco normativo que le 

encomendó crear a través de su función jurisdiccional el Constituyente Permanente, 

y que tanto hace falta a las colectividades de nuestro México para un efectivo acceso 

a la justicia y una eficaz tutela judicial de sus derechos sociales. 

 

El momento social es propicio para ello, pues coinciden en el tiempo las 

demandas de cambio social y la voluntad de alcanzarlo tanto de la sociedad en 

general como de la Administración vigente de esta H. Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, cuya Política Judicial, de acuerdo a su primer informe de laborales (2019), 

tiene como una de sus prioridades, el de hacer una diferencia positiva en la vida de 

las personas y recuperar la confianza social mediante la construcción de su doctrina 

constitucional, así como cuidando que sus jueces dominen temas sustantivos de 

derechos humanos, que sepan juzgar con perspectiva, ponerse en los zapatos de los 

demás, siempre atentos a sus propios prejuicios y capaces de identificar las barreras 

sociales que impiden el acceso a la justicia, jueces con la sensibilidad social que 

entiendan el impacto de sus fallos en el camino hacia un país con mayor justicia 

social. En síntesis, una Política Judicial que busca afianzar su legitimidad social, 

mediante su autoridad moral y respetabilidad. 

 

Los cuestionamientos que esta H. Suprema Corte tendrá la oportunidad de 

resolver mediante el estudio de fondo del presente Amparo Directo en Revisión, 

serán sin duda trascendentales para el orden jurídico nacional, pues en principio, 

dará un mayor contenido al concepto de acceso efectivo a la justicia social que, sin 

duda, ofrecerá luz a todos aquellos promotores de acciones colectivas que 

ineludiblemente se han encontrado o encontrarán con las insuperables barreras que 

presentan para el éxito de las acciones colectivas los artículos que aquí se señalan 

como inconstitucionales. Por lo que, el sentido del fallo que resuelva el presente 

asunto revestirá de una inmensa importancia, ya que no sólo será del interés general 

desde el punto de vista jurídico, sino también desde el punto de vista de la confianza 

social en las instituciones del Estado, toda vez que, sin duda alguna, el fallo 

repercutirá en el incremento o decremento del ejercicio de las acciones colectivas en 

todo el país. En esa tónica, es que dichos cuestionamientos son también novedosos, 

al plantearse la inconstitucionalidad de artículos relativamente nuevos en nuestro 

orden jurídico nacional (vigentes desde el año 2012), al no existir tampoco criterios 

aislados ni mucho menos jurisprudencia que den respuesta a dichas interrogantes.  

 

Lo que también convierte en excepcional el presente asunto, es el hecho de que, 

en un solo fallo, esta H. Suprema Corte podrá dar respuesta a diversos 

cuestionamientos que por lo novedosa que es la materia, difícilmente encontrará una 

oportunidad en un futuro próximo de resolver al menos uno de los cuestionamientos 

constitucionales que aquí se han planteado. Aseveración la anterior, que se hace con 

conocimiento de causa, ya que la acción colectiva que ahora está en sus manos fue 

de las primeras promovidas en todo el país, al presentarse justo después de que 

entraran en vigor las acciones colectivas a comienzos del año 2012 y nos ha tomado 

8 años llegar ante esta instancia excepcional para plantear en definitiva los 

cuestionamientos de constitucionalidad que se citan a continuación: 
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 Para efectos de acceder a la justicia a través de la acción individual 

homogénea sobre cuantías de poco valor, regulada por el Libro Quinto del 

CFPC, ¿son o no excesivas para cada miembro de una colectividad  

demandante las cargas procesales consistentes; primero, en enterarse (en 

términos del artículo 608 del CFPC) de la existencia de un proceso colectivo 

donde se dictó una sentencia en beneficio de sus intereses; segundo, hacer 

llegar su consentimiento de adhesión a la Colectividad (en términos del 

artículo 594 del CFPC); y, tercero, promover un incidente de liquidación y 

ejecución de sentencia de manera individual (en términos del artículo 605 del 

CFPC)? 

 

 ¿el sistema “Opt-in” (artículo 594 del CFPC) destruye la eficacia de las 

acciones individuales homogéneas de pequeño valor? 

 

 ¿es el sistema “Opt-in” la mejor manera de organizar a una colectividad de 

miembros fácilmente identificables o determinables en una Acción Individual 

Homogénea de pretensiones de poco valor para la mejor defensa de sus 

intereses y derechos, en términos del párrafo tercero del artículo 17 

Constitucional y párrafo tercero in fine del artículo 28 Constitucional?  

 

 En materia probatoria, se reconoce expresamente como innecesario que se 

rindan pruebas individualizadas por cada uno de los miembros de la 

colectividad (art. 601 CFPC), pero en caso de reclamaciones vía incidente de 

ejecución es necesario que cada promovente pruebe individualmente el daño 

sufrido en el incidente respectivo (art. 605 CFPC), esta última situación ¿es o 

no contraria a la naturaleza de las acciones colectivas que busca evitar la 

multiplicidad de juicios y el principio de economía procesal que se menciona 

en la exposición de motivos del párrafo tercero del artículo 17 constitucional? 

 

 La regulación de gastos y costas que prevé el artículo 617 CFPC ¿es o no 

violatorio al Derecho Humano a una justa indemnización?  

 

 Lo previsto en el 608 del CFPC ¿constituye o no una carga desproporcionada 

a cargo del representante común de comunicar la existencia de la sentencia a 

los miembros ausentes de la colectividad? 
 

 

Cobran aplicación a lo expuesto en el presente apartado, los siguientes criterios 

aislados: 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2012054  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 32, Julio de 2016, Tomo I  

Materia(s): Común  

Tesis: 1a. CLXXXVIII/2016 (10a.)  

Página: 325  

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONFIGURACIÓN 

DE LOS CONCEPTOS DE IMPORTANCIA Y 

TRASCENDENCIA EN CADA ACUERDO GENERAL 
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PLENARIO, REFLEJA EL PAPEL QUE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DEBE 

DESEMPEÑAR EN CADA ÉPOCA. 

 

De conformidad con el artículo 107, fracción IX, constitucional, para 

que proceda el recurso de revisión en amparo directo es condición 

necesaria, más no suficiente, que subsista una genuina cuestión 

constitucional, ya que, además, esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación debe comprobar que se actualicen las notas de importancia y 

trascendencia, de conformidad con los acuerdos generales que ésta 

emita. Ahora bien, debe concluirse que cuando en dichos acuerdos 

se reglamentan aquellos conceptos, se realiza en el ejercicio de 

facultades constitucionales de política judicial otorgadas a 

aquélla para determinar en qué casos se requiere del 

establecimiento de doctrina jurisprudencial a fin de lograr la 

progresiva supremacía del texto constitucional en la vida 

nacional, pues ésa fue la intención de la reforma constitucional de 

1999, de permitir que esta Corte se concentrara en la resolución 

de aquellos asuntos trascendentes para el orden jurídico 

nacional. De ahí la importancia de explicitar las razones de 

política judicial que subyacen a los distintos acuerdos generales 

emitidos por el Tribunal Pleno. Desde 1999, han existido dos de 

ellos: el primero fue el Acuerdo Plenario Número 5/1999, emitido el 

21 de junio de ese mismo año, al inicio de la novena época. La 

principal preocupación en ese momento fue consolidar a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional, mediante 

la depuración de sus competencias en materia de amparo, a fin de 

especializarse en la resolución de temas propiamente 

constitucionales y delegar todos los temas de legalidad. Por tanto, la 

preocupación subyacente fue la de consolidar un cuerpo de doctrina 

jurisprudencial en materia constitucional que sirviera de base a la 

función judicial en todo país. De ahí que cualquier tema 

constitucional no definido jurisprudencialmente, que no adoleciera 

de algún obstáculo técnico para su resolución en el fondo, 

regularmente ameritaría admisión. La política judicial era apuntalar 

la doctrina jurisprudencial sobre cualquier tema constitucional, para 

concluir el proceso de transformación del órgano en un verdadero 

tribunal constitucional. Posteriormente, se sucedieron una serie de 

reformas constitucionales en junio de 2011, mediante las cuales se 

estableció al corpus iuris de los derechos humanos como centro de 

protección constitucional y se introdujeron nuevas reglas para el 

juicio de amparo. Así, con el inicio de la Décima Época, se constató 

una redimensión cuantitativa y cualitativa del control constitucional: 

cuantitativamente, se ha constatado una descentralización, pues 

todos los jueces del país deben aplicar control difuso de 

constitucionalidad; cualitativamente, el parámetro de control 

constitucional encuentra una expansión en sus elementos, ya que 

también se integra con todos los derechos humanos reconocidos en 

los tratados internacionales de los que México sea parte. Esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación debió modificar su 

política judicial y procedió a emitir el Acuerdo General Número 

9/2015. Conforme a éste, ahora lo importante y trascendente no 

parece ser tanto que ésta resuelva todas las cuestiones 



 49 

constitucionales, sino que sirva de guía en el diálogo 

interpretativo constitucional a que dieron lugar todos los 

cambios mencionados; de ahí que en el Punto Segundo de dicho 

Acuerdo General, se establece que los temas que ameritan 

procedencia son aquellos que impliquen pronunciamientos 

"novedosos o de relevancia para el orden jurídico". Se insiste, 

esto es posible, dado que "importancia y trascendencia" no son 

elementos normativos de un contenido inequívoco ni permanente 

en el tiempo, sino conceptos variables en el tiempo. 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas 

en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2011653  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 30, Mayo de 2016, Tomo II  

Materia(s): Común  

Tesis: 1a. CXLI/2016 (10a.)  

Página: 1030  

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. FACTORES A 

CONSIDERAR AL EVALUAR LOS CONCEPTOS DE 

IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA EFECTOS DE 

LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. 

 

El Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, reglamenta los conceptos de "importancia y 

trascendencia" en términos flexibles, al limitarse a establecer que la 

resolución del recurso de revisión en amparo directo debe dar lugar 

a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 

nacional; de ahí que si subsiste una cuestión constitucional en el 

recurso de revisión pero, por sus características propias, no presente 

estas propiedades, debe desecharse el recurso, lo que esta Suprema 

Corte hará en su carácter de Tribunal Constitucional para preservar 

su función de intérprete constitucional en aquellos asuntos de 

trascendencia cuantitativa y cualitativa. Ahora bien, no conviene 

definir exhaustivamente lo que quiere decir novedoso o de relevancia 

para el orden jurídico nacional, pues el propósito del acuerdo 

indicado es reivindicar una facultad discrecional para definir la 

política judicial. En ese sentido, lo deseable es contar con una 

metodología básica, más formal que material que, a reserva de 

construirse progresivamente caso por caso, pueda tomarse como base 

inicial de una evaluación discrecional. El término importancia se 

refiere a la entidad de un criterio que implica y refleja el interés 

general del asunto desde un punto de vista jurídico y extrajurídico; 

en cambio, la trascendencia es un aspecto que se relaciona con el 

carácter excepcional o novedoso del criterio jurídico que, además, de 

resolver el caso concreto, se proyectará a otros de similares 

características. Así, metodológicamente, los factores a considerar en 

este ejercicio de evaluación, ejemplificativamente, son los 

siguientes: a) que la resolución del caso ayude a constituir un 
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precedente para la integración de una jurisprudencia; b) que no exista 

algún precedente o jurisprudencia relacionada directa o 

indirectamente con el tema de constitucionalidad; es insuficiente 

constatar que la materia del recurso verse sobre la constitucionalidad 

de una norma secundaria que no ha sido analizada previamente; 

además es necesario verificar que el tema constitucional subyacente 

se califique en sus méritos de importante y trascendente; c) que se 

plantee la adopción de un significado novedoso, específico, propio y 

diferenciado del contenido y/o alcance, ya definido 

jurisprudencialmente, de un precepto constitucional o de un derecho 

humano reconocido por el texto constitucional o en un tratado 

internacional ratificado por México, el cual sirva de base para la 

solución del conflicto materia del recurso y cuya delimitación se 

considere imperiosa y excepcional, lo cual podría actualizarse no 

sólo cuando no exista criterio alguno de esta Suprema Corte sobre el 

tema, sino también cuando se plantee la revisión de un criterio 

jurisprudencial o aislado; y, d) que lo decidido sobre la 

constitucionalidad o convencionalidad de una norma general o la 

interpretación directa realizada por el tribunal colegiado de circuito 

de una norma con jerarquía constitucional, se confronte con los 

precedentes no obligatorios de la Suprema Corte. Cabe mencionar 

que si bien en el inciso a) se hace referencia a que un recurso puede 

ser procedente cuando el caso permita la integración de una 

jurisprudencia, la Primera Sala del Alto Tribunal estima necesario 

precisar que éste es un factor más a considerar en una facultad para 

ejercer política judicial en ciertos temas, por lo que, por sí mismo, es 

un elemento insuficiente si, además, no se considera que el tema es 

de importancia y trascendencia. 

 

Amparo directo en revisión 5833/2014. Fernando Rión Autrique y 

otros. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 

 

 

A G R A V I O S: 

 

PRIMERO. – La sentencia que se recurre causa agravio a mi representada, 

en virtud de que declaró como INOPERANTE el concepto de violación planteado 

respecto a la inconstitucionalidad del artículo 594 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en violación a lo establecido por los artículos 73 y 74 de la 

Ley de Amparo. 

 

Básicamente, el H. Noveno Tribunal Colegiado sostiene la inoperancia de 

dicho concepto de violación en lo siguiente: 

 

 Que no se cumplen los presupuestos necesarios para estudiar la 
inconstitucionalidad de dicha norma en el amparo directo. 

 Que no se reunieron los presupuestos establecidos en la jurisprudencia de 
rubro “AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
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VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE 
PUDO IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PROMOVIDO POR 
EL MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA SECUELA PROCESAL” 

 Que el primer presupuesto consiste en que se haya aplicado el acto 
reclamado, ya sea en la sentencia definitiva o durante la secuela del 
procedimiento, en u acto procesal que no haya revestido una ejecución 
irreparable. 

 Que esa aplicación se haya actualizado en perjuicio del solicitante y 
trascendido al resultado del fallo. 

 Y finalmente, que se hayan esgrimido conceptos de violación o se surta 
alguna de las hipótesis para la suplencia de la queja. 

 Que en la especie no se cumple con el primer presupuesto, en virtud de que 
el artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles fue aplicado en 
las interlocutorias de fechas 18 de enero de 2019 que confirmaron los 
proveídos de 18 de septiembre de 2018 y 29 de octubre de 2018, y que dichas 
interlocutorias fueron combatidas mediante el juicio de amparo indirecto 
121/2019 del índice del Juzgado Primero de Distrito en materia Civil del 
Primer Circuito, en el cual se negó el amparo. 

 Que se debió plantear la inconstitucionalidad del artículo 594 del CFPC en el 
juicio de amparo 121/2019 por tratarse de un acto procesal que revestía una 
ejecución irreparable. 

 Que la inconstitucionalidad fue planteada a su vez en el recurso de revisión 
283/2019 del índice del Noveno Tribunal Colegiado en materia Civil del 
Primer Circuito, en el cual se declaró inoperante el agravio relativo. 

 

Se consideran ilegales las consideraciones que expone el referido Tribunal 

Colegiado, en razón de lo siguiente: 

 

a).- El H. Noveno Tribunal Colegiado en materia Civil hizo una incorrecta 

interpretación y aplicación de la jurisprudencia de rubro: “AMPARO DIRECTO. 

SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA 

INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE PUDO IMPUGNARSE EN UN 

JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, Y 

QUE DERIVAN DE LA MISMA SECUELA PROCESAL”, toda vez que las 

interlocutorias de fechas 18 de enero de 2019 que confirmaron los proveídos de 18 

de septiembre de 2018 y 29 de octubre de 2018, se dictaron cuando el procedimiento 

de acción colectiva 287/2012 ya se encontraba concluido con sentencia definitiva, 

por lo que no puede argumentarse que dichas interlocutorias se dictaron “durante la 

secuela procesal” del citado juicio. 

 

b).- En las interlocutorias de 18 de enero de 2019, se desechó la solicitud de 

adhesión al juicio de acción colectiva 287/2012 de un número limitado de personas 

(400), lo que indica que el artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

sólo se aplicó en perjuicio de dichos solicitantes, y no sobre el universo de 

consumidores de “Nextel/AT&T”. 

 

c).- La presentación de la demanda de Amparo Indirecto 121/2019, tramitada 

ante el Juzgado Primero de Distrito en materia Civil, no puede repercutir en los 

derechos de los consumidores de los servicios de NEXTEL/AT&T que aún no 

han solicitado su adhesión al procedimiento colectivo, pues éstos tienen derecho 

a adherirse hasta 18 meses después de dictada la sentencia definitiva, de 
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conformidad con lo previsto en el tercer párrafo del artículo 594 del CFPC; si no 

que, en todo caso, dicho juicio de amparo sólo afectó a los usuarios que solicitaron 

su adhesión y fueron rechazados, y no al universo de usuarios que aún no han 

solicitado su adhesión. 

 

d).- En la demanda de Amparo Directo que nos ocupa, mi representada 

planteó la inconstitucionalidad del artículo 594 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en cuanto al sistema “Opt in (opción por entrar)” acogido 

en dicho artículo que rige la forma en que los afectados se incorporarán a la acción 

colectiva. 

 

e).- Por lo que resulta ilegal que el H. Noveno Tribunal Colegiado haya 

sostenido la inoperancia en que, con las interlocutorias de 18 de enero de 2019 y 

posterior tramitación del juicio de Amparo Indirecto 121/2019, se verificó el primer 

acto de aplicación del artículo 594, pues dicho acto sólo fue aplicado a los 

solicitantes de adhesión que fueron rechazados, y no sobre el universo de usuarios 

de los servicios de Nextel/AT&T. 

 

f).- Mi representada, como representante común de la colectividad y 

legitimado activo en el procedimiento de acción colectiva (de acuerdo al artículo 

585, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles), planteó la 

inconstitucionalidad del artículo 594 de dicho Código, en cuanto al mecanismo 

previsto en dicho artículo para que se tengan por adheridos a los usuarios o miembros 

ausentes de la colectividad. 

 

g).- Por tanto, contrario a lo considerado por el H. Noveno Tribunal 

Colegiado, el primer acto de aplicación del artículo 594 del CFPC, en cuanto al 

mecanismo “Opt in (opción por entrar)”, se verificó con el dictado de la sentencia 

definitiva en la que se condenó a Nextel/AT&T al pago de diversas prestaciones a 

favor del universo de clientes o usuarios de dicha empresa, por ser dicha sentencia 

la fuente de los derechos establecidos a favor de la colectividad. 

 

h).- Es hasta la sentencia condenatoria en la que se establecieron a favor del 

universo de clientes o usuarios de Nextel/AT&T el pago de una bonificación, así 

como la disminución del precio del servicio de trunking o radio, beneficios a los 

cuales pueden acogerse todos y cada uno de los consumidores de dicha empresa, por 

lo que es hasta ese momento en que se aplicó el sistema “Opt in (opción por entrar)” 

previsto en el artículo 594 del CFPC, el cual exige que exista una comunicación 

expresa emitida por el propio usuario para adherirse a dichos beneficios. 

 

 Por las citadas razones, resulta ilegal la inoperancia declarada por el H. 

Noveno Tribunal Colegiado, por lo que se solicita a esta H. Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, revoque la determinación apuntada y resuelva el fondo de la 

constitucionalidad del artículo 594 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

planteada en la demanda de Amparo Directo. 

 

 SEGUNDO. - La sentencia que se recurre causa agravio a mi 

representada, en virtud de que declaró como INOPERANTE el concepto de 

violación planteado respecto a la inconstitucionalidad del artículo 617 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, en violación a lo establecido por los artículos 73 

y 74 de la Ley de Amparo. 
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Básicamente, el H. Noveno Tribunal Colegiado sostiene la inoperancia de 

dicho concepto de violación en lo siguiente: 

 

 Que los conceptos de violación debieron ser planteados en el juicio de 

amparo directo 193/2016 promovido anteriormente por mi representada. 

 Que en la sentencia derivada del juicio amparo directo 193/2016 se analizó 

la legalidad de la forma en que debe notificarse la sentencia, así como de la 

improcedencia de la condena al pago de gastos y costas, pues fueron aspectos 

planteados en los conceptos de violación al ser abordados por la autoridad 

responsable, por lo que fue desde aquel acto en que se debió impugnar la 

constitucionalidad de los preceptos 608 y 617 del CFPC. 

 

Resultan del todo ilegales las consideraciones efectuadas por el H. Noveno 

Tribunal Colegiado en materia Civil por partir de premisas falsas. 

 

Es falso lo manifestado por dicho Tribunal, pues en la sentencia dictada en el 

juicio de Amparo Directo 193/2016, no se analizó la improcedencia de la condena 

al pago de gastos y costas prevista en el artículo 617 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles. 

 

Lo anterior, se confirma de la simple lectura de la sentencia dictada en el juicio 

de Amparo Directo 193/2016:  

 

“… En consecuencia, el proceder del tribunal responsable violó en 

perjuicio de los quejosos los derechos fundamentales de legalidad y de 

seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 Constitucionales, de 

modo que procede conceder el amparo para el efecto de que la autoridad 

responsable:  

 

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada;  

2. En su lugar emita otra, en la que reitere lo que no fue materia de la 

concesión y parta de la premisa de que el Plan Técnico Fundamental de 

Calidad de Redes del Servicio Local Móvil no establece parámetros para 

medir el servicio de radio o trunking y éste no puede estimarse comprendido 

dentro del parámetro para la medición de llamadas.  

3. Hecho lo cual, resuelva lo que conforme a derecho estime pertinente.  

 

Como consecuencia de lo anterior, ante lo fundado del concepto de 

violación examinado, resulta innecesario el análisis del concepto de 

violación encaminado a controvertir la falta de condena a los gastos y 

costas, así como la fijación de los honorarios del representante común de la 

colectividad.  

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia tres13, sustentada por 

la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el 

rubro y texto siguientes:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE 

LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de 

amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al 

peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, 

resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.” 
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De lo anterior se observa que, si bien mi representada planteó un concepto de 

violación para controvertir la condena en gastos y costas, lo cierto es que dicho 

concepto de violación no fue estudiado por el Tribunal Colegiado. 

 

Además, tal y como se aprecia de la propia sentencia, el mismo Tribunal 

Colegiado otorgó libertad de jurisdicción a la autoridad responsable, pues le ordenó 

que dejara insubsistente la sentencia reclamada, dictara una nueva sentencia de 

acuerdo a los lineamientos ahí establecidos y “Hecho lo cual, resuelva lo que 

conforme a derecho estime pertinente”. 

 

De lo que se sigue que, no se actualizó la preclusión de mi mandante para 

combatir la ilegalidad de la improcedencia en el pago de gastos y costas, a través del 

planteamiento de inconstitucionalidad del artículo 617 del CFPC. 

 

En adición a lo anterior, en la sentencia que fue reclamada en la demanda de 

amparo que dio origen al juicio de amparo 193/2016, no existió una condena a cargo 

de Nextel/AT&T, sino que fue absuelto de la totalidad de las prestaciones 

reclamadas. Al no existir condena a prestación alguna a cargo de Nextel, no se surtió 

el supuesto consistente de que, a pesar de que la sentencia haya sido condenatoria, 

no existió condena en gastos y costas. 

 

En el caso que nos ocupa, tal y como se advierte de la sentencia reclamada en 

el juicio de Amparo Directo que nos ocupa, el Tercer Tribunal Unitario en materia 

Civil , Administrativa y Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, emitió una sentencia condenatoria en perjuicio del demandado 

Nextel/AT&T, y a pesar de que la sentencia fue de condena, determinó no conminar 

a Nextel/AT&T al pago de los gastos y costas generados por la tramitación del juicio 

y absorbidos por la colectividad actora. Situación que es totalmente diferente a la 

ocurrida en la sentencia reclamada en el juicio de amparo 193/2016, pues en ésta no 

existió condena en gastos y costas porque Nextel/AT&T fue absuelto de la totalidad 

de las prestaciones reclamadas. 

 

Por las citadas razones, resulta ilegal la inoperancia declarada por el H. 

Noveno Tribunal Colegiado, por lo que se solicita a esta H. Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, revoque la determinación apuntada y resuelva el fondo de la 

constitucionalidad del artículo 617 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

planteada en la demanda de Amparo Directo. 

 TERCERO. - La sentencia que se recurre causa agravio a mi 

representada, en virtud de que declaró como INOPERANTE el concepto de 

violación planteado respecto a la inconstitucionalidad del artículo 608 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, en violación a lo establecido por los artículos 73 

y 74 de la Ley de Amparo. 

 

Básicamente, el H. Noveno Tribunal Colegiado sostiene la inoperancia de 

dicho concepto de violación en lo siguiente: 

 

 Que los conceptos de violación debieron ser planteados en el juicio de 

amparo directo 193/2016 promovido anteriormente por mi representada. 

 Que en la sentencia derivada del juicio amparo directo 193/2016 se analizó 

la legalidad de la forma en que debe notificarse la sentencia, así como de la 

improcedencia de la condena al pago de gastos y costas, pues fueron aspectos 

planteados en los conceptos de violación al ser abordados por la autoridad 
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responsable, por lo que fue desde aquel acto en que se debió impugnar la 

constitucionalidad de los preceptos 608 y 617 del CFPC. 

 

Resultan del todo ilegales las consideraciones efectuadas por el H. Noveno 

Tribunal Colegiado en materia Civil. 

 

Si bien, en la sentencia dictada en el juicio de Amparo Directo 193/2016 se 

resolvió el concepto de violación esgrimido en relación a la notificación de la 

sentencia, lo cierto es que la sentencia dictada por la entonces autoridad responsable 

fue dejada sin efectos, esto es, insubsistente. 

 

Lo anterior, se confirma de la simple lectura de la sentencia dictada en el juicio 

de Amparo Directo 193/2016:  

 

“… En consecuencia, el proceder del tribunal responsable violó en 

perjuicio de los quejosos los derechos fundamentales de legalidad y de 

seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 Constitucionales, de 

modo que procede conceder el amparo para el efecto de que la autoridad 

responsable:  

 

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada;  

2. En su lugar emita otra, en la que reitere lo que no fue materia de la 

concesión y parta de la premisa de que el Plan Técnico Fundamental de 

Calidad de Redes del Servicio Local Móvil no establece parámetros para 

medir el servicio de radio o trunking y éste no puede estimarse comprendido 

dentro del parámetro para la medición de llamadas.  

3. Hecho lo cual, resuelva lo que conforme a derecho estime 

pertinente.  

 

El hecho de que la referida sentencia, cuya notificación no se ordenó 

adecuadamente, se haya dejado insubsistente, deja intocado el derecho de la 

colectividad de impugnar esa cuestión nuevamente en la nueva sentencia. 

 

 Pues no resultaría válido que se considere que la sentencia (que fue dejada 

insubsistente) se considere legalmente “notificada”, pues dicha sentencia ya no 

existe jurídicamente. 

Además, tal y como se aprecia de la propia sentencia, el mismo Tribunal 

Colegiado otorgó libertad de jurisdicción a la autoridad responsable, pues le ordenó 

que dejara insubsistente la sentencia reclamada, dictara una nueva sentencia de 

acuerdo a los lineamientos ahí establecidos y “Hecho lo cual, resuelva lo que 

conforme a derecho estime pertinente”. 

 

 Por lo que, al estar frente a una nueva sentencia (combatida en este juicio de 

amparo), cuyos considerandos y resolutivos son substancialmente diferentes a la 

sentencia que fue dejada insubsistente, se considera del todo apegado a derecho 

plantear la ilegalidad de la forma en que se ordenó la notificación de la sentencia, a 

través del planteamiento de la inconstitucionalidad del artículo 608 del CFPC. 

 

CUARTO. - La sentencia que se recurre causa agravio a mi representada, en 

virtud de que declaró como INOPERANTE el concepto de violación planteado 
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respecto a la inconstitucionalidad del artículo 605 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en violación a lo establecido por los artículos 73 y 74 de la 

Ley de Amparo. 

 

Básicamente, el H. Noveno Tribunal Colegiado sostiene la inoperancia de 

dicho concepto de violación en lo siguiente: 

 

 Que no se satisfacen los requisitos mínimos para la impugnación de 
constitucionalidad de disposiciones legales en amparo directo. 

 Que no se satisficieron los requisitos consistentes en indicar los derechos 
fundamentales que establecen los artículos constitucionales invocados en los 
conceptos de violación, ni se precisaron las hipótesis normativas que prevén. 

 Que no se demostró con argumentos por qué lo establecido en el artículo 605 
del CFPC es contrario a alguna de las hipótesis normativas previstas en los 
artículos 1, 17 y 28 Constitucionales en cuanto al marco de su contenido y 
alcance. 
 

Contrario a lo afirmado por el H. Noveno Tribunal Colegiado en materia Civil, 

sí se aportaron los argumentos necesarios para el estudio del concepto de violación, 

pues en éste se indicó claramente que los requisitos previstos en el artículo 605 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, violan el derecho de acceso a la 

administración de justicia (17 Constitucional), lo cual se considera suficiente para 

establecer la confrontación entre los requisitos irracionales establecidos en el 

numeral 605 del CFPC contra la garantía de acceso a la administración de justicia 

consagrada en el 17 Constitucional. 

 

Para clarificar lo anterior, en la demanda de amparo se planteó lo siguiente en 

relación a la inconstitucionalidad del artículo 605 de CFPC: 

 

 Que dicha norma es violatoria de los derechos humanos de acceso a la 
justicia, audiencia y de los principios de grado constitucional que regulan los 
procesos colectivos referentes a la economía procesal, concentración, pro 
debili, aplicación voluntaria y autoritativa del derecho material, agilidad, 
sencillez y flexibilidad de los procesos colectivos, todos ellos derechos 
contenidos en el artículo 17 Constitucional y en su exposición de motivos. 

 Que dicha norma es contraria a lo establecido en el artículo 28 Constitucional, 
en cuanto que en éste se establece que se deberán expedir leyes que protejan 
a los consumidores y propicien su organización para el mejor cuidado de sus 
intereses; extremos que no cumple el artículo 605 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles en cuanto a que este artículo prevé un mecanismo 
complejo en el cual el consumidor deberá promover un incidente y probar un 
daño específico, para efectos de beneficiarse de la condena establecida en la 
sentencia. 

 También se indicó en el concepto de violación relativo que el numeral 605 del 
CFPC viola los principios de concentración, economía procesal, acceso a la 
justicia, pro debili y aplicación voluntaria y autoritativa del derecho material, 
los cuales se encuentran contenidos en el tercer párrafo del artículo 17 
Constitucional y el diverso 28 Constitucional, pues el numeral citado exige 
una ejecución individual que debe ser planteada por cada miembro de la 
colectividad beneficiado con la sentencia, lo que se considera irracional dada 
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la naturaleza de las acciones colectivas; esto es, dicho artículo exige ejecutar 
en solitario (y no de manera global, como sería lo más efectivo) una sentencia 
que le concede una bonificación al consumidor adherido a la acción colectiva. 
Sin que se tome en cuenta que, para lograr dicha ejecución, el miembro en 
solitario deberá erogar gastos de perito, honorarios de abogado, papelería, 
entre otros gastos, para efectos de hacer exigible un derecho que ya le fue 
reconocido en la sentencia, con lo que se ve obstaculizado y opacado el 
beneficio del fallo por un tema de costo-beneficio, por lo tanto, la ejecución 
individual, no es compatible con los principios de economía procesal, 
concentración y demás contenidos en el texto del artículo 17 Constitucional y 
su exposición de motivos. 
Por las anteriores consideraciones, se estima que en la especie sí se planteó de 

manera adecuada y completa la inconstitucionalidad del artículo 605 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, cumpliendo con los elementos indispensables 

para el estudio del concepto de violación relativo, razón por la cual se solicita a esta 

H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, revoque la determinación impugnada y 

se avoque al fondo de la inconstitucionalidad planteada. 

 

QUINTO. - La sentencia que se recurre causa agravio a mi representada, en 

virtud de que declaró como INOPERANTE el concepto de violación planteado 

respecto a la inconstitucionalidad de los artículos 594, 605, 608 y 617 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, en violación a lo establecido por los artículos 73 

y 74 de la Ley de Amparo. 

Como se explicó anteriormente, el H. Noveno Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Primer Circuito en la Ciudad de México, omitió el estudio de la 

constitucionalidad de los artículos 594, 605, 608 y 617 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles (en adelante “CFPC”), que fuera planteado en la demanda 

de Amparo Directo, presentada por el suscrito en representación de la colectividad 

de consumidores o clientes de la compañía de telecomunicaciones Nextel, hoy 

AT&T, utilizando como argumento la preclusión del derecho para invocar la 

inconstitucionalidad de las citadas normas secundarias.  

El H. Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en la 

Ciudad de México, a través de aplicar de manera incorrecta e irresponsable las 

figuras de la inoperancia y preclusión, indebidamente evade entrar a analizar la 

constitucionalidad de los artículos 594, 605, 608 y 617 del CFPC, mismos preceptos 

que de acuerdo a lo que se explica en la demanda de Amparo Directo, representan 

un obstáculo para el buen curso de las acciones colectivas y hacen nugatorio el 

efectivo acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 Constitucional a los titulares 

de los derechos colectivos o de tercera generación y, en general, causan que las 

acciones colectivas sean letra muerta, pues provocan que se incumpla con los 

objetivos previstos en la exposición de motivos por el que se adicionaron las 

acciones colectivas al texto del artículo 17 Constitucional,  ya que aun obteniendo 

una sentencia definitiva favorable, la manera en la que la norma regula el 

procedimiento colectivo, destruye la eficacia de la acción colectiva y provoca que la 

sentencia no se traduzca en un beneficio concreto para la colectividad.  

En la sentencia se mantiene y realza el paradigma que tanto daño le ha hecho 

al País de proteger y velar por la parte poderosa en perjuicio de millones de personas, 

cuando de la exposición de motivos de la iniciativa de reforma al artículo 17 

Constitucional en materia de acciones colectivas, así como de las pocas, pero 

contundentes ejecutorias y el artículo 583 del CFPC, ordenan al juez hacer 
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exactamente lo contrario, es decir, velar por el interés colectivo y siempre tener en 

cuenta que la colectividad es la parte débil. 

La sentencia que se combate es lamentable, ya que ignora y desconoce la 

problemática que se les presentó a consideración a los Magistrados integrantes del 

H. Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil en la Ciudad de México y la 

necesidad de aplicar estrictamente el control de la convencionalidad a efecto de que 

la colectividad que represento tenga un efectivo acceso a la justicia, lo cual podría o 

debería inclusive hacerlo de oficio y lejos de dicha actitud de dejar a un lado la 

protección de los derechos humanos, ya que nuestros Máximos Tribunales han 

sostenido en diversas tesis de jurisprudencia la obligación de los tribunales de actuar 

incluso de oficio en materia de derechos humanos, cuando adviertan que el respeto 

a los derechos y libertades de acceso a la justicia, garantía de audiencia y tutela 

jurisdiccional se supedite a requisitos innecesarios, excesivos, carentes de 

razonabilidad o proporcionalidad. Veamos pues el contenido de la siguiente tesis de 

jurisprudencia que aborda el tema: 

 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN 

MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. CUANDO LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

ADVIERTAN QUE EL RESPETO A LOS DERECHOS Y 

LIBERTADES DE ACCESO A LA JUSTICIA, GARANTÍA 

DE AUDIENCIA Y TUTELA JURISDICCIONAL SE 

SUPEDITÓ A REQUISITOS INNECESARIOS, 

EXCESIVOS, CARENTES DE RAZONABILIDAD O 

PROPORCIONALIDAD, EN EJERCICIO DE AQUÉL, 

DEBEN ANALIZAR PREPONDERANTEMENTE TAL 

CIRCUNSTANCIA, AUN CUANDO NO EXISTA 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN O AGRAVIO AL 

RESPECTO. 

 

De conformidad con los artículos 1o. y 103 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, los órganos 

jurisdiccionales se encuentran legalmente vinculados a ejercer, 

ex officio, el control de convencionalidad en sede interna, lo 

cual implica la obligación de velar no sólo por los derechos 

humanos contenidos en los instrumentos internacionales 

firmados por el Estado Mexicano, sino también por los 

establecidos en la Constitución Federal, adoptando la 

interpretación más favorable conforme al principio pro persona. 

Así, deben proteger cabalmente, entre otros, los derechos y 

libertades de acceso a la justicia, garantía de audiencia y tutela 

jurisdiccional, acorde con los artículos 8, numeral 1 y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación 

con los preceptos 14 y 17 de la Constitución General de la 

República. Ahora bien, si la tutela jurisdiccional se ha definido 

como el derecho de toda persona para acceder de manera 

expedita a tribunales independientes e imparciales para plantear 

sus pretensiones o defenderse de ellas, con el objeto de que 

mediante la sustanciación de un proceso donde se respeten 

ciertas formalidades se emita la resolución que decida la cuestión 

planteada y, en su caso, se ejecuten las decisiones, es evidente 

que el respeto a esos derechos y libertades no debe supeditarse 
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a requisitos innecesarios, excesivos, carentes de razonabilidad o 

proporcionalidad; por ello, cuando los Tribunales Colegiados de 

Circuito adviertan tal circunstancia, deben analizarla 

preponderantemente, en ejercicio 

del control de convencionalidad, con la finalidad de proteger y 

garantizar los derechos humanos, aun cuando no exista concepto 

de violación o agravio al respecto. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL 

CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN. 

 

Amparo directo 492/2012. Materias del Comercio Exterior, S.A. 

de C.V. 6 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Luis Moya Flores. Secretario: Guadalupe González Vargas. 

Amparo directo 693/2012. Distribuidora de Tiendas C.R., S.A. 

de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 

José Luis Moya Flores. Secretario: Roberto Javier Sánchez 

Rosas. 

Amparo directo 719/2012. Servicios de Polietileno Excelente, 

S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. 

Ponente: Miguel Mendoza Montes. Secretario: Hipólito Alatriste 

Pérez. 

Amparo directo 721/2012. Faske, S.A. de C.V. 6 de septiembre 

de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Myriam del Perpetuo 

Socorro Rodríguez Jara. Secretaria: Enriqueta Velasco Sánchez. 

 

Nota: Sobre el tema tratado en esta tesis, el Tercer Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región 

emitió la jurisprudencia VI.3o.(II Región) J/3 (10a.), publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XX, Tomo 2, mayo de 2013, página 1093, de rubro: 

"CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN 

MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. CUANDO LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADVIERTAN 

QUE EL RESPETO A LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE 

ACCESO A LA JUSTICIA, GARANTÍA DE AUDIENCIA Y 

TUTELA JURISDICCIONAL SE SUPEDITÓ A REQUISITOS 

INNECESARIOS, EXCESIVOS, CARENTES DE 

RAZONABILIDAD O PROPORCIONALIDAD, EN 

EJERCICIO DE AQUÉL, DEBEN ANALIZAR 

PREPONDERANTEMENTE TAL CIRCUNSTANCIA, AUN 

CUANDO NO EXISTA CONCEPTO DE VIOLACIÓN O 

AGRAVIO AL RESPECTO." 

 

No obstante lo anterior, la sentencia en lugar de hacer un estudio de la 

convencionalidad de los artículos 594, 605, 608 y 617 del CFPC, hace uso de 

fetichismos jurídicos para procurar sostener que ha precluido nuestro derecho de 

tildar de inconstitucional los preceptos antes mencionados, no obstante que las 

normas que se tildan de inconstitucionales, constituyen verdaderos impedimentos 

jurídicos y fácticos, carentes de racionalidad y proporcionalidad de manera que 

obstaculizan el acceso a la justicia en materia de acciones colectivas, violentando las 
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garantías de audiencia y tutela jurisdiccional de los miembros ausentes y presentes 

de la colectividad, de modo tal que destruyen la eficacia de la acción colectiva. 

Así, habremos de destacar que la sentencia señalada como acto reclamado del 

25 de junio del 2019, se dictó en plenitud de jurisdicción por la autoridad responsable 

H. Tercer Tribunal Unitario en Materia Civil, Administrativa y Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito 

(en adelante “autoridad responsable” o “Tercer Tribunal Unitario”), por lo que, 

en pleno ejercicio de su libertad jurisdiccional, dicha autoridad decidió modificar 

una sentencia anterior de fecha 29 de enero del 2016 (Toca de apelación civil 

682/2015) dictada por un Tribunal Unitario Auxiliar en la que se absolvió a 

Nextel/AT&T del pago de las prestaciones reclamadas, para luego dictar una nueva 

sentencia en la que se condenó a Nextel/AT&T, entre otras prestaciones, a devolver 

a sus clientes el 20% de lo pagado  y, es precisamente hasta el dictado de esta nueva 

sentencia, cuando se actualiza la aplicación de las normas procesales que se tildan 

de inconstitucionales en perjuicio de la colectividad, de modo tal que trascienden en 

el resultado de fallo. 

En efecto, el suscrito sostiene que la primera sentencia dictada por el Tribunal 

Auxiliar, al haber resultado adversa a los intereses de la colectividad, aun y cuando 

se trató de un fallo anterior que deriva de la misma secuela procesal, en dicho antiguo 

fallo la aplicación de las normas procesales contenidas en el Código Federal de 

Procedimientos Civiles que regulan los juicios colectivos, no se tradujeron en un 

perjuicio para la colectividad  ni tuvieron ninguna trascendencia, de manera que no 

se requería ni se hubiera dictado la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma.  

Esto es, el Pleno de esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 

la contradicción de tesis 55/2011, determinó que para que en el juicio de amparo en 

la vía directa se pueda analizar la constitucionalidad de una norma general, son 

necesarios los siguientes presupuestos: 

a. Que se haya aplicado el acto reclamado, ya sea en la sentencia definitiva 

o durante la secuela del procedimiento respectivo, en un acto procesal que 

no haya revestido una ejecución irreparable o, en la resolución o acto de 

origen; 

 

b. Que esa aplicación se haya actualizado en perjuicio del solicitante de la 

protección constitucional y trascendido al resultado del fallo, pues de no 

ser así, no sería bastante para conceder el amparo, ya que no habría 

afectación o ésta no habría determinado el sentido del fallo reclamado y; 

 

c. Que sobre el particular se esgriman conceptos de violación o se surta 

alguna de las hipótesis del artículo 76 bis de la Ley de Amparo para suplir 

la queja deficiente. 

 

En el caso concreto, la primera sentencia de fecha 29 de enero del 2016, al 

haber resultado adversa, no era posible el análisis de la constitucionalidad de las 

normas al no actualizarse los presupuestos antes comentados. Fue hasta el dictado 

de la segunda sentencia emitida por la autoridad responsable que, al resultar 

favorable para la colectividad, que se actualizó el primer acto de aplicación de las 

normas en perjuicio de la colectividad. Es con esta última sentencia cuando resulta 

relevante y debe cuestionarse que exista una carga para los miembros de la 

colectividad para enterarse de la sentencia, de tener que manifestar su voluntad de 
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quererse beneficiar de la misma, el tener derecho a una indemnización integral, lo 

que se logra con la condena de gastos y costas y, el no tener que tramitar incidentes 

individualizados, cuyo costo es superior al derecho que le dio la sentencia. Con la 

sentencia adversa, ninguno de estos aspectos existían y menos afectaban a la 

colectividad. 

 En efecto, Nuestros Máximos Tribunales ha sostenido que para que proceda 

el juicio de amparo, es indispensable que el precepto que se tilda de inconstitucional, 

se haya aplicado al quejoso en su perjuicio en la secuela del juicio natural o en la 

sentencia, laudo o resolución reclamado en el juicio de amparo, por lo que debe 

existir una vinculación entre el agravio que le produce la sentencia dictada por la 

autoridad responsable y el planteamiento de inconstitucionalidad de normas 

generales que hace en su demanda. Veamos pues lo que establece la jurisprudencia 

al respecto: 

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA QUE 

PROCEDA ESE RECURSO ES NECESARIO QUE 

LA NORMA QUE SE TILDA DE INCONSTITUCIONAL 

SE APLIQUE AL QUEJOSO EN SU PERJUICIO Y EL 

PLANTEAMIENTO DE INCONSTITUCIONALIDAD 

ESTÉ VINCULADO CON EL ACTO RECLAMADO. 

 

Para la procedencia del recurso de revisión en amparo directo es 

indispensable que el precepto que se tilda de inconstitucional se 

haya aplicado al quejoso en su perjuicio en la secuela del 

procedimiento del juicio natural o en la sentencia, laudo o 

resolución reclamado en el juicio de amparo, por lo que debe 

existir una vinculación entre el agravio que le produce la sentencia 

dictada por la autoridad responsable y el planteamiento de 

inconstitucionalidad de normas generales que hace en su 

demanda, pues el juicio relativo no constituye una vía para hacer 

planteamientos abstractos de inconstitucionalidad de normas -

ajenos a la decisión contenida en el acto reclamado- a la autoridad 

jurisdiccional. Lo anterior es así, ya que en el amparo directo no 

se cuestiona la constitucionalidad de las leyes por vía de acción, 

sino de excepción, esto es, lo que se pretende al cuestionar la ley 

es que se declare la inconstitucionalidad del acto reclamado, es 

decir, de la sentencia impugnada, que es la que le causa agravio a 

la quejosa. Así, la posibilidad de que quien perdió el juicio en los 

tribunales ordinarios acuda al juicio de amparo para que se revise 

la sentencia que le causó perjuicio, tiene por objeto que los 

tribunales federales verifiquen si hubo una violación durante el 

juicio ordinario a sus derechos constitucionales y, en su caso, 

analizar si las normas específicas, con base en las cuales se decidió 

el juicio, no vulneran los principios consagrados en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De 

manera que no constituye una oportunidad para plantear la 

inconstitucionalidad de normas que no hayan sido aplicadas en el 

acto reclamado, o que no tengan vinculación alguna con la 

resolución que le causó agravio a la parte quejosa, y mucho 

menos, con base en argumentos abstractos que no tengan relación 

con la secuela procesal y con la resolución que constituye el acto 

reclamado. De lo contrario, se vulnerarían los principios de 
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procedencia que el Constituyente Permanente y este alto tribunal 

han ido construyendo durante décadas. En efecto, dar procedencia 

a los recursos de revisión en los que se haga referencia a temas de 

constitucionalidad de normas que no están relacionados con el 

asunto de que se trata, se traduciría en vulnerar el principio de 

excepcionalidad atribuido al recurso 

de revisión en amparo directo, porque, entonces, "todos" los 

recursos de revisión en amparo directo serían procedentes con 

cualquier ocurrencia, como lo es aducir la inconstitucionalidad de 

la Constitución local, y por lo tanto, de todo el ordenamiento 

jurídico de la entidad, cuando la litis no versó sobre dicha 

cuestión, lo que demeritaría su objeto así como la atribución 

otorgada a este alto tribunal de constituirse en el intérprete 

definitivo de la Constitución Federal. 

 

Amparo directo en revisión 1023/2013. Nancy García López. 15 

de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Amparo directo en revisión 1897/2013. Claudia Verónica García 

y otra. 3 de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 

y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 

Amparo directo en revisión 1654/2013. Jorge Jesús Cano 

Cisneros. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 

y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 

Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 

 

AMPARO DIRECTO CONTRA LEYES. 

NO OPERA EL CONSENTIMIENTO TÁCITO CUANDO 

SE RECLAMA UNA NORMA APLICADA EN PERJUICIO 

DEL GOBERNADO, A PESAR DE TRATARSE DEL 

SEGUNDO O ULTERIOR ACTO DE APLICACIÓN. La 

causa de improcedencia del juicio de amparo prevista en el 

artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo, se refiere 

expresamente al consentimiento tácito de los actos reclamados y 

a los diversos momentos en que pueden impugnarse de manera 

destacada para no tener tal carácter, particularidad que la torna 

incompatible con el amparo directo, en el cual lo que se reclama 

como acto destacado no es la ley, sino la sentencia o resolución 

definitiva, por lo que en todo caso únicamente es aplicable a la 

sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al 

procedimiento, mas no a la inconstitucionalidad de la norma, ya 

que ésta sólo es reclamada a través de los conceptos de violación, 

habida cuenta que una eventual concesión de la protección 

constitucional se limitaría al acto impugnado, es decir, la 

declaratoria de inconstitucionalidad de una disposición legal 
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contenida en la parte considerativa de una sentencia 

de amparo directo, a diferencia de lo que sucedería en el juicio 

de amparo indirecto, no tendría el efecto de impedir que al 

quejoso se le aplique la norma general respectiva tanto en el acto 

reclamado como en cualquier otro mientras permanezca vigente, 

sino que sólo dejaría insubsistente la resolución impugnada; de ahí 

que, cuando en la vía uniinstancial se controvierte la regularidad 

constitucional de una disposición legal, al no reclamarse como 

acto destacado, no puede determinarse que debe constreñirse al 

primer acto de aplicación en perjuicio del gobernado ni tampoco 

puede regirse por las mismas reglas de procedencia de la acción 

en la vía biinstancial, máxime que la mencionada causa se edifica 

en aspectos que rigen sólo para el amparo indirecto y que son 

incompatibles con el directo. En tal virtud, no deben declararse 

inoperantes los conceptos de violación hechos valer en un juicio 

de amparo directo respecto de una ley, cuando la sentencia 

reclamada constituya su segundo o ulterior acto de aplicación; sin 

embargo, en todo momento es preciso verificar si su aplicación 

perjudica al promovente y si no ha precluido su derecho a 

impugnarla. 

 

Contradicción de tesis 58/2011. Entre las sustentadas por la 

Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 22 de noviembre de 2012. Mayoría de nueve votos; votó 

en contra de la procedencia de la contradicción Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José 

Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis 

López. 

 

El Tribunal Pleno, el catorce de febrero en curso, aprobó, con el 

número 1/2013 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. 

México, Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil trece. 

 

Así, tenemos que esa SCJN ha considerado que la impugnación de una norma 

en un juicio de Amparo Directo no excluye la posibilidad de que incluso el mismo 

quejoso al que se le haya otorgado la protección constitucional contra el primer acto 

de aplicación de la ley declarada inconstitucional, esté en posibilidad de acudir a 

impugnarla nuevamente en amparo directo, al aplicársele en un segundo o ulterior 

acto de ejecución dicha ley, dado que la sentencia que se emite en ese tipo de juicios, 

produce efectos directos en relación únicamente con la resolución reclamada más no 

con la ley impugnada, con lo cual se observa el principio de relatividad de las 

sentencias de amparo, pues la declaración de inconstitucionalidad no da lugar a la 

anulación de la ley para desaplicarla de la esfera jurídica del quejoso mientras 

permanezca vigente, por lo que no procede desestimar los conceptos de violación 

hechos valer en un juicio de Amparo Directo respecto de una ley, aun cuando se trate 

de ulteriores actos de aplicación, salvo que el acto reclamado derive de una misma 

secuela procesal. 

 

Además, aun suponiendo que la sentencia que se reclama deriva de la misma 

secuela procesal, en el caso concreto, en la primera sentencia del Tribunal Unitario, 

no se aplicaron los artículos 594, 605, 608 y 617 del CFPC en perjuicio de la 

colectividad y muchos menos su aplicación trascendió el resultado del fallo, es hasta 

esta nueva sentencia, que se emitió en plenitud de jurisdicción, cuando 
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verdaderamente trascendió la aplicación de dichos artículos, pues se materializaron 

las hipótesis normativas que en ellos se contempla. 

 

I. Respecto de la omisión del análisis de la constitucionalidad del artículo 

594 del CFPC se manifiesta: 

  

Es inexacto que el Tribunal Colegiado haya considerado INOPERANTE el 

concepto de violación relacionado con la inconstitucionalidad del artículo 594 del 

CFPC, en virtud de la existencia y substanciación del juicio de Amparo Indirecto 

121/2019 del cual resultó el Recurso de Revisión 283/2019 tramitado ante el H. 

Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil de Primer Circuito, en el cual, de 

acuerdo con la sentencia, era el momento en el que la colectividad debió de haber 

combatido el primer acto de aplicación del citado precepto. 

 

 Lo anterior es inexacto, pues por principio de cuentas, el auto emitido por el 

Juez natural de Primera Instancia, en donde se negó la adhesión de 400 miembros a 

la colectividad y que se combatió vía Amparo Indirecto, es un diverso acto de 

autoridad dictado por motivos y consideraciones diferentes a los motivos que dieron 

origen al dictado de la sentencia definitiva y fue dictado en una etapa procesal 

diversa con fines diferentes. 

 

El acto reclamado en el juicio de Amparo Indirecto 121/2019, no lo fue la 

aplicación de la “opción por entrar” a la colectividad (“Opt-in”) para beneficiarse 

de la sentencia definitiva favorable prevista en el artículo 594 del citado Código 

Procesal Civil, pues la afectación ahí reclamada se materializaba en miembros 

presentes de la colectividad que ya habían superado los grandes obstáculos que 

representa actualmente el sistema “Opt-in” a toda la colectividad ausente, como lo 

son: el enterarse de la existencia de la demanda y hacerle llegar su consentimiento 

al representante de la colectividad que se encuentra en Tijuana, Baja California, para 

ser tomados en cuenta como miembros presentes; obstáculos que, como se ha dicho, 

ya habían sido superados por los 400 miembros que exhibieron sus consentimientos 

por vía electrónica al representante de la colectividad y que, en vía de Amparo 

Indirecto, sólo pedían una correcta aplicación del artículo 594 del CFPC, tal y como 

se advierte de la demanda de Amparo Indirecto. Dicho amparo fue promovido por 

un número determinado de miembros de la colectividad (400) ante la negativa del 

Juez de tenerlos como parte en el juicio colectivo, por no haber exhibido firmado en 

original del documento por el que manifestaron al representante de la colectividad 

su voluntad de integrarse al grupo. 

 

La sentencia emitida por el Tribunal Colegiado, tergiversa el contenido y 

alcance del Amparo Indirecto 121/2019 y su Revisión 283/2019, ya que se insiste 

no se atacó de inconstitucional el artículo 594 del CFPC, pues lo que se pretendía 

era su correcta aplicación en beneficio de miembros que ya conocían el juicio 

colectivo y manifestaron por medios electrónicos su deseo de adherirse y, en todo 

caso, lo que sí se dijo en dicho Amparo Indirecto es que, una interpretación de dicho 

precepto exigiendo la firma original y no aceptar la firma electrónica utilizada por 

los adherentes, lo haría inconstitucional. Siendo del todo irrelevante que en el 

Recurso de Revisión se hayan planteado argumentos de constitucionalidad, pues 

dichos argumentos no fueron estudiados ni resueltos por el H. Noveno Tribunal 

Colegiado en Materia Civil, al referirse a cuestiones no planteadas en la demanda de 

Amparo Indirecto.  
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Dicho Amparo Indirecto fue admitido a trámite, porque se consideró que el 

acto reclamado en el que se aplicó el artículo 594 del CFPC, se trató de un acto 

dictado fuera de juicio, ya emitida la sentencia definitiva, no así, porque se tratara 

de un acto de imposible reparación. 

 

Es también inexacto, el que se considere INOPERANTE el concepto de 

violación referente a la inconstitucionalidad del artículo 594 del CFPC, en virtud de 

que de acuerdo con la sentencia emitida por el Tribunal Colegiado, la sentencia aquí 

reclamada, vía Amparo Directo, no aplica el artículo 594 del CFPC; sin embargo, si 

bien es cierto la sentencia reclamada no hace cita expresa del citado precepto, lo 

cierto es que implícitamente se encuentra aplicando el contenido del artículo 

594 CFPC  y en específico su octavo párrafo que a la letra establece: 

 

Artículo 594 …. 

 

…Tratándose de acciones colectivas en sentido estricto e 

individuales homogéneas sólo tendrán derecho al pago que derive 

de la condena, las personas que formen parte de la colectividad y 

prueben en el incidente de liquidación, haber sufrido el daño 

causado…” 

 

 De acuerdo con lo anterior, sólo tendrán derecho al pago que deriva de la 

condena del juicio colectivo en Acciones Colectivas Individuales Homogéneas, las 

personas que formen parte de la colectividad y prueben en el incidente de 

liquidación, haber sufrido el daño causado por el demandado.  

 

En la sentencia definitiva que como acto reclamado se combate, se aplicó en 

forma implícita el octavo párrafo del artículo 594 del CFPC, ya que no se contempló 

como beneficiarios del fallo a los miembros ausentes de la colectividad, pues la 

sentencia únicamente contempla como beneficiarios a los miembros presentes, 

afectando de manera global a todos y cada uno de los miembros ausentes, siendo 

claro que el 100% de los miembros ausentes no se van a poder enterar de la 

existencia de la sentencia dada la deficiente regulación que presenta los 

procedimientos colectivos y mucho menos harán llegar su consentimiento para 

beneficiarse de su contenido, antes de que transcurran los 18 meses de dictada la 

sentencia para beneficiarse de ésta, ello atendiendo a las excesivas, irracionales y 

desproporcionales cargas procesales impuestas al grupo, de tener que enterarse de la 

existencia del fallo no óbstate que se conoce el nombre y domicilio de las personas 

que tienen derecho a la devolución del 20% de sus consumos de telecomunicaciones, 

sin embargo, se les impone también la carga de tener que adherirse y tener que  

presentar un incidente de liquidación de naturaleza individual en el que prueben el 

daño sufrido, para luego ejecutar en forma individual el monto liquidado.  

Así pues, es claro que el octavo párrafo del artículo 594 del CFPC sólo puede 

cobrar aplicación a la colectividad, hasta el momento en la que existe una sentencia 

definitiva favorable a la colectividad que excluya de su beneficio a los miembros 

ausentes, pues de no haber sentencia favorable, no habrá condena alguna que 

beneficie a los miembros de la clase. 

 

En el juicio de Amparo Directo que nos ocupa, el suscrito como representante 

de la colectividad, eligió la vía Directa para plantear la inconstitucionalidad del 

referido precepto, es decir, la no aplicación del artículo 594 del CFPC, ello lo realizó 

una vez que existió sentencia condenatoria, buscando con ello, el efecto de que en la 

sentencia definitiva se incluyera el nombre y cantidad líquida a favor de los cerca de 
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4 millones de personas que integran el grupo, incluidos claro los 400 miembros cuya 

adhesión fue indebidamente rechazada en el curso del procedimiento colectivo, 

quienes por cierto, agotaron todos los medios legales de defensa a su alcance 

(Recurso de Revocación, Amparo Indirecto 121/2019, Recurso de Queja y el 

Amparo en  Revisión 283/2019) para ser admitidos a la colectividad, pero no lo 

lograron, pues triunfó el viejo e inflexible paradigma respecto de la necesidad de 

exhibir firma autógrafa original, llevándonos a la irracional conclusión de tener que 

obtener alrededor de 4 millones de documentos de adhesión firmados en original 

para que se pueda beneficiar del fallo toda la colectividad, misma que se encuentra 

dispersa a lo largo de territorio nacional.  

 

Así tenemos que, por un tema de preclusión indebidamente aplicado, se está 

dejando inaudito a la colectividad que represento, impidiéndole la defensa de sus 

derechos humanos de acceso a la justicia, su derecho humano de audiencia, el 

derecho humano a una justa indemnización y su derecho a una tutela judicial 

efectiva.  

 

II. Respecto de la omisión de analizar la constitucionalidad del artículo 

608 del CFPC se manifiesta: 

 

Respecto a la inconstitucionalidad del artículo 608 del CFPC planteada en la 

demanda de Amparo Directo, se considera igual de ilegal y desafortunado la 

consideración del Tribunal Colegiado al declarar inoperantes los conceptos de 

violación relativos y que se transcriben en el presente Recurso de Revisión. 

 

Al respecto, se hace notar a esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

que en la primera sentencia emitida por la autoridad responsable, jamás se aplicó el 

contenido del artículo 608 del CFPC, es hasta ahora, en la sentencia señalada como 

acto reclamado, la que constituye el primer acto de aplicación en perjuicio de la 

colectividad de los miembros ausentes del grupo, ya que la sentencia de la cual 

derivó el primer Amparo Directo, absolvió al demandado Nextel/AT&T, por lo que 

era irrelevante en aquel momento la notificación de la sentencia a miembros que no 

les daba ningún derecho.  

 

Lo que realmente se planteó en aquel Amparo Directo 193/2016 fue que, en 

caso de que se considerara que se debía dictar una sentencia condenatoria, se dieran 

lineamientos para una efectiva y amplia notificación de la sentencia, para que los 

miembros ausentes pudieran hacer valer su derecho a beneficiarse de la sentencia 

dentro del plazo de dieciocho meses que prevé la ley procesal, ante la desafortunada 

redacción del artículo 608 del CFPC. 

 

Es realmente increíble que en la sentencia del H. Noveno Tribunal Colegiado, 

se hayan hecho diversos esfuerzos para tratar de forzar una inexistente inoperancia, 

cuando lo que estamos solicitando en el Amparo Directo es que, se ejerza un 

adecuado control de la convencionalidad y se dejen de aplicar los preceptos en 

comento, para que 4 millones de personas tengan un efectivo acceso de justicia, se 

les respete su derecho de audiencia y puedan beneficiarse de la condena a AT&T de 

devolverles el 20% de lo pagado y proceder a la reducción del precio del servicio sin 

necesidad de hacer casi nada al respecto. Poder obligar a AT&T a elaborar 4 millones 

de cheques a favor de la colectividad y que los mismos sean enviados al domicilio 

vía correo certificado de cada una de las personas que sufrieron los abusos por parte 

del proveedor, cumpliendo así uno de los principales objetivos de las acciones 

colectivas a que se refiere la exposición de motivos del artículo 17 Constitucional, 
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es decir, generar en la sociedad un efecto disuasivo ante los abusos de algunos 

proveedores. En lugar de ello, la sentencia recurrida hace fetichismos jurídicos y 

protege a AT&T. Igualmente, proceder a la reducción del precio del servicio de 

telecomunicaciones, reducción que debería reflejarse por lo menos en las facturas 

futuras que se emiten a la colectividad, hasta en tanto AT&T demuestre prestar un 

servicio eficiente de radio o trunking. 

 

Se hace más dramática la violación masiva del derecho humano de audiencia 

y acceso a la justicia de los miembros ausentes de la colectividad, si se toma en 

cuenta que se trata de personas fácilmente identificables o determinables, pues 

Nextel/AT&T conoce sus nombres y domicilios, sin embargo, al parecer a los 

Tribunales Federales participantes en este proceso colectivo, les importa poco violar 

el derecho de millones de personas a que les sea devuelto el 20% de lo pagado por 

servicios no recibidos por Nextel y la reducción del precio de dichos servicios, pues 

nada hacen por evitar dicha flagrante violación masiva de derechos.   

 

Ahora bien, atendiendo a la obligación constitucional que deriva de la 

exposición de motivos del artículo 17 Constitucional, en donde se encomienda a los 

juzgadores la misión de cuidar el espíritu de los juicios colectivos e incluso autoriza 

a los jueces revisen el espíritu de los procedimientos colectivos de acuerdo con las 

interpretaciones que se han llevado a cabo en otras jurisdicciones,  aún en el sistema 

mixto que se aplica en la legislación Española, el jurista español Profesor Luis Javier 

Mieres Mieres, en su trabajo “Acerca de la constitucionalidad de la nueva 

regulación de las acciones colectivas promovidas por asociaciones de consumidores 

y usuarios” destaca el deber de:  

 

“ …los jueces y tribunales interpreten y exijan con rigor, tanto el 

requisito formal de la publicidad de la acción, como los requisitos 

de representatividad y de identidad fáctica que deben concurrir en 

las acciones de clase, sosteniendo que la falta de un mecanismo de 

opt-out sólo parece constitucionalmente soportable, si la acción de 

clase (i) es iniciada por una asociación de consumidores y usuarios 

suficientemente representativa; (ii) se sustenta sobre unos hechos 

que tienen tal grado de identidad entre los casos individuales de la 

multitud de consumidores y usuarios indeterminados representados, 

que se puede razonablemente presumir que las alegaciones y 

fundamentación jurídica esgrimidas por todos y cada uno de los 

consumidores y usuarios representados habrían sido coincidentes 

con las esgrimidas en la reclamación interpuesta por la Asociación; 

(iii) se publica la reclamación adecuadamente (para facilitar el 

ejercicio del mecanismo de opt-in o intervención adhesiva); y (iv) se 

refiere a consumidores y usuarios realmente indeterminados o de 

difícil determinación…” 

 

En nuestro caso particular, los miembros de la clase son personal fácilmente 

identificables o determinables.   

 

III. Respecto de la omisión del análisis de la constitucionalidad del artículo 

617 del CFPC se manifiesta: 

 

Si bien, en el primer fallo emitido por la autoridad responsable se aplicó el 

artículo 617 del CFPC, ello fue en un contexto totalmente diferente, en el que la 

sentencia fue adversa a los intereses de la colectividad y, el motivo que se adujo en 



 68 

ese entonces el juzgador, para no condenar en costas al demandado o proveedor, fue 

la improcedencia de lo reclamado. 

 

Así pues, en la demanda de Amparo Directo anterior (193/2016) no existió 

aplicación del artículo 617 del CFPC en perjuicio de la colectividad, por el simple 

hecho de que no existió una sentencia de condena que pudiera tener como 

consecuencia el beneficio de los gastos y costas, pues la entonces autoridad 

responsable dictó una sentencia absolutoria, por lo que es claro que no había materia 

para el pago de gastos y costas y, por lo mismo, no se satisfacía el requisito de que 

la aplicación de la norma se efectuara en perjuicio de la colectividad para que se 

pudiera entrar al estudio de su constitucionalidad en aquel primer Amparo Directo.  

 

En cambio, en la sentencia que constituye el acto reclamado en el juicio de 

Amparo Directo que nos ocupa, existe una condena en contra del proveedor, y es 

precisamente partiendo de la sentencia de condena que se considera que el artículo 

617 del CFPC es inconstitucional, pues el Tribunal Colegiado aplica dicha 

disposición para exonerar al proveedor de la carga de pagar los gastos y costas, a 

pesar de habérsele acreditado la violación de los derechos de sus consumidores y 

haber obligado a la colectividad a incoar un juicio en su contra para la protección de 

sus derechos e intereses colectivos, sin que al efecto exista una compensación por la 

tramitación del juicio, no obstante que el derecho humano a una justa indemnización 

contemplado en la Convención Americana de Derecho Humanos. 

 

IV. Respecto de la omisión del análisis de la constitucionalidad del artículo 

605 del CFPC se manifiesta: 

 

Contrario a lo indicado, se considera que sí se cumplieron los requisitos 

mínimos exigidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el control de 

la convencionalidad y se aportaron los argumentos necesarios para el estudio del 

concepto de violación, pues en éste se estableció claramente que el artículo 605 del 

CFPC viola el derecho de acceso a la administración de justicia, audiencia y demás 

derechos citados, lo cual se estima suficiente para concluir que se confrontaron los 

requisitos previstos en el numeral 605 contra la garantía de acceso a la 

administración de justicia prevista en el 17 Constitucional, así como los argumentos 

en que se basa dicha confrontación. 

 

De acuerdo con los criterios de ese Alto Tribunal, la impugnación de una 

norma jurídica, en función del aspecto de su constitucionalidad, requiere los 

siguientes requisitos mínimos a satisfacer: 

 

a) el señalamiento de la norma de la Carta Magna;  

 

b) la invocación de la disposición secundaria que se designe como 

reclamada y, 

 

c) el concepto de violación en los que se trate de demostrar, jurídicamente, 

que la ley impugnada resulta contraria a la hipótesis normativa de la norma 

constitucional, en cuanto al marco de su contenido y alcance. 

 

A continuación, me permito citar la siguiente jurisprudencia que aborda lo antes 

comentado: 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN DEMANDA DE 

AMPARO DIRECTO. LA IMPUGNACIÓN 

DE CONSTITUCIONALIDAD DE DISPOSICIONES 

LEGALES PRECISA DE REQUISITOS MÍNIMOS A 

SATISFACER. 

 

La impugnación suficiente de una norma jurídica, en función del 

aspecto de su constitucionalidad, requiere que se base en 

premisas esenciales mínimas a satisfacer en la demanda de 

amparo directo. Esto es, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 166, fracciones IV y VII de la Ley de Amparo, se advierte 

la necesidad de que la norma jurídica señalada como reclamada, 

deba ser impugnada en confrontación expresa con una disposición 

específica de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, mediante concepto de violación suficiente. La causa 

requerida en tal situación se apoya en los siguientes elementos 

imprescindibles: a) señalamiento de la norma de la Carta Magna; 

b) invocación de la disposición secundaria que se designe como 

reclamada y, c) conceptos de violación en los que se trate de 

demostrar, jurídicamente, que la ley impugnada resulta contraria 

a la hipótesis normativa de la norma constitucional, en cuanto al 

marco de su contenido y alcance. A partir del cumplimiento de 

precisión de esos requisitos esenciales, surgirá la actualización 

del problema constitucional, así como la procedencia de la 

declaración respectiva en torno a la ley secundaria. Si no se 

satisfacen los requisitos medulares que se han indicado, el 

señalamiento de la ley reclamada y el concepto de violación que 

no indique el marco y la interpretación de una disposición 

constitucional que pueda transgredir aquélla, resultan motivos de 

insuficiencia, que desestiman la actualización de un verdadero 

problema de constitucionalidad de ley. En este orden, a la parte 

quejosa, dentro de la distribución procesal de la carga probatoria, 

incumbe la de demostrar la inconstitucionalidad de la ley o de un 

acto de autoridad, excepción hecha de los casos en que se trate 

de leyes que hayan sido declaradas inconstitucionales en las que 

exista jurisprudencia obligatoria sustentada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, o cuando se esté en 

presencia de actos que sean inconstitucionales por sí mismos. Así 

la situación, deberá considerarse carente de la conformación de un 

verdadero concepto de violación, la simple enunciación como 

disposiciones constitucionales dejadas de aplicar, pues de ello no 

puede derivarse la eficiente impugnación de 

la constitucionalidad de leyes secundarias, en tanto que no existe 

la confrontación entre éstas y un específico derecho tutelado por 

la norma constitucional en su texto y alcance correspondientes. 

 

Amparo directo en revisión 671/97. Alicia García Medina. 14 de 

mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. 

Secretario: Guillermo Campos Osorio. 

Amparo directo en revisión 794/97. Margarito González Rivera. 

28 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero 

de García Villegas. Secretaria: Rosa Elena González Tirado. 
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Amparo directo en revisión 507/97. Rodolfo Bárbara Gama y otra. 

21 de octubre de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 

Juan N. Silva Meza. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 

Secretaria: Andrea Nava Fernández del Campo. 

Amparo directo en revisión 2822/98. Félix Castillo Carrasco y 

otra. 7 de abril de 1999. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez 

Cordero de García Villegas. Secretario: Joel Carranco Zúñiga. 

Amparo directo en revisión 52/99. Ayuntamiento de 

Huixquilucan, Estado de México. 7 de abril de 1999. Cinco votos. 

Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretaria: Rosalba 

Rodríguez Mireles. 

Tesis de jurisprudencia 58/99. Aprobada por la Primera Sala de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veinte 

de octubre de mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad 

de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto 

Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús 

Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de 

García Villegas. 

 

 Como ya se dijo, es inexacto que en la demanda de Amparo Directo no se 

contenga las premisas esenciales mínimas a satisfacer, para que se pueda entrar al 

estudio de la constitucionalidad del artículo 605 del CFPC.  

 

En la demanda de Amparo Directo, la colectividad claramente señaló que el 

artículo 605 del Código Federal de Procedimientos Civiles, es la norma que se tilda 

de inconstitucional. 

 

Asimismo en la demanda, se señaló que dicha norma es violatoria de los 

derechos humanos de acceso a la justicia, audiencia y de los principios de grado 

constitucional que regulan los procesos colectivos referentes a la economía procesal, 

concentración, pro debili, aplicación voluntaria y autoritativa del derecho material, 

agilidad, sencillez y flexibilidad de los procesos colectivos, todos ellos derechos 

contenidos en el artículo 17 Constitucional y en su exposición de motivos. 

 

Igualmente se dijo en la demanda, el por qué se considera que el artículo 605 

del CFPC resulta contraria a la hipótesis normativa del artículo 17 que regula la 

materia de acciones colectivas y a la letra del 28 Constitucional que exige leyes que 

protejan a los consumidores y propicien su organización para el mejor cuidado de 

sus intereses, sin embargo, el Tribunal Colegiado de forma por demás ligera y sin 

mayor explicación, estima que no se cumple con este requisito.  

 

La colectividad cumplió con todos los requisitos exigidos por la 

jurisprudencia para permitir el estudio de la constitucionalidad de una norma, el 

hecho de que los argumentos de constitucionalidad desarrollados en la demanda no 

hayan sido del agrado del Tribunal Colegiado, no implica que no se hayan 

desarrollado argumentos para cumplir con dichos requerimientos. 

 

La realidad es que, el Tribunal Colegiado no hace un estudio profundo, íntegro 

y exhaustivo de la demanda de amparo, en la que claramente se explicó que el 

artículo 605 del CFPC constituye una carga o impedimento jurídico o fáctico carente 

de racionalidad y proporcionalidad que desfavorece el acceso a la justicia a través 

de la acción colectiva, también se indicó que no es una norma que proteja el interés 

de los consumidores ni que propicie su organización para el mejor cuidado de sus 
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intereses, pues divide o atomiza a la colectividad en la etapa de ejecución de 

sentencia.  

 

Igualmente, se señaló que dicho artículo no cumple con los principios de 

concentración, economía procesal, acceso a la justicia, pro debili y aplicación 

voluntaria y autoritativa del derecho material, al establecer la ejecución individual 

de la sentencia definitiva, explicando que ejecutar en solitario una determinación 

que le concede una bonificación de mil quinientos pesos a un miembro de la 

colectividad -entre honorarios de abogado, honorarios de perito valuador de los 

bienes que en su caso se embarguen, certificados de gravámenes, derechos de 

inscripción, publicaciones en periódico para anunciar el remate etc. -, se vería 

opacado el beneficio del fallo por un tema de costo-beneficio; por lo tanto, la 

ejecución individual, no es compatible con los principios de economía procesal, 

concentración y demás contenidos en el texto del artículo 17 Constitucional y su 

exposición de motivos. 

 

El Tribunal Colegiado pierde de vista que la Primera Sala de Nuestro más 

Alto Tribunal, ha referido en la ejecutoria 28/2013 y otras, que lo contenido en la 

exposición de motivos de la reforma al artículo 17 Constitucional en materia de 

acciones colectivas, para efectos prácticos, forma parte del marco legal aplicable a 

los juicios colectivos; otorgando además la razón respecto a la forma en que los 

procedimientos colectivos deben ser vistos por las autoridades judiciales. 

 

Así pues, como se explicó en la demanda de amparo, el hecho de que el texto 

del artículo 605 del CFPC no permita la ejecución colectiva de la sentencia 

definitiva, es contrario a los principios y fines que rigen las acciones colectivas, 

constituyendo un obstáculo de acceso a la justicia a consumidores con reclamos de 

poca cuantía, quienes tienen como única opción real para acceder a la justicia la vía 

colectiva.  

 

Los Magistrados del Tribunal Colegiado que dictaron la sentencia que se 

combate, perdieron de vista su misión de administrar justicia, dejando a un lado el 

hecho de que Nextel-AT&T fue condenado a prestar, en forma óptima y eficiente, el 

servicio de radio o trunking en beneficio de la totalidad de la colectividad y a 

reembolsarle a ésta el 20% (veinte por ciento) de los pagos realizados durante los 

últimos 3 años y medio, así como a la disminución del precio que nos viene cobrando 

por dichos servicios, también en beneficio de la totalidad de sus clientes o 

colectividad. No quisieron entender que nuestra legislación secundaria en materia de 

acciones colectivas, contiene algunas disposiciones que obstaculizan de jure y de 

facto que los miembros de la colectividad puedan traducir dichas condenas en un 

beneficio económico, por lo mismo, se solicita a esta H. Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en estricto control de la convencionalidad, realice un estudio de la 

constitucionalidad de las citadas normas, ya que, en el presente Amparo sostenemos 

que dichas disposiciones que obstaculizan el acceso al cobro, son contrarias a nuestra 

Constitución, pues imponen cargas procesales a los miembros de la colectividad que 

se traducen en impedimentos jurídicos y fácticos6 que resultan carentes de 

racionalidad, proporcionalidad y violatorias del principio de progresividad de modo 

                                                 
6 Basta revisar el juicio colectivo “Profeco vs Nextel” tramitado ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil 
de la Ciudad de México bajo el expediente 482/2013, en el cual se obtuvo sentencia favorable que otorga el derecho 
a más de tres millones y medio de personas de obtener un reembolso del 20% (veinte por ciento) de sus pagos y no 
obstante, haber transcurrido los 18 (dieciocho) meses a que causó estado dicha sentencia, plazo en el cual los 
miembros de la colectividad debían promover sus incidentes, la misma no benefició económicamente a NINGÚN 
miembro de la colectividad, tal y como se desprende del documento que se acompaña como Anexo A al presente 
memorándum. 
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tal que, obstaculizan el acceso a la justicia. Además de que no organizan a la 

colectividad de consumidores para el mejor cuidado de sus intereses, sino todo lo 

contrario, destruyen la eficacia de la acción colectiva. Veamos pues el por qué se 

afirma lo anterior: 

El primero y más destructivo obstáculo contenido en la ley reglamentaria, es 

el artículo 594 del CFPC en el que, no obstante, tanto el proyecto de los juristas 

Antonio Gidi, Eduardo Ferrer McGregor y Alberto Benítez, como la iniciativa 

presentada por el Senador Jesús Murillo Karam, incluía la técnica o sistema “Opt 

Out”, en el cual toda la colectividad estaría incluida sin necesidad de hacer nada; sin 

embargo, se incluyó esta disposición que se tilda de inconstitucional en la que, a 

efecto de poder tener acceso a la justicia, se le impone la carga procesal a la 

colectividad de enterarse de la existencia de la acción colectiva y, segundo, 

manifestar expresamente su consentimiento por escrito (técnica del “Opt In”) de 

beneficiarse del fallo emitido.  

 

Conforme a dicha disposición, sólo aquellos miembros que tengan 

conocimiento del juicio colectivo y expresen su voluntad por escrito a satisfacción 

del Juez, se beneficiarán de la sentencia. Esta carga ha sido tan devastadora que, en 

este juicio colectivo, la colectividad ha permanecido muy pequeña e incluso se ha 

rechazado la adhesión, por criterios inflexibles y formalistas de los Jueces Federales, 

a más de 400 miembros. 

 

Asimismo, en un juicio colectivo ganado por la Procuraduría Federal de 

Protección al Consumidor (en adelante Profeco) en contra de Nextel/AT&T que 

causó estado hace más de 18 meses, el mismo no obstante fue un juicio que duró 

muchos años, no benefició a ninguna persona, aun y cuando se condenó al 

demandado a pagar el 20% de los pagos realizados por 3 millones y medio de 

personas. La acción colectiva liderada por Profeco, se inició a raíz de las constantes 

quejas que los consumidores de Nextel/AT&T presentaron ante la Profeco (dicha 

empresa estuvo durante varios años en los primeros 5 lugares de quejas a nivel 

nacional, por dar un ejemplo, en el 2009 ocupó el cuarto lugar con 2,609 quejas y 

para el año 2013 subió al segundo lugar con 8,836 quejas), por lo que fue claro que, 

el procedimiento conciliatorio y sancionador que prevé la Ley Federal del 

Consumidor, no sirvió para persuadir al mencionado proveedor de servicios de 

cumplir con sus clientes, motivando a la Profeco acudir a las instancias judiciales a 

demandar el cumplimiento del contrato con sus clientes, en donde, seguido todo el 

proceso colectivo con sentencia favorable y pasado el término de 18 meses para que 

los miembros ausentes solicitaran su adhesión, únicamente se reportaron 78 

miembros presentes. (Anexo al presente recurso se acompaña como anexo Uno 

información proporcionada por Profeco, vía transparencia, relativa a dicho proceso 

colectivo en contra de Nextel en donde afirma que ningún miembro de la 

colectividad recibió cantidad alguna como consecuencia de dicha sentencia 

favorable). 

 

Insisto, el drama de todo esto es que, a pesar de toda la fuerza de la Profeco, 

ninguna persona se ha beneficiado económicamente de dicha sentencia, por lo que 

podemos afirmar que los obstáculos que incluyeron los legisladores (influenciados 

por cabilderos de los empresarios proveedores) al crear la norma general, fueron tan 

efectivos que, a la fecha, las Acciones Colectivas de consumidores han sido letra 

muerta.  
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Cabe señalar que, México es el único país en el Continente Americano que 

impone dichas cargas en los juicios colectivos, relativos a los reclamos de los 

consumidores a sus proveedores. De hecho, conforme a las estadísticas que existen 

en los Estados Unidos de América (EUA), se tiene medido que con dicha carga o 

sistema “Opt In”, menos del 1% de la colectividad se adhiere y se beneficia de una 

acción colectiva. También se resalta que el sistema norteamericano inició en 1938 

las Acciones Colectivas o “Class Actions”, exigiendo en su legislación inicialmente 

dicha carga que en la doctrina se conoce como sistema “Opt In”  u “Opción de 

Entrar”, lo que trajo como consecuencia una muy limitada práctica de “Class 

Actions” hasta que en el año de 1966 fue cambiada la ley por el sistema “Opt Out”, 

lo que motivó que se desarrollara una importantísimas práctica y defensa robusta de 

los derechos de las colectividades.  

 

A mi parecer, si un Órgano del Estado encargado de la protección de los 

derechos del consumidor, con la fuerza económica, política y de difusión con la que 

cuenta la Profeco, no ha tenido en el caso Nextel/AT&T el poder suficiente para 

materializar uno de los principios básicos en las relaciones de consumo, como lo es 

la efectiva prevención y reparación de daños patrimoniales y morales colectivos, ello 

tiene una simple y sencilla explicación y se resume a que la técnica “Opt-In”, como 

forma de organizar a la colectividad, destruye la eficiencia de la acción colectiva. 

 

Otro gran impedimento o carga para la colectividad que debe motivar a este 

H. Tribunal Constitucional a no aplicar el artículo 594 del CFPC referido, es la 

responsabilidad de la colectividad de enterarse de que existe la acción colectiva. 

Como se desprende del presente expediente, la única notificación que existió a la 

colectividad fue un edicto publicado por un sólo día en el periódico Excélsior. No 

obstante, dicha carga de notificar a la colectividad corresponde a los juzgadores, 

debiendo ser en forma cuidadosa al tratarse de una colectividad fácilmente 

identificable y determinable, sin embargo, ni en el presente asunto ni en ningún otro 

juicio colectivo en México desde marzo de 2012 del que tengamos conocimiento, se 

ha hecho una notificación en términos del tercer párrafo del artículo 591 del CFPC. 

Esta es otra situación fáctica que existe y debe llevar a esta Suprema Corte de alejarse 

del contenido del artículo 594. De hecho, el auto que ordena la forma en que se 

notifica a los miembros que conforman la colectividad afectada la admisión de una 

demanda de acción colectiva, era hasta hace poco irrecurrible vía Amparo Indirecto, 

según el criterio sostenido por el Pleno de los Tribunales Colegiados del Primer 

Circuito, fue hasta el dictado de la reciente Contradicción de Tesis 466/2018, que se 

permitió la vía del Amparo Indirecto para combatir ese tipo de decisiones, 

lamentablemente dicho criterio llegó tarde para este juicio colectivo, pues el juicio 

tiene más de ocho años que inició, ya muchos miembros de la colectividad han 

muerto, ya no son clientes Nextel, perdieron sus recibos o ya no tienen interés alguno 

en adherirse al grupo, ya se les paso el coraje.   

 

Ante esta problemática, la solución más adecuada y menos perjudicial para 

los intereses del grupo como colectivo, es no aplicar el artículo 594 del CFPC y 

proceder directamente a establecer bases para la efectiva y eficiente ejecución de las 

condenas contenidas en la Sentencia emitida por el H. Tercer Tribunal Unitario a 

favor de toda la colectividad, lo cual produciría un efecto similar a lo que en la 

doctrina se conoce como la técnica o sistema “Opt Out” de modo tal que, los 

miembros de la colectividad tendrán acceso a una justicia efectiva y eficiente, sin la 

necesidad de haber tenido que enterarse de la acción colectiva ni manifestado su 

voluntad de querer que su empresa telefónica les reembolse el 20% (veinte por 

ciento) de los pagos realizados durante los últimos 3 años y medio. También obtener 
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dicho beneficio económico, por qué no decirlo, sin la necesidad de haber lidiado con 

abogados y jueces que generalmente no somos de su agrado. Lo anterior, sin duda 

sería respetar los principios de agilidad, sencillez y flexibilidad de los 

procedimientos de rango Constitucional a que se refiere la Ejecutoria 28/2013.  

 

Adicionalmente, el dejar de aplicar el multicitado artículo 594 del CFPC 

conllevará el logro de otro de los grandes objetivos de las acciones colectivas a que 

se refiere la Ejecutoria 28/2013 y la Exposición de Motivos del artículo 17 

Constitucional, que es abatir o reducir los abusos que cometen algunas empresas en 

perjuicio de los consumidores, ya que responderá frente a toda la colectividad o 

grupo del monto total de sus ilegalidades, pues la colectividad y el Juez se encargarán 

de hacer efectivo el cobro total de todo el daño causado7, repartiéndolo a todos los 

miembros que se presenten a solicitar su pago y, el remanente, habrá que considerar 

si no debe pasar a formar parte del Fondo que administra el Consejo de la Judicatura 

Federal para el fomento de las acciones colectivas. Señores Ministros, no dejemos 

que Nextel continúe en la impunidad.  

 

Como lo ordena la Ejecutoria 28/2013, es obligación del juzgador de juicios 

colectivos analizar lo que sucede en otras jurisdicciones y, como se evidenció en la 

demanda de Amparo mediante la cita de las disposiciones legales extranjeras 

correspondientes, en la totalidad del Continente Americano los países con práctica 

de acciones colectivas mantienen el sistema “Opt out” en los juicios colectivos de 

los consumidores, ya que es la técnica más adecuada para tutelar los derechos de los 

mismos. El presente asunto representa la oportunidad de únicamente dejando de 

aplicar el artículo 594 del CFPC para que se produzcan efectos similares al sistema 

“Opt out”, dé amplio beneficio a la parte débil y un castigo a la parte fuerte que 

incumplió el contrato, por lo que se les ruega consideren inconstitucional dicho 

precepto al ser violatorio del marco legal que incorporó a nuestro sistema el tercer 

párrafo del artículo 17 Constitucional como se precisó en la Ejecutoria 28/2013  y 

se dicte una Sentencia de Amparo en protección de la colectividad, partiendo de la 

base que ya existe una condena en beneficio de toda la colectividad.  

 

Por otro lado, nuestra legislación no regula ampliamente la ejecución 

colectiva de la Sentencia, lo que destruye la eficacia de la acción colectiva en caso 

de que el juzgador no utilice las medidas de mejor proveer contenidas en los artículos 

598, 599, 600 y demás relativos del CFPC. El legislador mexicano omitió incluir las 

directrices para la ejecución colectiva de la Sentencia, que resulta necesaria para la 

ejecución en grupo y que requiere de una interpretación conforme con la naturaleza 

de los juicios colectivos, pues de lo contrario, esta situación constituirá un obstáculo 

a la impartición de justicia que incluye la materialización de la condena. La 

tramitación de los incidentes a que se refiere el artículo 605 del CFPC únicamente 

se debe de aplicar en los casos en que los reclamos de la colectividad sean diferentes, 

como podrían ser la reparación de los daños y perjuicios a que fue condenado el 

demandado, daños y perjuicios que evidentemente son diferentes para cada miembro 

de la colectividad. 

 

En el caso que nos ocupa, por la naturaleza de las prestaciones reclamadas en 

la demanda inicial a que remite la Sentencia impugnada, el reclamo de la 

colectividad es idéntico para toda la colectividad (cumplimiento forzoso del 

contrato, reembolso del 20% (veinte por ciento) de lo pagado y disminución del 

precio); tenemos una situación en la que el demandado AT&T-Nextel tiene la 

                                                 
7 El objetivo debe ser obligar a AT&T-Nextel a exhibir en el Juzgado los 4 millones de cheques a nombre de cada uno 
de los miembros de la colectividad. 
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información para que, en forma ágil, simple y sencilla, se pueda determinar la 

cantidad líquida a favor de los miembros de la colectividad, ya que en sus registros 

contables están los pagos realizados por los 4 millones de miembros de la 

colectividad y su determinación se limitaría a la simple operación matemática de 

aplicarle un 20% (veinte por ciento) y, en consecuencia, son innecesarios la 

promoción de los incidentes a que se refiere el artículo 605 del CFPC. Una 

interpretación diversa a la anterior, es decir, sostener la necesidad de promover 

dichos incidentes para obtener el beneficio económico que otorga la Sentencia, debe 

llevar a la conclusión de que dicho artículo 605 del CFPC es inconstitucional y, en 

consecuencia, no debe de aplicarse en virtud de que dicha norma se alejaría del 

espíritu del tercer párrafo del artículo 17 Constitucional que mandata una fácil, 

sencilla y flexible ejecución de la Sentencia, los principios de concentración y 

economía procesal, pues ese es el espíritu de las acciones colectivas.  

 

De aquí la oportunidad de esta Suprema Corte de cumplir el mandato 

legislativo Constitucional dejar de aplicar la norma y crear directrices en las que se 

establezca la obligación de los demandados en los juicios colectivos de aportar todos 

los elementos a su alcance y la obligación del propio juzgador de obtenerlas para 

una fácil y sencilla liquidación de las prestaciones a favor de la colectividad en un 

proceso de ejecución colectivo. Con esto, en el presente caso la efectividad de la 

Sentencia podría ser tan grande que la propia Sentencia podría contener el nombre 

de los 4 millones de personas, así como la cantidad líquida a que tiene derecho cada 

una de ellas correspondiente al reembolso del 20% (veinte por ciento) a que fue 

condenado el demandado.  En los conceptos de violación de la demanda de Amparo 

Directo, se solicitó al Colegiado un lineamiento a la autoridad responsable para que 

en ejercicio de la prerrogativa que le otorga el artículo 599 del CFPC, obtenga de 

AT&T-Nextel el nombre completo de la totalidad de la colectividad (los clientes) 

durante el periodo de la demanda y la indicación de la suma total de los pagos que 

recibieron de cada uno de dichos clientes plenamente identificados. Sin embargo, la 

sentencia recurrida omitió atender dicha petición, razón por la cual se solicita a este 

Órgano de Control Constitucional que, una vez que revoque la sentencia recurrida 

en plenitud de jurisdicción dicte una nueva sentencia y, en ejercicio del control de la 

convencionalidad, deje de aplicar los preceptos tildados de inconstitucionales en este 

Recurso y, en general, se atiendan la totalidad de los conceptos de violación, 

estableciendo las bases para una efectiva, eficiente, ágil y flexible ejecución de la 

sentencia en beneficio de la colectividad. 

 

En el Amparo, también solicitamos se considere inconstitucional el artículo 

608 del CFPC que no ordena que la Sentencia se notifique a los miembros ausentes 

de la colectividad para que puedan ejercer su derecho a adherirse a su contenido, 

sobre todo tomando en cuenta que son consumidores de fácil identificación y 

localización. Es evidente que el ordenar sólo la notificación al representante común, 

va en contra del derecho al acceso a la justicia de dicha colectividad ausente y en 

contra de los principios y objetivos de los procesos colectivos a que se refiere la 

Ejecutoria 28/2013. En caso de dejar de aplicar dicho precepto que tildamos de 

inconstitucional, el juzgador tendrá que aplicar lo previsto por los artículos 591 

tercer párrafo y 309 fracción III del Código Federal de Procedimientos Civiles, al 

tratarse de una colectividad fácilmente identificable, para lo cual, se deberá de 

requerir a AT&T-Nextel para que proporcione al H. Tribunal el nombre y domicilio 

de sus clientes o colectividad y poder enviarles vía correo certificado una 

notificación en donde se les explique el derecho que tienen de beneficiarse de la 

sentencia.  
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Asimismo, se solicitó se considere inconstitucional el artículo 617 del CFPC, 

en virtud de que dicha norma libera al demandado o proveedor del pago de gastos y 

costas del juicio. Cabe señalar que la iniciativa que presentó el entonces Senador 

Murillo Karam, en el capítulo octavo, sí establecía la obligación de las empresas de 

pagar los gastos y costas (no así de la colectividad, salvo excepcionalmente); sin 

embargo, bajo una falsa protección a la comunidad, el Congreso consideró 

conveniente que los gastos y costas originados con la tramitación del litigio, sean 

absorbidos por cada parte, lo que implica una disuasión de la justicia, en virtud de 

que el estándar probatorio en esta clase de juicios es de mucha mayor entidad, al 

tenerse que emplear pruebas científicas cuyo costo es elevado aunado a lo largo e 

intensivo que suelen ser este tipo de juicios. Por ello es que a nuestro parecer, el no 

permitir que la colectividad recupere los gastos y costas en que incurrió durante la 

tramitación del juicio, se traduce en una violación masiva del derecho humano a una 

reparación integral o justa indemnización. Por lo mismo, se solicita dejar de aplicar 

la norma en comento, debiendo aplicar lo previsto por el artículo 7 del CFPC.  

 

 

Ahora bien, uno de los principios más importantes que rigen las acciones 

colectivas, es el principio de economía procesal, el cual alude a la exigencia de que 

en los procesos debe conseguirse el objetivo de dar una solución justa al conflicto 

colectivo con el menor esfuerzo posible en tiempo, trabajo y dinero. 

 

A este fin económico, debe de responder la norma secundaria para ser 

congruente con el texto del artículo 17 Constitucional y su exposición de motivos.  

 

En el dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de 

Diputados, del Decreto por el que se adicionó un párrafo tercero al artículo 17 

Constitucional, relativo a los procesos colectivos, en sus consideraciones establece 

a la letra que: 

 

“---Que la adición de un párrafo tercero del artículo 17, permitirá 

establecer mecanismos de economía procesal, puesto que permiten 

la reducción de costos, generan eficiencia y efectividad en los 

procesos jurídicos de nuestro país al descargar al Poder Judicial de 

las múltiples demandas existentes, cuyo contenido es repetitivo. Este 

procedimiento procesal sumario permitirá resolver el mayor número 

de cuestiones procesales dentro de un mismo juicio, esto se traduce 

como anteriormente se mencionó en la economía de costos, y así tener 

expedito y efectivo el acceso a la justicia…” 

 

Así, tenemos que uno de los principales objetivos que buscó la adición del 

párrafo tercero del artículo 17 Constitucional, fue el permitir la reducción de costos 

del proceso judicial, para abrir la puerta de la justicia a reclamos de poca cuantía que 

no encontraban una vía jurisdiccional para hacer efectivo el derecho de sus titulares.  

 

Pues bien, las cargas procesales a que nos hemos venido refiriendo y que 

imponen los artículos 594, 605, 608 y 617 del CFPC a la colectividad, violentan el 

principio de economía procesal, pues se traducen en cargas económicas y de trabajo 

que generan colectividades pequeñas y, obstruyen en definitiva, el acceso a la 

justicia de los miembros que no se enteran del juicio o de los que no tienen los 

medios para hacer llegar al representante de la colectividad su adhesión o de los que 

son ignorantes de su derecho o de los que habiendo solicitado su adhesión al 

representante, les es rechazada por el Juez atendiendo a criterios inflexibles y 
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formalistas en la forma de adherirse o aquellos que no tienen dinero para contratar 

un abogado para que los represente en la promoción del incidente de cuantificación 

y ejecución de la condena, etcétera. 

 

Todas estas cargas, sin duda tienen un costo en dinero, trabajo y tiempo que 

no tienen razón de ser en un juicio colectivo como el que nos ocupa, pues no existe 

una necesidad procesal que así lo justifique, toda vez que existen alternativas 

procesales válidas y más adecuadas para la protección del interés social, que 

permiten que los procesos colectivos cumplan mejor el fin por el que fueron creados. 

Dentro de esas alternativas se encuentra aquella que tiene como parte de la 

colectividad, a todos los miembros que la integran desde el inicio del proceso, 

haciendo innecesario el proceso de adhesión de los miembros del grupo.  

 

Esta H. Suprema Corte de Justicia de la Nación es conocedora de que, la 

iniciativa del proyecto de Decreto que adiciona el Libro Quinto al Código Federal 

de Procedimientos Civiles en materia de acciones colectivas, presentada por el 

Senador Murillo Karam8 y que fue perversamente modificada por los diversos 

grupos parlamentarios, a nuestro parecer contenía un mejor sistema de organización 

de la colectividad, más garantista y protector de los derechos humanos de los 

consumidores.  

 

Sin embargo, sin explicación, fundamentación ni motivación alguna, el 

Congreso de la Unión decidió modificar totalmente la manera de organizar a la 

colectividad, resultando en   una ley secundaria incongruente y contraria al texto de 

los artículos 17 y 28 Constitucionales. 

 

El artículo 1º Constitucional, en su párrafo tercero, obliga a todas las 

autoridades, incluidas el Congreso de la Unión, a promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos 

humanos. Así pues, resulta claro que las normas secundarias, objeto de este estudio, 

al establecer cargas innecesarias que no tienen una justificación procesal que abone 

a facilitar el fin para el que fueron creadas las acciones colectivas, violentan el 

principio de progresividad, pues en lugar de avanzar hacia una protección más 

amplia de los derechos humanos colectivos de los consumidores, como lo dispone 

el texto de los artículos 17 y 28 Constitucionales, se retrocede en la protección que 

busca la Ley Suprema. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido este 

principio como: 

 

“el principio de progresividad: constituye el compromiso de los 

Estados para adoptar providencias, tanto a nivel interno como 

mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 

técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 

derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, principio que no puede entenderse en 

el sentido de que los gobiernos no tengan la obligación inmediata 

de empeñarse por lograr la realización íntegra de tales derechos, 

sino en la posibilidad de ir avanzando gradual y constantemente 

hacia su más completa realización, en función de sus recursos 

materiales; así este principio exige que a medida que mejora el nivel 
                                                 
8 Procesos Legislativos-Exposición de Motivos, Cámara de Origen: Senadores, 07 de septiembre 
del año 2010, Gaceta No. 134. Portal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación-Sistema de 
Consulta  de Ordenamientos (Documento web consultado el día 22de enero 2020). 
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de desarrollo de un Estado, mejore el nivel de compromiso de 

garantizar los derechos económicos, sociales y culturales”. 

 

Inclusive, el mismo Consejo de la Judicatura Federal ha sido punta de lanza en el 

tema que nos ocupa, con la publicación en el año 2013 de su libro titulado 

“ACCIONES COLECTIVAS-Reflexiones desde la judicatura” en la que a través de 

sus páginas, Magistrados de diversos Tribunales Colegiados y Académicos 

estudiosos de la materia de acciones colectivas han puesto en tela de juicio la 

congruencia de los artículos aquí tildados de inconstitucionales con la exposición de 

motivos que dio origen al actual párrafo tercero del artículo 17 Constitucional, así 

como con el contenido del párrafo tercero in fine del artículo 28 Constitucional, al 

plantear importantes interrogantes como las que se abordan en este Amparo Directo 

y en su Recurso de Revisión. 

 

En este tema, destaca la explicación que el Magistrado del Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito Licenciado Mauricio Barajas 

Villa, nos expone acerca de las presiones bajo las cuales trabajó el Congreso durante 

el proceso legislativo que creó la ley secundaria en materia de acciones colectivas, 

esto es, el Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles, cito: 

 

“La creación normativa para la tutela y cobertura de este tipo de 

conflictos colectivos surge –como ha ocurrido en otros países- de un 

proceso legislativo cargado de presiones por parte de los futuros 

demandados, personas o corporaciones económica, política y 

globalmente poderosas. A regañadientes pero resignadas a la 

irreversible expedición de aquélla normatividad persiguen, en el 

tramo de consulta y deliberación legislativa, negociar mediante el 

cabildeo (práctica mejor conocida en el argot parlamentario como 

lobbying) que se asegure, no sólo la eventual viabilidad de sus 

empresas, sino la menor afectación posible a su patrimonio. Estas 

prácticas rayanas en la descarada corrupción se traducen en normas 

rellenas de excesivos apéndices y reglas ambiguas y contradictorias, 

o deliberadas lagunas u omisiones que, a la postre, logran 

obstaculizar aquellas acciones bajo la creencia de que así se 

salvaguardan mejor los intereses comerciales o patrimoniales de 

aquéllos protagonistas. 

 

Esta reciente legislación mexicana, en contraste con la de otros 

sistemas jurídicos, refleja omisiones, lagunas, ambigüedades, 

limitantes y contradicciones explicables mediante la inferencia 

lógica del sentido común, a partir del fenómeno descrito, entre otros 

posibles factores, también lamentables. En cualquier caso, será la 

judicatura federal quien desempeñe un papel trascendental mediante 

la construcción de interpretaciones y precedentes que optimicen y 

hagan posible la materialización de estas acciones, sobre todo si se 

conectan armónicamente con el nuevo contexto constitucional de 

tutela y protección de los derechos humanos.” 

 

Por todo lo anterior, se solicita la revocación de la sentencia que se combate, 

debiendo de dictarse otra en donde en ejercicio del control de la convencionalidad 

ex oficio, se entre al estudio de la constitucionalidad de las normas generales a que 

nos hemos venido refiriendo, resolviendo sobre su inaplicación al proceso colectivo 

seguido ante las autoridades responsables y, en general, se atiendan la totalidad de 
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los conceptos de violación de constitucionalidad planteados, estableciendo las bases 

para una efectiva, eficiente, ágil y flexible ejecución de la sentencia en beneficio de 

la colectividad.  

 

Por último, no sobra decir que el Colegiado responsable, a lo largo de toda su 

sentencia, deja de aplicar los principios y objetivos de las acciones colectivas y, en 

consecuencia, viola fragrante y directamente el tercer párrafo del artículo 17 

Constitucional, por lo que arriba a conclusiones equivocadas como sucede con el 

tema del periodo de la demanda que va de los 3 años y medios anteriores a la 

presentación de la demanda y hasta que deje de subsistir la circunstancia de estar 

prestando el demandado un servicio ineficiente  que fue la causa de pedir en la 

demanda y, en su lugar, concluye que el periodo de la demanda es únicamente los 

tres años y medio anteriores a la fecha de la sentencia que se dicte en este 

procedimiento, lo que significa que, sólo se benefician de la sentencia, los miembros 

de la colectividad clientes de AT&T/NEXTEL que hayan realizado pagos en los 

últimos 3 años y medio del dictado de la sentencia.  

 

Ello lleva al absurdo de excluir del beneficio de la sentencia a millones de 

personas clientes de Nextel que sufrieron el recibir servicios defectuosos de 

septiembre de 2008 a aproximadamente el año de 2016, incluyendo a la mayoría de 

los miembros fundadores de la colectividad que suscribieron la demanda hace 8 

años, ya que la mayoría de ellos, precisamente por el deficiente servicio de Nextel, 

dieron por terminado el contrato. Como se desprende de la sentencia recurrida, el 

Colegiado arriba a dicha incongruencia, aplicando el paradigma del pasado de 

proteger al poderoso (no encontramos otra explicación) y de una interpretación de 

corte individualista, simplista e irracional, siendo su único argumento la redacción 

literal de la prestación marcada bajo el inciso g) del Capítulo VIII del escrito inicial 

de demanda. Lo anterior, se insiste, constituye una violación directa al tercer párrafo 

del artículo 17 Constitucional, ya que el significado de que el Constituyente haya 

introducido las Acciones Colectivas a nuestro sistema jurídico, es la protección de 

los derechos colectivos, también conocidos como derechos de tercera generación o 

derechos sociales, lo cual únicamente se logra aplicando los principios que rigen a 

las acciones colectivas y buscando siempre los objetivos de las mismas, los cuales 

ampliamente fueron incluidos en un capítulo al inicio del escrito de amparo, con el 

ruego y petición que la resolución del amparo se tuvieran en cuenta, es decir, que 

juzgaran conforme lo indica el artículo 17 Constitucional, tercer párrafo. Sin 

embargo, irresponsablemente el Colegiado omitió al 100% considerar o tomar en 

cuenta dichos principios y objetivos, lo que lo llevó a la incongruencia mencionada 

y lejos de velar y proteger a la colectividad, desprotegió a la mayoría de la clase. La 

norma o hipótesis que se le solicitó al Poder Judicial aplicara es muy sencilla y 

consiste en que, si un proveedor de bienes y servicios no entrega el 100% de lo que 

se compromete, el consumidor tiene derecho a un reembolso mínimo del 20%. El 

Colegiado no tomó en cuenta que la acción principal ejercida por la colectividad fue 

la de cumplimiento forzoso del contrato y las consecuencias de su incumplimiento, 

por lo que no era necesario aclarar expresamente en la prestación del inciso g) 

referida que también se estaba reclamando el reembolso del 20% por el periodo 

futuro después de la demanda. La razón por lo que se hizo la aclaración expresa del 

reclamo de los últimos 3 años y medio anteriores de la demanda fue que, el legislador 

estableció una prescripción precisamente por ese periodo, para evitar se presentaran 

demandas colectivas por circunstancias acontecidas en plazos superiores a dichos 3 

años y medio. El Colegiado hace una ridícula transcripción de los hechos de la 

demanda, pero no toma en cuenta que claramente al final del hecho 12 se narra que: 

“la colectividad que represento ha recibido y recibe actualmente los servicios de 
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manera pésima e (sic) totalmente insatisfactoria por parte de Nextel…”; En el hecho 

13: “Respecto al servicio básico móvil de radiocomunicación especializada en 

flotillas (también conocido como trunking o servicio de radio) que ofrece Nextel, se 

destaca que dicho servicio es prestado de manera deficiente. Esto es así, en 

virtud…” y “De ello, se desprende la obligación de Nextel de proveer la prestación 

de los servicios en todo momento, lo cual también implica que los citados servicios 

deben ser prestados con una calidad satisfactoria para la colectividad. Sin embargo, 

la totalidad de los servicios ofrecidos por y convenidos con Nextel no cumplen con 

una calidad satisfactoria, sino que esta es pésima y no cumple con las expectativas 

y necesidades de comunicación de la colectividad que represento”. Lo mismo 

sucede en el hecho 14, en el que nos referimos al artículo 92 bis de la Ley de la 

Profeco, de los que se desprende claramente que al estar ejerciendo una acción de 

cumplimiento forzoso y la acción quantis minoris, la reclamación de la colectividad 

se hizo por todo el tiempo en que subsista el incumplimiento o servicio ineficiente, 

lo cual acaba de declarar por primera vez un Tribunal Unitario a casi 8 años de 

iniciada la demanda. Resulta más que claro que la reclamación se planteó también a 

futuro, como se desprende del hecho 16 en el que se expresó lo siguiente: “y sobre 

todo en que Nextel continúa prestando los servicios a la colectividad que represento 

con deficiente calidad e insatisfacción, es que se promueve la presente acción para 

el efecto de que Nextel optimice la calidad de los servicios citados y la colectividad 

sea resarcida conforme a lo previsto por la Ley Federal del Consumidor…” 

 

Resulta frustrante y preocupante para la sociedad y para el estado de derecho, 

que en más de ocho años de abierto el presente juicio colectivo, en ninguna de las 

centenares de actuaciones judiciales, resoluciones, autos, etc., algún Juez y/o 

Magistrado haya aplicado uno sólo de los principios y objetivos de las Acciones 

Colectivas de los que se incorporaron a nuestro sistema jurídico mediante el artículo 

17 Constitucional, tercer párrafo y, es por ello que, se sostiene que el presente 

Amparo versa directamente sobre la interpretación directa de dicho importante pero 

abandonado precepto constitucional, razón por la cual se solicita atentamente que, 

en caso de que resulte procedente y fundado el presente Recurso de Revisión, se 

revoque la resolución combatida y, en plenitud de jurisdicción, se atienda a la 

totalidad de los conceptos de violación planteados en el amparo, tomando en cuenta 

los principios y objetivos planteados en el mismo amparo y se dicte una sentencia 

que cambie el rumbo que hasta ahora han tenido las acciones colectivas, 

estableciendo las bases para una enérgica protección de todos los derechos 

colectivos o derechos sociales. 

 

Por lo anteriormente expuesto a este H. Tribunal Colegiado solicito: 

 

ÚNICO.- Se me tenga en tiempo y forma interponiendo RECURSO DE 

REVISIÓN en contra en contra de la sentencia definitiva dictada en la sesión de 9 

de enero de 2020. 

 

 

 

 

__________________________________ 

LUIS MIGUEL KRASOVSKY PRIETO 

Ciudad de México, a la fecha de su presentación. 
 


